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1.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Campos por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 15 de julio, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Paulsen por la cual justifica su inasistencia a la sesiones de los días 22, 23 y 24 de julio de 2014 por motivos particulares. 


2.
Nota:

-
Del diputado señor Paulsen por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días, a contar del 16 de julio de 2014, para dirigirse a Europa.


3.
Oficios:

-
Del Grupo Interparlamentario Chileno-Argentino por el que comunica que procedió a constituirse y a elegir como presidente al diputado señor Tarud. 


-
De la Presidencia de la Cámara de Diputados por el que comunica que el diputado señor Fuentes reemplazará al diputado señor Chahin en la reunión de la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias del Parlamento Latinoamericano, que se realizará en Panamá, los días 24, 25 y 26 de julio próximos (198).



Respuestas a Oficios 



Contraloría General de la República

-
Diputado Tarud, Fundamentos de la resolución N° 917, de fecha 5 de junio de 2013, dictada por el señor Hernán Pinto Soto en su calidad de Jefe de Beneficios Previsionales y Remuneratorios de la Contraloría General de la República, subrogante, por la que se descontaron años de antigüedad a la señora Mercedes Muñoz Ibáñez, significando la pérdida de la pensión no contributiva a esta exonerada política. (51503 al 1409).



Ministerio de Interior


-
Diputado Sandoval, disponer que la compañía de bomberos de la localidad de Melinka, en la comuna de Guaitecas, a través del Fondo Social, cuente con los elementos básicos para prevenir y enfrentar los incendios. (10766 al 734).


-
Diputado Rathgeb, Informar a esta Corporación respecto de las medidas que se están implementando para enfrentar el aumento de delitos en la provincia de Malleco y al hecho que carabineros están siendo destinados a medidas de protección, dejando desprotegidas otras zonas urbanas y rurales, conforme se describe en la intervención adjunta. Asimismo, se solicita tenga a bien incrementar la dotación policial de la provincia de Malleco y elevar a comisaría la unidad de Carabineros de Ercilla. (2207 al 1418).


-
Diputada Hernando doña Marcela, Otorgar los permisos necesarios para el uso de calles y pasajes, durante los meses de junio y julio, seleccionados de común acuerdo y en los horarios concordados con antelación, con el objeto de que los grupos folklóricos puedan realizar los ensayos correspondientes para su participación en la Fiesta de La Tirana (442 al 1674).


-
Diputado Hernández, Políticas que se implementarán para asistir a los principales perjudicados por el sistema frontal. (49 al 1435).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Posibilidad de brindar ayuda a las 80 familias de la calle Balmaceda del barrio Punta Arenas de la comuna de Río Negro que perdieron todos sus bienes por los desbordes del río Forrahue. (50 al 1570).


-
Diputado Rocafull, Se solicita, si lo tiene a bien, se sirva disponer las medidas que sean procedentes para acelerar las políticas públicas destinadas a la reconstrucción de la infraestructura vial dañada en la Región de Arica y Parinacota por el terremoto ocurrido recientemente en el Norte Grande; a la implementación de medidas de fomento productivo para la reactivación de actividades como la pesca y la agricultura; a la construcción de las viviendas dañadas, y a la restauración y conservación del patrimonio cultural afectado por este gran sismo. Asimismo, se solicita, si lo tiene a bien, destinar recursos extraordinarios que permitan a esta región enfrentar el proceso de reconstrucción con la mayor celeridad posible, (8203 al 17).



Ministerio de Educación

-
Diputado Espinoza don Fidel, Situación que afecta a la escuela del Islote de la comuna de Puerto Octay, que alberga a niños en edad preescolar, la que presuntamente sería cerrada por falta de rendiciones de los recursos recibidos por la administración anterior. (597 al 389).


-
Diputado Sandoval, Denuncias formuladas por apoderados de la escuela Guido Gómez de la comuna de Puerto Cisnes sobre irregularidades en el nombramiento de su director el señor Juan Cerda y de los funcionarios Paulina Ramírez y Rodrigo Contreras contratados para desempeñar labores en el mismo establecimiento. (808 al 1714).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Complementar el oficio N° 259, de fecha 2 de abril de 2014, precisando que los caminos a los que hace referencia en dicho oficio son, en San Fernando: el Cristo, Talcarehue, La Ramada 2° tramo, Ernesto de Los Lingues y Las Peñas; en Pichidegua: Avenida Los Olmos, El Salto Cerro y Los Yuyos; en Peumo: La Cantera, Santa Elena de Codao y La Turbina de Rosario de Codao; en Chimbarongo: Lo Orozco; sector Santa Isabel, los caminos Las Tinajas, Población Santa Isabel y Santa Valentina (1708 al 5).



Ministerio De Salud

-
Diputada Nogueira doña Claudia, Programas de tratamiento de fertilidad asistida en los centros de medicina reproductiva financiados a través del Fondo Nacional de Salud y la implementación del sistema de pago asociado a diagnóstico. (9013al 1233).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Jaramillo, Estudio de tránsito de la ciudad de La Unión que efectúa la Secretaría de Planificación de Transporte. (5238 al 1870).



Ministerio Secretaría General de Gobierno

-
Diputado Ward, Viajes realizados por la señora Paula Walker, Directora de de la Secretaría de Comunicaciones, integrando la comitiva que acompañó a S. E. la Presidenta de la República, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (3020 al 1811).


-
Diputado Ward, Viajes realizados por la señora Paula Walker, Directora de de la Secretaría de Comunicaciones, integrando la comitiva que acompañó a S. E. la Presidenta de la República, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (3020 al 1812).



Ministerio Público

-
Diputado Espinoza don Fidel, Investigación efectuada por la eventual existencia de ilícitos en la construcción de la rampa vehicular de Calbuco. (145 al 73).



Empresas del Estado

-
Diputado Silber, informar a esta Corporación acerca de eventual financiamiento de Corfo a proyectos de construcción de colegios particulares subvencionados, durante el período 2010-2014 (7609 al 1204).


-
Diputada Provoste doña Yasna, Informar a esta Corporación respecto del número de personas que visitaron la pagina web creditopregrado.cl, con el objeto de verificar la efectividad de la publicidad sobre el beneficio en el cambio de condiciones del crédito Corfo y contrastarlo con el catastro actualizado de los estudiantes afectados hasta el mes de abril del presente año, conforme se describe en la intervención adjunta. Adicionalmente, se solicita informar acerca del número de personas que a la fecha ha postulado al beneficio del crédito Corfo, el número de personas que negoció el cambio del crédito Corfo, y el número de personas a las cuales sí se les concedió el beneficio y que obtuvo la rebaja en la tasa de interés a dos por ciento. (7610 al 794).



Intendencias

-
Diputado Paulsen, Estado de la postulación al subsidio de casetas sanitarias de la Comunidad Paillahue, realizada en 2012, presentado junto a las comunidades de Pelahuenco Chico, Pelahuenco Grande y Trabumquillem. (1570 al 1463).


-
Diputado Carmona, Proyecto Cerro Negro, remitiendo todos los antecedentes considerados para su diseño y aprobación. (685 al 1722).



Servicios

-
Diputado Sandoval, Construcción de 534 salas cunas en el país y el lugar en que se emplazaría la nueva infraestructura considerada para la ciudad de Coyhaique. (1952 al 1512).



Varios

-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Presuntas irregularidades administrativas en la ejecución del proyecto Pame FNDR N° 01-600102-00053-10 a cargo de la Dirección Regional de Tarapacá del Fondo de Solidaridad e Inversión Social adjudicado a la sociedad comercial Consultora Tarapacá Ltda. que denuncia como contravenciones graves al principio de probidad administrativa, disponiendo las acciones legales que procedan a fin de recuperar los recursos públicos involucrados y para determinar las responsabilidades penales involucradas. (430 al 1616).


-
Diputado Squella, Diputada Molina doña Andrea, Diputado Urrutia, Suspensión de los servicios ferroviarios por la empresa filial Metro Valparaíso a raíz del paro de maquinistas, en los términos planteados en la solicitud que se acompaña. (46 al 1849).


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Planes y programas referidos al respeto de los Derechos Humanos ejecutados por esa institución y sus resultados. (495 al 1922).



Municipalidades

-
Diputado Sandoval, Posibilidad de eximir del pago de los derechos de aseo al señor Héctor Daniel Maldonado Muñoz. (1250al 1508).


-
Diputado Paulsen, Mecanismos y requisitos para aplicar la encuesta de la ficha de protección social y los motivos que llevaron a efectuar una reevaluación del señor Sergio Gajardo Castillo, detallando las variaciones encontradas entre la primera encuesta efectuada en agosto de 2013 y la reevaluación respectiva. (625 al 1626).

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, la ministra secretaria general de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y el ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: Los diputados señores Roberto León Ramírez, Felipe Letelier Norambuena y Fernando Meza Moncada.

-Con permiso constitucional: El diputado Felipe de Mussy Hiriart. 


-Con licencia médica: La diputada señora Clemira Pacheco Rivas.

-Con impedimento grave: La diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes.
-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.42 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 39ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 40ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

CONDOLENCIAS A DIPUTADO SEÑOR JUAN MORANO

El señor CORNEJO (Presidente).- En nombre de la Corporación y de la Mesa, hago llegar nuestras condolencias al diputado señor Juan Morano por el sensible fallecimiento de su hermano.
V. HOMENAJE

HOMENAJE A EXDIPUTADA SEÑORA LAURA RODRÍGUEZ EN EL
22º ANIVERSARIO DE SU FALLECIMIENTO

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde rendir homenaje a la exdiputada señora Laura Rodríguez, con motivo de conmemorarse el 22º aniversario de su fallecimiento.

Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL, doña Denise (de pie).- Señor Presidente, honorable Sala, en primer lugar quiero saludar a los familiares y amigos de Laura Rodríguez que nos acompañan en las tribunas.

Para nosotros, rendir homenaje en la Cámara de Diputados a Laura Rodríguez Riccomini, exdiputada y exdirigente social y política, no es solo un deber, sino una alegría.

A 22 años de su muerte, Laura Rodríguez aún está presente entre nosotros. Desde temprana edad manifestó sus preocupaciones sociales y culturales, lo que la llevó a involucrarse en distintas actividades. Mientras aún era estudiante, fue elegida presidenta de la Comunidad para el Desarrollo Humano, cargo desde el cual impulsó, bajo la dictadura de Pinochet, la creación de organizaciones de base en varias regiones y comunas, y promovió ideales de acuerdo con la metodología de la no violencia activa.

Nació en Santiago el 1 de abril de 1957. Fue hija de Livia María Riccomini y de Edgardo Luis Rodríguez Paolinelli. Su padre falleció cuando Laura Rodríguez contaba con apenas tres años. 

Su ascendencia italiana la llevó a realizar sus estudios en la Scuola Italiana, donde se destacó como una excelente alumna. Tuvo inquietudes literarias. A los nueve años de edad obtuvo un premio por su poema “Natale a Roma” en un concurso literario estudiantil.

Finalmente, cursó la carrera de Ingeniería Industrial en la Universidad de Chile, y recibió su título de ingeniera en 1983, con las calificaciones más altas.

En mayo de 1978, mientras aún estudiaba, contrajo matrimonio con Darío Ergas Benmayor. En 1983 tuvieron un hijo al que llamaron Simón.

En 1984, impulsó la fundación del Partido Humanista, cuya unión con el Partido Verde dio lugar a la Alianza Humanista Verde, en la que se desempeñó como presidenta. En esos momentos duros de la dictadura, fue la única mujer que encabezaba un conglomerado político. 

Fue una férrea defensora de los derechos democráticos. Participó activamente en favor de la opción “No” para el plebiscito de 1988 -oportunidad en que la conocí-, y se entregó continuamente a buscar la forma de que la dictadura de Pinochet no continuara. Finalmente, triunfó la opción “No”, con lo cual se abrieron las puertas al proceso democrático en el que Laura Rodríguez inició un nuevo camino político. 

En el marco de la elección presidencial de 1989, su partido la presentó como precandidata a la Presidencia de la República en el ámbito de la Concertación de Partidos por la Democracia. De esa forma, Laura se constituyó en la primera mujer en Chile que llegó a ser precandidata a la Presidencia de nuestro país. 

En 1989, por sus antecedentes como luchadora social y su destacada participación, fue elegida vicepresidenta de la Internacional Humanista en reunión celebrada en Florencia, Italia.

En 1989, fue elegida diputada por el distrito N° 24, de la Región Metropolitana, que comprende las comunas de La Reina y Peñalolén, cargo que asumió el 11 de marzo de 1990. Fue una de las siete mujeres elegidas y la diputada más joven en ese momento. 

Su intensa vocación social la llevó a desarrollar su labor parlamentaria conectada constantemente con la gente. Buscó una solución conjunta para una sociedad cuyos valores habían sido fuertemente destruidos y golpeados durante la época dictatorial.

En la Cámara de Diputados presidió las comisiones de Salud y de Familia, en las que impulsó, en una labor conjunta con los trabajadores y el gobierno de don Patricio Aylwin, modificaciones legales sobre los derechos reproductivos de la mujer, la protección integral de la maternidad, el tratamiento de enfermedades como el sida, y modificaciones a la Ley de Isapres. 

En un discurso titulado “El aborto inducido en Chile”, del 14 de noviembre de 1990, Laura Rodríguez señaló: 

“En Chile, la forma del poder ha cambiado; sin embargo, aún subsiste una forma mental un tanto esquizofrénica, como en muchas otras partes del mundo, que busca modificar una realidad creando un modelo mental, imponiéndolo a la realidad y negándose a la simple observación de lo que ocurre cotidianamente.

Esta es la verdadera crisis de las ideologías. Ni la crisis del marxismo, ni el triunfo del capitalismo o del pragmatismo. Es el choque permanente entre las ideas preconcebidas por un grupo de personas y la realidad cotidiana, lo que siente la gente.

Si ciertas ideologías se han planteado al servicio del ser humano, el proceso de deshumanización monstruoso que se vive hoy es una prueba más de tal fracaso.”.

Como diputada, se destacó por representar un pensamiento avanzado en comparación con la cultura política y valórica forjada durante la dictadura. 

Fundadas en su concepción humanista, sus intervenciones en la Sala y las mociones o iniciativas de ley que apoyó con entusiasmo demostraban su preocupación integral por el ser humano, particularmente por las mujeres, los niños, los pobres, los derechos humanos, las minorías discriminadas, el medio ambiente, la paz y la tolerancia, la no exclusión y la no discriminación, el desarrollo sustentable y con equidad, y todos aquellos que vivían situaciones de injusticia.

Entre otras iniciativas de ley que impulsó, cuyos propósitos eran resolver problemas sociales, cabe destacar:

Proyecto de ley en beneficio de las trabajadoras y trabajadores de casas particulares; proyecto de ley para terminar con la discriminación entre hijos legítimos, ilegítimos y naturales; proyecto de ley que establecería el divorcio vincular, presentado en la Cámara en mayo de 1991; proyecto de ley de responsabilidad política de los representantes electos, con el objetivo de que cumplan con las promesas de campaña.

Asimismo, apoyó activamente el proyecto de reformas tributarias presentado en ese período; impulsó un proyecto de acuerdo para solicitar al Ejecutivo que enviara una iniciativa que permitiera al Estado comprar los terrenos del valle de Quinquén, y creara un usufructo en favor de los jóvenes pehuenches, e impulsó un proyecto de acuerdo para solicitar que se convirtiera por ley a Villa Grimaldi, utilizada como centro de tortura y muerte por los agentes del Estado, en un parque público y en un centro de convenciones, actualmente existente.

Tales proyectos los trabajaba previamente con las organizaciones sociales. Como parlamentaria, hablaba de la “dignidad parlamentaria”, la que, en sus palabras, “se gana en la medida en que uno representa a la gente, y no por tener una actitud, por una ropa tal o cual o por tener una mejor mirada, sino en la medida en que realmente represento a las personas, entonces soy más digno.”. 

Con ello marcó un nuevo estilo de cumplir la función de representación parlamentaria, siempre en vinculación con las personas, de las que recogía antecedentes, problemas, propuestas, aspiraciones e iniciativas que llevaba al Congreso Nacional. En asambleas con la gente daba cuenta periódica de su gestión parlamentaria. Acuñó la siguiente frase: “De cara al pueblo y de espalda al Parlamento.”.

Fue crítica del neoliberalismo y del peso del mercado en la vida de las personas. Laura Rodríguez consideraba que el neoliberalismo favorecía la concentración del poder económico y del poder político, y se había convertido en fundamento del daño al medio ambiente y del olvido de las necesidades de los seres humanos. 

No obstante haber transcurrido 22 años desde su muerte, su ideario político sigue tan vigente como entonces. 

Sus últimos años los dedicó a pensar y a escribir, y a mirar la muerte como una manera de enfrentarla. Le pidió a Juan Chabaux que escribiera y terminara su libro, titulado “El virus de altura”, en el que manifestaba claramente lo siguiente: “El virus de altura y su contagio se expresa en distintas especies, se produce una amnesia brutal, convenciéndote que todos los logros que uno ha tenido han sido única y exclusivamente gracias a las propias aptitudes, olvidando el camino recorrido y cuantos y cuantas colaboraron en él. Se siente por encima de todo y se existe solo para lo importante...”.

Ella planteaba que esta crítica no era personal, sino al sistema que opera, que genera la amnesia que hace que nos sintamos diferentes a los otros. 

Su concepción humanista la llevó a valorar la construcción de una sociedad democrática, libre y solidaria. Sus planteamientos y reflexiones, recopilados por la Fundación Laura Rodríguez, se mantienen vigentes hasta hoy; son atemporales, ya que, a pesar del tiempo transcurrido, seguimos insertos en los mismos problemas y cuestionamientos y trabajando por los mismos proyectos que ella presentó. 

Laura Rodríguez falleció el 18 de julio de 1992, a la edad de 35 años. Sin duda, era una mujer joven que aún tenía mucho por entregarnos.

Sigamos el camino que Laura nos dejó y que está plasmado en sus escritos hasta hoy.

Finalmente, agradezco la posibilidad de rendir este homenaje. Desde este hemiciclo, nuevamente saludo a los familiares de Laura y, en nombre de la Nueva Mayoría, les digo que todavía seguimos luchando por los ideales que ella impulsó.

Muchas gracias.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Vlado Mirosevic.

El señor MIROSEVIC (de pie).- Señor Presidente, primero que todo, quiero saludar a la familia de Laura Rodríguez, que se encuentra en la tribuna de honor, particularmente a Rosita, a Roberto y a Darío, y a los representantes del Partido Humanista y del Movimiento Humanista que hoy nos acompañan.

No quiero centrar este homenaje en los datos biográficos de Laura Rodríguez, porque la diputada Denise Pascal ya hizo un extenso relato de lo que fue su vida. Me quiero referir a otras cosas.

Cuando yo tenía 14 años de edad, llegó a mis manos el libro titulado “A quien quiera escuchar”, que la Fundación Laura Rodríguez relanzará el próximo viernes, obra en la que se relata la vida de Laura desde el Congreso Nacional. El libro narra muy bien sus causas, que fueron de avanzada: fue la primera que se atrevió a proponer, a inicios de los 90, un proyecto de ley de divorcio; la primera que habló de aborto terapéutico, la primera que presentó una iniciativa de ley para las trabajadoras de casa particular. Asimismo, defendió a las minorías étnicas, se la jugó por otras minorías y por la diversidad, se la jugó por una democracia más profunda, habló de la necesidad de cambiar la Constitución de Pinochet e hizo preguntas incómodas para una transición pactada. En ello recae el gran valor de Laura Rodríguez durante sus dos años en el Congreso Nacional. También se la jugó por una ley de responsabilidad política; es decir, por una ley que disponga que cuando no cumplamos lo que prometimos en campaña, el pueblo nos pueda revocar el mandato. ¡Qué avanzada fue! ¡Lo hizo en los años 90!

(Aplausos)

Antes de llegar al Parlamento, durante la dictadura se la jugó por la no violencia activa. Las tentaciones de caer en la violencia eran muchas frente a una dictadura terriblemente violenta. Sin embargo, Laura, con todo el Partido Humanista, mantuvo una consecuencia en favor de la no violencia activa, lideró a las mujeres por la no violencia y se enfrentó muchas veces con las fuerzas policiales sin tirar ni siquiera una piedra. Me parece que debemos reconocer esa consecuencia en Laura y en todo su equipo durante los tiempos difíciles.

Laura creó un nuevo estilo de hacer política. Con la ayuda de un amigo, escribió otro libro titulado “Virus de altura”, en el cual se examina de manera crítica a sí misma, las comodidades que tuvo cuando fue diputada y la manera en que empezó a acostumbrarse a los privilegios de estar en el poder. Es una obra que permite al lector entender qué pasa cuando se está en un puesto como este. Pero ella también hizo una recomendación muy potente, que demostró: hay que desprenderse del poder. Me parece que en ello radica su principal legado: el desprendimiento con que actuó antes de ingresar a la Cámara de Diputados, el desprendimiento con que actuó desde esta Corporación y la forma en que enfrentó su muerte.

Lejos de una muerte fúnebre, como estamos acostumbrados en Occidente, Laura y los integrantes del Partido Humanista tuvieron una fiesta en su funeral y rindieron un homenaje a la vida. No hubo llantos, luto ni banderas negras. Por el contrario, hubo color. Laura nos enseñó a aproximarnos a la muerte de una manera distinta, porque la muerte es trascendencia en la acción de otros. Ese fue uno de sus principales legados.

El Congreso Nacional tiene mucho que aprender de Laura Rodríguez. Recordemos que en aquella sesión en la que estaban desalojando a los prisioneros políticos de las tribunas, fue la única diputada que se levantó, fue a las tribunas, se enfrentó con Carabineros y dijo: “Estoy aquí, de cara al pueblo y de espaldas al Parlamento.”.

Reitero: hay mucho que aprender de Laura Rodríguez. Espero que los parlamentarios nos acompañen en el homenaje que le rendiremos este viernes en la antigua sede del Congreso Nacional en Santiago, porque, más allá de la Izquierda y de la Derecha, Laura significa un avance civilizatorio, un avance para la humanidad. Ese es otro de sus legados.

Para terminar, parafrasearé a Darío Ergas, su marido, quien en el funeral en el Cementerio General, más allá de llorar, dijo: “¡Laura Rodríguez vive!”

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Finalmente, tiene la palabra la diputada señorita Marcela Sabat. 

La señorita SABAT, doña Marcela (de pie).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo con mucho afecto a los familiares y a los seres queridos de Laura Rodríguez.

Cuando asumí la responsabilidad de homenajear a la exdiputada Laura Rodríguez en nombre de los partidos de la Alianza, lo hice con la evocación de una persona de la que tuve referencias hace muchos años, pero a quien no conocí. Se me representó como una mujer distinta, sin cadenas que la ataran a lo habitual, a lo de siempre, a lo políticamente correcto; en síntesis, como a una mujer libre.

Al conocer su labor parlamentaria y referencias en distintas fuentes, me quedó la impresión de que fue uno de esos seres humanos a los que les corresponde sembrar una semilla, con la esperanza con que lo hacen quienes confían en la potencia de la idea, quienes confían en que el tiempo hará germinar la semilla tarde o temprano y brotará un árbol robusto cuyas ramas crecerán sanas y altas, que logrará sobresalir notoria y bellamente en un florido prado.

Una de sus luchas que me resultó más apasionante fue su compromiso irreductible con la igualdad de género, con las mujeres, particularmente con las más postergadas, con la pobladora, la modesta, la humilde, la anónima, pero que Laura Rodríguez fue capaz de ver y de mostrar.

Tuvo una capacidad inmensa para lo que hoy conocemos como “instalar dilemas”; esos que pocos notaban o que sucumbían por la urgencia o por el peso de una agenda que se imponía desde la inercia. Temas como el divorcio, la discriminación y la sociedad diversa tuvieron solo los espacios que ella les abrió en los 90.

No descuidó ni menoscabó otros temas que se debatieron en su breve desempeño parlamentario, tal vez los más agudos de nuestra transición, pero alzó la voz y desplegó su esfuerzo, muchas veces solitariamente, para mostrar lo que Chile no veía o, tal vez, no quería ver.

Las incomprensiones y la discusión política del momento resultan minúsculas cuando quedan en evidencia, con la perspectiva del tiempo, las convicciones y los sueños que inspiraron a Laura Rodríguez.

Muchos temas que hoy debatimos son consecuencia de las discusiones que ella inició. Uno puede distinguir en sus palabras y discursos el origen de las leyes y de los actuales proyectos que persiguen la igualdad de género y que estimulan la tolerancia, la equidad, la participación ciudadana y, por cierto, la justicia.

Señor Presidente, como mujer, me resultó conmovedora la lucha que desplegó por persuadir y difundir, de la mano de sus convicciones, un ideal político, así como la forma estoica y valiente con la que enfrentó la adversidad que representó el cáncer que la llevó a la muerte. Sin duda, es un ejemplo que refleja su grandeza en una dimensión distinta, lejos de la materia y de las lógicas terrenas que nos confunden.

Para las mujeres abrió un camino que debemos andar y ampliar; pero, estoy segura, no lo haremos solas, y aunque suene raro que lo diga yo, lo haremos con ella.

Elaborar y leer un listado de los hitos de su trayectoria, como expresan los índices y registros de la Cámara de Diputados, es evidentemente árido y no se aviene con lo luminoso de su legado, que no es estático, ya que hoy tiene un dinamismo que es un homenaje cotidiano a su compromiso, a su alegría y a su espíritu de superación y de lucha.

He dicho

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- De esta forma, la Cámara de Diputados ha concluido el homenaje a la exdiputada señora Laura Rodríguez.

Agradecemos a su familia y a los dirigentes que nos acompañan, por haber asistido a este homenaje en su memoria.

Muchas gracias.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN A NORMATIVA QUE SANCIONA DELITO DE MANEJO EN
ESTADO DE EBRIEDAD CAUSANDO LESIONES GRAVES GRAVÍSIMAS
O MUERTE. (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9411-15)

El señor CORNEJO (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en mensaje, que modifica la Ley de Tránsito en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte.

Diputado informante de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones es el señor Gustavo Hasbún.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 38ª de la presente legislatura, en 1 de julio de 2014. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Primer Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, sesión 45ª de la presente legislatura, en 10 de julio de 2014. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor CORNEJO (Presidente).- Antes de que sea rendido el informe, solicito el acuerdo de la Sala para votar al término del Orden del Día el proyecto que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, que figura en el segundo lugar de la Tabla de la presente sesión, con la sola explicación del señor ministro de Justicia respecto de las dos modificaciones introducidas por el Senado. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Obras Públicas.

El señor HASBÚN (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje y con urgencia calificada de “suma”, que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte.

Idea matriz o fundamental del proyecto.

Desincentivar la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas mediante el aumento del rango de la pena asignada al delito, haciendo aplicable solo parcialmente los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.

El proyecto no contiene normas de carácter orgánico-constitucional o de quorum calificado. Tampoco requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda. 

La iniciativa fue aprobada en general y en particular por la unanimidad de las diputadas y los diputados presentes en la comisión. Votaron a favor las diputadas señoras Loreto Carvajal, Alejandra Sepúlveda y Clemira Pacheco, y los diputados señores René Manuel García, Felipe Letelier, Fernando Meza (Presidente), Iván Norambuena, Leopoldo Pérez, Jorge Sabag, Mario Venegas y quien informa. 

Durante el estudio de la iniciativa se contó con la asistencia y colaboración del ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo.

Asistieron, además, el señor Benjamín Silva y la señora Carolina Figueroa, padres de la menor Emilia Silva Figueroa.

La comisión estimó apropiado, en atención al hecho registrado hace ya más de un año en la comuna de Vitacura, reflexionar, debatir y legislar para sancionar con mayor fuerza el delito de conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas cuando a raíz de ello se causen lesiones gravísimas o la muerte de una persona.

Como todos recordarán, en aquella oportunidad, a raíz de un fuerte impacto provocado por un conductor ebrio, se causó la muerte de una pequeña de tan solo nueve meses de edad, Emilia Silva Figueroa, quien viajaba en la parte posterior de un vehículo en compañía de sus padres.

A pesar de la gravedad de tal hecho, el autor del delito fue condenado por los tribunales de justicia a dos años de pena remitida y cumplió su condena en libertad.

La sociedad no comprende cómo un hombre que voluntariamente bebió hasta embriagarse, condujo un vehículo y mató a una pequeña de nueve meses, con lo cual destruyó a una familia, no sea considerado por la actual legislación como autor de un delito grave que le impida obtener su libertad.

Aparte de ese dramático hecho, también debe tenerse presente que el año recién pasado hubo que lamentar la muerte de 105 personas en nuestro país como resultado de accidentes de tránsito cometidos por conductores en estado de ebriedad, y de 43, por conductores bajo la influencia del alcohol.

Sin perjuicio de que se avanzó en esta materia mediante el establecimiento de fuertes restricciones para las personas que conducen bajo los efectos del alcohol, lo que se hizo sobre la base de redefinir los niveles de esa sustancia en la sangre para tipificar la conducción bajo la influencia del alcohol y la conducción en estado de ebriedad -0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre-, y de que se legisló al respecto a través del denominado proyecto de ley de tolerancia cero, se advierte que tales medidas todavía siguen siendo insuficientes.

Cabe señalar que el artículo 196 de la Ley N° 18.290, de Tránsito, aplica igual sanción al manejo en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, ya sea que con ello se provoquen las lesiones establecidas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal -lesiones gravísimas-, o se cause la muerte.

Se consideró necesario, entonces, para ambos casos aumentar el rango de la sanción aplicable en un grado, y mantener el monto de la pena pecuniaria y la accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

En consecuencia, se aceptó en forma unánime la propuesta del mensaje en cuanto a que la conducta pueda ser castigada con hasta pena de crimen: de tres años y un día a diez años, y no solo con pena de simple delito, es decir, tres años y un día a cinco años, como sucede en la actualidad.

Además, se estimó pertinente, como señalé, mantener la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica, y hacer aplicable solo parcialmente los beneficios establecidos en la ley N° 18.216, sobre cumplimiento alternativo de penas, por lo que el infractor deberá cumplir, cualquiera que sea la sanción aplicable, un tiempo mínimo de un año privado de libertad.

Se trata de inhibir la conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas. El principal problema radica en que los autores de ese delito en la actualidad no quedan en prisión preventiva mientras dura el proceso y, finalmente, cumplen una breve condena en libertad, lo que genera una sensación de verdadera impunidad. Ello se debe, fundamentalmente, a lo bajo de la pena asignada al ilícito, esto es, presidio menor en su grado máximo: de tres años y un día a cinco años. Esta sanción, en virtud de la ponderación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, puede ser rebajada al mínimo por los jueces, lo que permite a los autores del ilícito recuperar de inmediato su libertad, no obstante la entidad del hecho delictual.

Por ello, se estimó apropiado incorporar un nuevo tipo penal, que se configura cuando quien conduce en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas huye del lugar del accidente sin prestar la ayuda debida, si es reincidente en el mismo delito o si el transporte de personas o bienes lo realiza en forma profesional o es su oficio habitual. La sanción aplicable en este caso es la pena de presidio mayor en su grado mínimo, es decir, de cinco años y un día a diez años, y se margina al hechor de los beneficios establecidos en la ley N° 18.216, sobre cumplimiento alternativo de penas, por lo que deberá cumplir la sanción aflictiva privado de libertad. 

Si no se está en presencia del ilícito anterior, o si de la ponderación de las circunstancias agravantes y atenuantes que realiza el juez resulta la aplicación de una pena de presidio menor en su grado máximo, el hechor deberá cumplir un año privado efectivamente de libertad y tendrá derecho a la reclusión parcial nocturna solo por la parte restante del cumplimiento de la pena. En todo caso, el juez no podrá rebajar o aumentar los rangos de sanción definidos en el proyecto, cualquiera que sea la entidad de las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal.

Hago presente que la persona que transgreda la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica debe ser sancionada, conforme lo prescribe el artículo 209 de la Ley de Tránsito, con la pena de prisión en su grado máximo, esto es, de 41 a 60 días, y multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales; corresponderá al juez su correcta aplicación.

También se abordó la situación de quien conduce bajo la influencia del alcohol, sin estar ebrio, y provoca la muerte de una persona. En este caso, quedó claro que se estaría en presencia de un cuasidelito de homicidio -con una pena de hasta tres años de presidio-, en el que concurriría una circunstancia agravante, cual es conducir en condiciones físicas deficientes.

Por último, la comisión manifestó su aprensión en cuanto a la forma en que se cumplirá lo prescrito en el artículo 1º, número 4), guarismo 4, del proyecto, toda vez que el sistema de monitoreo telemático aún no se implementa a cabalidad, y que no existen al efecto establecimientos penales especiales. 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, mis palabras no pretenden ahondar heridas ocasionadas por hechos recientes; pero se hace necesario recordar que el proyecto que hoy nos convoca pudo haber sido ley de la república hace más de un año. Si así hubiese sido, hoy se estaría castigando a muchos conductores ebrios que asesinaron a seres humanos inocentes que esperaban en paraderos o que salían de escuelas, y que hoy no nos acompañan en esta sociedad porque sus vidas fueron terminadas por dichos conductores; se estaría condenando a los conductores ebrios que se dieron a la fuga con una pena que iría de cinco años y un día a diez años, y se estaría sancionando a los reincidentes en el manejo en estado de ebriedad. 

Pero esas medidas, plasmadas en su momento en un proyecto de ley, no pasaron de ser palabras, hipótesis o eventualidades, porque, en definitiva, no se convirtieron en ley. La Cámara discutió y aprobó de manera unánime el proyecto presentado en aquel entonces. Sin embargo, fue el Senado -por eso no pretendo ahondar en heridas recientes- el que impidió que se convirtiera en ley de la república. Hay que decirlo con todas sus palabras: hoy ten-
dríamos una ley Emilia que sancionaría a los conductores ebrios que matan a personas, a los conductores ebrios que reinciden o a los que se dan a la fuga. Pero no fue así, porque el Senado determinó que las penas que aquel proyecto establecía, que hoy la sociedad reclama y exige para romper con la impunidad, eran demasiado elevadas y no se correspondían con el ilícito que pretendíamos sancionar. 

Reitero, hoy contaríamos con una Ley Emilia que sancionaría a esos conductores ebrios que hoy todavía gozan de impunidad. Sin embargo, no es así, no porque la Cámara de Diputados no haya entendido el sentimiento ciudadano; por el contrario, entendió el clamor y la exigencia de la sociedad chilena, y aprobó en dos oportunidades los proyectos de ley presentados con respaldo transversal.

Dicha demanda ciudadana hoy nuevamente se ha plasmado, ahora mediante esta iniciativa de la Presidenta de la República, por lo que agradezco a esta Corporación que haya sabido entender lo que nuestra sociedad nos exigía como parlamentarios. 

Además, agradezco a la Presidenta de la República que haya entendido la pretensión ciudadana, que haya hecho suyas las referidas mociones y haya enviado un proyecto de ley mejorado, de acuerdo con la exigencia que se nos impone de aplicar una correcta técnica legislativa, con el ánimo de evitar que se sigan produciendo en el Senado estas continuas dispersiones en el entendimiento -por decirlo suavemente-, dado que nosotros interpretamos la reclamación de la sociedad, pero el Senado no. 

La iniciativa en discusión nos permite avanzar de manera relevante en dos materias que la ciudadanía nos pide, a las cuales se refirió el diputado informante señor Gustavo Hasbún. La primera dice relación con la actual sanción. En efecto, la sanción de presidio menor en su grado máximo, que va de tres años y un día a cinco años, impedía que los infractores fueran sancionados algún día con una pena privativa de libertad. Por el contrario, tenían la posibilidad de recuperar su licencia de conducir y de reincidir, es decir, de manejar nuevamente en estado de ebriedad y matar a personas o mutilarlas, o dejarlas con lesiones gravísimas. Además, esa baja pena permitía que el infractor, luego de pasar por un tribunal, quedara en libertad inmediata. 

La sensación de impunidad que ello provoca es demasiado grande. La estadística de la Conaset señala que en 2013, 344 compatriotas murieron en accidentes del tránsito causados por conductores ebrios. Esta cifra horrorosa no tiene ninguna explicación.

La denominada ley de tolerancia cero, que bajó los límites de alcohol permitidos en la sangre, es una buena ley, pero le hacía falta una parte. Es así que la presente iniciativa complementa aquella ley al establecer una sanción para los conductores ebrios que ocasionan accidentes con resultado de muerte. 

Con este proyecto, de una vez por todas queremos decirle a todo aquel que se embriaga, conduce un vehículo y mata a alguien, que va a ir preso por lo menos durante un año; que la actual pena no va a bajar, por lo que ese conductor quedará privado de libertad durante por lo menos un año. 

Esto tiene que saberlo bien la sociedad: no se va a tolerar nunca más a conductores en estado de ebriedad. Con esta iniciativa se acabó definitivamente la impunidad. 

En lo personal, no quisiera que esta legislación se aplicara a alguien. No soy partidario de aumentar las penas -sé que no es explicación para nada-; pero creo que en este caso puntual dicho aumento sí va a servir. Por lo tanto, quienes manejen en estado de ebriedad y maten a un ser humano deben saber que la impunidad se acabó, pues irán presos y no quedarán en libertad provisional.

La iniciativa es una gran noticia para nuestra sociedad, para los padres de Emilia, para los padres de Franchesca y para muchas personas que sufrieron al ver cómo sus familiares perdieron la vida en manos de conductores ebrios, que, posteriormente, quedaron en libertad.

El proyecto ha sido estudiado de manera acuciosa. Hemos conversado con todos los sectores para llegar a esta legislación; es lo grandioso de esta iniciativa. Nadie ha quedado fuera, todos han sido escuchados. Hemos dialogado para llegar a una mejor propuesta, que permita, de una vez por todas, sancionar a los conductores ebrios que matan a seres humanos.

Es importante dejar clarísimo desde este hemiciclo a quienes manejan en estado de ebriedad que se acabó la impunidad; si manejan en estado de ebriedad y matan a alguien, quedarán presos. Es una noticia que debemos llevar a todos los lugares de nuestro país. No quiero ningún conductor ebrio en Chile; no quiero que nadie más se suba a un vehículo en estado de ebriedad. Insisto, hay que dejarlo clarísimo y que se sepa en todas partes. De esa forma evitaremos que existan casos como el de Emilia, el de Franchesca y el de tantas otras personas que perdieron la vida en manos de conductores ebrios.

Este es un gran día para nuestra sociedad, pues estamos plasmando en esta legislación el clamor popular que se expresó a través de diversos foros y redes. Estamos ante una muy buena iniciativa; está muy bien pensada y es innovadora, toda vez que el juego de las circunstancias atenuantes y agravantes que puedan concurrir en el hecho nunca implicará que la pena menor fijada para el delito baje. Es decir, la pena no bajará de presidio menor en su grado máximo, esto es, de tres años y un día, ni aun gracias al juego de las circunstancias atenuantes. Esto significa que la pena siempre partirá en tres años y un día. Eventualmente, también hay circunstancias agravantes que servirán para que la pena tampoco baje de cinco años y un día.

Estamos elaborando una legislación que, incluso, puede ser copiada respecto de otras circunstancias y otros ilícitos, toda vez que cambiará la forma de efectuar el juego de las agravantes y las atenuantes, lo que implicará que las personas que cometan un delito grave, como aquel sobre el cual estamos legislando, quedarán privadas de libertad. De esta forma daremos a entender -lo repito, porque quiero que todos lo comprendan más allá de estos muros- que no queremos más conductores ebrios.

Quisiera que nunca se aplicara esta legislación, pero también espero que los ciudadanos entiendan que no deseamos conductores ebrios; eso debe terminar. La cifra de fallecidos por accidentes ocasionados por conductores ebrios es muy alta: 344 personas en un año. Eso no lo puede soportar nuestra sociedad.

Por eso, invito a las honorables diputadas y a los honorables diputados a respaldar esta iniciativa -como lo hicimos anteriormente-, presentada por nuestra Presidenta de la República.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Gustavo Hasbún.

El señor HASBÚN.- Señor Presidente, como dijo el diputado Hugo Gutiérrez, este proyecto pudo haber sido ley hace mucho tiempo. 

Estamos debatiendo un proyecto que perfectamente pudo ser aprobado hace tiempo si en su minuto hubiéramos contado con la voluntad de los senadores. La verdad es que la Cámara entendió muy bien el mensaje de terminar con la impunidad, dado que valoramos y respetamos el derecho a la vida y jamás íbamos a aceptar que un conductor en estado de ebriedad, un asesino al volante, quedara en libertad. Lamentablemente, esa postura no se entendió bien en su momento. Pero ahora estamos discutiendo una iniciativa, originada en mensaje, cuyo objetivo es terminar -como esperamos que ocurra- con la impunidad de quienes al conducir en estado de ebriedad provoquen accidentes de tránsito con resultado de muerte o lesiones graves gravísimas. El proyecto tiene por finalidad proteger a las víctimas de esos cobardes, que son verdaderos asesinos al volante.

Sin duda, en el último tiempo se ha creado algo más de conciencia respecto de esa situación; pero como no basta con la voluntad de algunos para condenar a los que conducen en estado de ebriedad, nos hemos visto en la obligación de elaborar proyectos de ley para sancionar en forma drástica a quienes lo hacen. Ello se debe a que no existe conciencia plena de que un conductor en estado de ebriedad puede causar lesiones graves o la muerte de otra persona. Por lo tanto, esa conducta debe ser penalizada con el máximo rigor de la ley, de modo de terminar con la impunidad.

La iniciativa en debate servirá para cambiar los hábitos, porque sin duda sus disposiciones generarán sensación de temor en los que nunca han respetado la legislación vigente y, de una u otra forma, se han amparado en ella para quedar en libertad, a pesar de que a causa de conducir en estado de ebriedad han provocado lesiones graves o la muerte de una persona.

Por lo tanto, estamos cumpliendo con objetivos clave, como el de velar por el respeto a la vida, terminar con la impunidad, sancionar drásticamente a cobardes que son asesinos al volante y, en especial, impartir justicia, la cual se merecen todos los familiares de las víctimas de ese tipo de violencia.

Si bien la iniciativa en discusión es un avance, no es lo único que se debe hacer. Su propósito es sancionar de manera drástica el delito de conducir en estado de ebriedad y causar lesiones graves o la muerte de una persona; pero en algún momento deberemos debatir respecto de qué penas se deberán establecer para las personas que conducen bajo la influencia del alcohol y cometen el mismo delito. Reitero que se trata de una discusión que deberemos llevar a cabo, porque las penas siguen siendo bajas para los conductores que, bajo la influencia del alcohol, causan lesiones graves o la muerte de una persona. Sin embargo, la premura de aprobar este proyecto de ley no permitió presentar las indicaciones necesarias para lograr su perfeccionamiento.

Hay otra tarea pendiente en materia de control y fiscalización, pero esta compete más bien al Ejecutivo. Para evitar que conductores en esas condiciones de manejo causen lesiones graves o la muerte de personas, deben implementarse medidas mucho más drásticas y decididas, pero para eso Carabineros debe contar con las herramientas y los instrumentos necesarios para llevar a cabo un mejor proceso de fiscalización.

Asimismo, debe existir mayor coordinación entre los tribunales y Carabineros para garantizar el cumplimiento de las penas respectivas. Lo señalo porque algo que podría provocar que este proyecto llegara a ser letra muerta sería la falta de coordinación adecuada entre ambas instituciones. Una mejor coordinación entre ellas permitirá garantizar que los condenados con sanciones drásticas paguen con presidio efectivo y que los organismos policiales fiscalicen de manera permanente a los condenados a la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

Tal como se lo planteamos al entonces ministro de Transportes y Telecomunicaciones señor Pedro Pablo Errázuriz, así como al actual titular de esa cartera, señor Andrés Gómez-Lobo, respecto de esta materia no solo se requiere sancionar y fiscalizar, sino también educar. En ese sentido, una de las tareas pendientes dice relación con la educación vial, para crear el hábito de la conducción responsable, lo cual requiere que se efectúe una campaña educativa clara y precisa, que permita generar conciencia desde la niñez y la adolescencia. De ese modo, se evitaría la elaboración de proyectos de ley que privan de libertad a la gente y que disponen sanciones drásticas o el control estricto de Carabineros.

El cambio de conciencia y de actitud en la vida no solo depende de un proyecto de ley que sancione en forma drástica a los conductores en estado de ebriedad, sino de la educación, la prevención, el control, la fiscalización y la coerción. Los asesinos al volante, que son verdaderos cobardes, deben ser sancionados con dureza.

El proyecto de ley sometido a nuestra consideración ayudará a terminar con la impunidad y a dar una señal de respeto a la vida; pero es solo el puntapié inicial, porque es parte de una política de Estado que deberemos implementar en el largo plazo. Para evitar la reincidencia se deberá perfeccionar la ley. La sanción establecida en la Ley de Tránsito a quien transgrede la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica es baja: pena de prisión en su grado máximo, esto es, de 41 días a 60 días y una multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales.

Deberemos debatir ese aspecto, porque el quebrantamiento de condena tiene una pena bajísima. Es una materia que deberá ser parte de la discusión que tendremos que efectuar para mejorar la legislación. En todo caso, ello debe venir de la mano con mayor educación, con campañas preventivas y con mayor control y fiscalización respecto de la aplicación de la norma; de lo contrario, el proyecto que estamos discutiendo será letra muerta.

Por las razones señaladas, debe existir el compromiso de todas las autoridades de trabajar juntos para el establecimiento de una política de Estado a fin de que nunca más suceda un caso como el de la pequeña Emilia.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Maya Fernández.

La señora FERNÁNDEZ (doña Maya).- Señor Presidente, hace unos días nos enteramos de la trágica muerte de Constanza Lagos, joven magallánica estudiante de derecho que murió atropellada por otro joven, quien conducía bajo la influencia del alcohol. El victimario la habría embestido mientras ella esperaba un taxi en Providencia. Según el relato de quienes acompañaban al imputado, este habría dicho, mientras continuaba su camino hacia un after: “La pasé a llevar nomás. No estoy ni ahí con irme preso”.

Casos como ese y como el de la pequeña Emilia reflejan no solo la irresponsabilidad de quienes al conducir en estado de ebriedad terminan con la vida de una persona, sino también la frialdad con la que actúan con posterioridad a los hechos.

De alguna forma, con el proyecto en discusión estaríamos haciendo justicia a las víctimas. La iniciativa impulsada por el Gobierno recoge las mociones sobre la materia presentadas con anterioridad y el debate parlamentario que acompañó la tramitación de esos proyectos, con el objeto de instaurar mayores penas y de asegurar su cumplimiento efectivo cuando el resultado de la conducción en estado de ebriedad cause lesiones gravísimas o la muerte.

Según la Organización Mundial de la Salud, cada año el consumo de alcohol mata a más de 3 millones de personas en el mundo. En los países de menos ingresos de África, Asia Sudoriental, Latinoamérica y el Caribe, dicho consumo está presente entre el 33 por ciento y el 69 por ciento de los conductores que participan en accidentes con lesiones mortales.

Chile sería el país con menor consumo de alcohol per capita de América Latina, y según la Organización Panamericana de la Salud, uno de los países de Sudamérica con más tasas de muertes producidas por esa razón.

Conacet cifra en más de 4.000 chilenas y chilenos los lesionados en accidentes que involucraron la presencia de alcohol en 2012, los que ocasionaron el fallecimiento de 216 personas. La mitad de esas muertes tuvieron como responsables a conductores ebrios.

En las comunas que integran el distrito que represento, Ñuñoa y Providencia, no son pocos los casos de personas que manejan en estado de ebriedad. El alto número de locales nocturnos y el hecho de que sean comunas de paso se traduce en que gran cantidad de jóvenes y adultos circulan por las calles principales embriagados y sin mayor control ni conciencia de los riesgos que produce su conducta. Según cifras de la Conaset de 2012, Ñuñoa se encuentra en el triste top veinte de comunas con más accidentes de tránsito asociados a la presencia del alcohol.

A priori, me parece que el aumento de penas no es la solución para provocar la disminución de casos como los que aquí discutimos. Sin embargo, la frialdad e irresponsabilidad de quienes cometen este tipo de delitos nos obligan a preguntarnos sobre la necesidad de recurrir a este mecanismo como una de las tantas formas para sancionar y también prevenir.

En este sentido, creo que es necesario hacer una reflexión más profunda respecto de otras medidas que pueden ayudar a esta prevención, no solo produciendo más y mejores campañas comunicacionales de concientización, sino también generando políticas educativas de largo aliento.

La educación vuelve a surgir como un área fundamental para que los jóvenes se sientan incentivados a actuar de manera diferente.

La ley de tolerancia cero significó un avance en esta materia, porque con ello se logró instalar la idea de que el consumo de alcohol y la conducción son derechamente incompatibles. Sin embargo, urgen políticas que puedan llevar esta concepción hacia la base de nuestro sistema educativo, promoviendo un cambio cultural, de manera que las nuevas generaciones consideren esta premisa como incuestionable y no solo como un mandato legal.

De este modo, las políticas públicas orientadas a disminuir el consumo de alcohol y a concientizar sobre lo mismo se vuelven apremiantes, una vez analizadas las cifras respecto del consumo per capita de los chilenos y las chilenas.

Las cifras anteriormente expuestas reflejan una suerte de cultura etílica que debemos cambiar, ya que se advierte el consumo desenfrenado de alcohol, lo que facilita conductas irresponsables al volante.

Por eso, solicito a la honorable Cámara la aprobación del proyecto. Emilia, Constanza y tantas otras víctimas anónimas no pueden seguir esperando. No pueden seguir ocurriendo casos tan trágicos como estos, donde miles de familias y amigos quedan destrozados, tanto por el hecho mismo como por la percepción de impunidad en que quedan los autores de estas conductas con resultado de muerte.

Debemos establecer medidas que apunten a remediar esta situación para los futuros casos. La iniciativa en discusión será un paso fundamental en ese camino.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, en ocasiones anteriores he hecho ver la inconveniencia, cada vez que se produce un hecho determinado, de recurrir como fórmula a buscar el artículo respectivo en el Código Penal y, como respuesta, a elaborar un proyecto de ley que aumente las penas para esa acción que constituye una falta o un delito. Digo esto porque no necesariamente se cumple el objetivo que hay detrás de las normas.

El derecho positivo busca por excelencia transformarse en un elemento coercitivo que hace que finalmente determinadas conductas que consideramos inadecuadas dejen de practicarse por parte de los ciudadanos. Sin embargo, muchas veces ha ocurrido que se aumentan las penas -los distinguidos colegas abogados estarán de acuerdo-, pero no se tiene ningún efecto práctico.

No obstante lo anterior, en el seno de la comisión concluimos que estábamos frente a una situación absolutamente distinta, porque estamos hablando de un valor superior, que es la vida.

Lo que estamos diciendo aquí es que la conducta irresponsable de quienes conducen 
vehículos motorizados en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol, ha arrebatado la vida a numerosas personas.

¿Cómo podemos no conmovernos, los que tenemos la bendición de ser padres, con la muerte de Emilia? ¿Cómo podemos no conmovernos con la muerte de otras personas inocentes que han sido víctimas de la irresponsabilidad de alguien? Esto ha ocurrido a pesar de todos los esfuerzos que se han hecho, incluso, con iniciativas de ley como la que despachó el Congreso Nacional, la denominada ley de tolerancia cero, a través de la cual se aumentaron las exigencias y subieron las barreras.

Soy de los que creen que la campaña de tolerancia cero ha tenido éxito. Siento que hay un cambio en la conducta de las personas al volante. Los que tenemos hijos jóvenes vemos que hoy los muchachos ya no salen en auto cuando se van de carrete, porque los padres no se lo permiten, pero también porque ellos se autocontrolan. Con frecuencia, los veo usar taxis o ponerse de acuerdo para que alguien no beba cuando van a salir juntos. Insisto, creo que esa campaña está teniendo éxito. La conducta de los jóvenes ha ido cambiando en forma progresiva.

Espero que la aprobación de este proyecto de ley, que aumenta las penas a aquellos que, por conducir bajo los efectos del alcohol o en manifiesto estado de ebriedad, causen lesiones graves gravísimas o la muerte de personas, permita cumplir en forma efectiva con el rol coercitivo que impone la norma legal. Además, es bueno que la gente entienda que no nos hemos convertido en verdaderos talibanes que decimos “no” a la legítima posibilidad de tomarse un trago o beber cuando se estime pertinente, sino que estamos diciendo un “no” definitivo a la mezcla de beber y conducir. Eso es lo que se sanciona.

Esperamos no volver a lamentar situaciones tan dolorosas como las que he descrito.

Por esa razón, como miembro de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, creo que debemos aprobar, sin más dilación, este proyecto, y espero en Dios que cumpla con los propósitos y objetivos que todos tuvimos en mente a la hora de presentarlo y aprobarlo en esta Cámara, como ocurrió la vez pasada.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, espero que aquí termine un proceso larguísimo, que se inició con la tramitación de la ley de tolerancia cero. En ese entonces, muchos de los miembros de la Comisión, de manera transversal, propusimos elevar las penas en el caso de quien comete el delito de manejo en estado de ebriedad, a causa del cual ocasiona lesiones graves o con resultado de muerte. Sin embargo, el Gobierno nos pidió que retiráramos nuestra indicación.

Luego, a propósito de hechos que conmovieron a la opinión pública, esa voluntad se expresó en un proyecto de ley que fue aprobado ampliamente en la Cámara -prácticamente por la unanimidad de sus miembros-; pero el Senado expresó una opinión distinta, porque consideró exageradas las penas. El proyecto fue a trámite de comisión mixta, donde no se produjo una solución legal que garantizara lo que aspirábamos, es decir, que en todos los casos de muerte de una persona como consecuencia de la conducción de un vehículo en estado de ebriedad, el responsable fuera castigado con prisión. 

Debo reconocer que eso solucionaba solo en parte el problema, pero no recogía el principio universal de que quien provoca la muerte de otro ser humano como consecuencia de una actitud irresponsable al conducir bajo en estado de ebriedad, debe ir a la cárcel. A estas alturas, nadie piensa que conducir un vehículo en estado de ebriedad no representa un delito grave que podría acarrear potenciales daños o, incluso, la muerte de personas.

Hoy algo ha cambiado. El Gobierno escuchó y nos propone una solución que garantiza los principios que han animado la lucha que hemos dado en la Cámara de Diputados. A partir de ahora, nadie que cometa el delito en comento, bajo ninguna circunstancia, quedará sin cumplir pena de cárcel, pues se eleva el piso, el rango mínimo de la pena, y se extiende el máximo de la sanción penal. Por consiguiente, aquella persona que irresponsablemente conduzca un vehículo luego de consumir alcohol en demasía, a causa de lo cual provoque la muerte de otro, recibirá como mínimo la pena de tres años y un día. Por más atenuantes que tenga, no podrá evitar por lo menos un año de cárcel.

Además, se crea un tipo calificado en relación con la comisión de este delito en los siguientes casos: reincidir en la conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad, ser conductor profesional en el transporte de personas y fugarse del sitio del accidente y no prestar ayuda a la víctima. De concurrir alguna de dichas circunstancias, al autor del delito se le impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo, esto es, cinco años y un día a diez años.

En consecuencia, los conductores de vehículos motorizados deberán estar enterados de que la ley en proyecto se orienta no solo a sancionar, sino a evitar el doble dolor de las víctimas y de sus familiares, quienes, al poco tiempo, ven nuevamente tras un volante a quien provocó la pérdida del hijo, del padre, del abuelo o del hermano.

Para que los potenciales infractores estén al corriente de todo esto, pedimos al Gobierno que haga difusión de la ley, pues una cosa es aplicarla y otra muy distinta, que ayude a modificar conductas. Debemos motivar el cambio de conducta. Para tal efecto, todo Chile debe saber que nadie que cometa el delito de conducir un vehículo en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o de sustancias psicotrópicas, se librará de ser sancionado con cárcel. Asimismo, en el caso de quienes deseen reincidir, es bueno que sepan que deberán pasar varios años en la cárcel. 

Aquí estamos completando un ciclo. Primero legislamos para castigar con mayor severidad la irresponsabilidad de subirse a un vehículo bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad, y bajamos los umbrales en relación con la consideración de cuándo se trata de conducción bajo los efectos del alcohol, y cuándo, en estado de ebriedad. Pero el complemento es la sanción para quienes, a pesar de conocer las consecuencias que puede tener el hecho de conducir en esas condiciones, provocan accidentes con resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas.

Aquí se dijo que el número de muertes como resultado de esa conducción irresponsable alcanzaba la cifra de 344 al año. Es decir, durante el 2013 fue asesinada prácticamente una persona cada día por un conductor en estado de ebriedad. Es muy posible que buena parte de ellas no habría fallecido si el Senado hubiera aprobado el anterior proyecto de ley en esta materia tal como salió de la Cámara. Tal vez, algunas de esas personas habrían fallecido de todas maneras, pero no habríamos provocado la profundización del dolor en aquellas familias que han visto en libertad y circulando por las calles de Chile a los asesinos de sus seres queridos. Esa es una de las razones por las cuales debemos aprobar la iniciativa: para terminar con ese dolor.

Por eso, me parece espectacular que el Gobierno haya conseguido el respaldo de los senadores que el año antepasado se opusieron al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, pues podremos aumentar definitivamente las sanciones penales a quienes cometen esta irresponsabilidad gravísima, que equivale a disparar una escopeta en medio de la noche, sin saber cuántas víctimas inocentes van a morir.

Por lo tanto, la bancada del PPD va a aprobar con entusiasmo este proyecto de ley. Esperamos que esta vez el Senado ratifique lo que obre la Cámara de Diputados.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, el 80 por ciento de los delitos que se cometen en nuestro país involucra el consumo de alcohol y de drogas. Así sucede en los casos de violencia intrafamiliar o en la conducción de un vehículo en estado de ebriedad con resultado de lesiones o de muerte. En el mismo delito de lesiones, muchas veces está involucrado el consumo de alcohol o de drogas. Para qué hablar de los delitos de hurto y de robo, muchos de ellos cometidos con la finalidad de obtener recursos para comprar alcohol o drogas. Lo mismo sucede con otros ilícitos. Quizá uno de los que escape a esta regla sea el de estafa, pero, en general, alrededor del 80 por ciento se relaciona con el consumo de alcohol y de drogas.

Por otro lado, alrededor del 90 por ciento de las personas que cometen delitos no saben cuáles serán sus consecuencias. En primer lugar, ignoran las consecuencias punitivas, penales, la sanción traducida en cumplimiento de penas de cárcel, en restricción de derechos. Para qué hablar de la sanción social que significa esto, debido a la cual muchos jóvenes quedan impedidos de postular a algún trabajo, a las instituciones armadas, etcétera, porque en sus antecedentes penales y extracto de filiación aparecen sus anotaciones prontuariales.

Esta ley en proyecto, que votaré favorablemente, intimida, amedrenta, pero eso no es suficiente. Como señaló algún colega en esta Sala, falta la difusión, la educación, y también el control y la fiscalización, para que este tipo de hechos no siga ocurriendo. Pero además se requiere la coordinación entre las fiscalías, los tribunales y las policías, con un registro de las medidas cautelares al cual puedan acceder las policías y los juzgados de garantía y de policía local. Si esto no se cumple, todas las medidas cautelares y las sanciones que se establecen pasarán a ser letra muerta.

Cuántas veces sucede que personas que están con sus licencias suspendidas o tienen alguna medida cautelar, son sorprendidas conduciendo un vehículo en estado de ebriedad o son controladas por no haber respetado un disco “pare”, un “ceda el paso” o una luz roja. Sin embargo, pasan al juzgado de policía local sin que el funcionario policial que las fiscalizó conociera que están con su licencia suspendida o retenida. Por lo tanto, en esos casos las medidas cautelares se convierten en letra muerta.

Por lo tanto, junto con anunciar mi aprobación a este proyecto, espero que algún día el Ejecutivo establezca un registro de medidas cautelares que sea público y de fácil acceso para las policías y los juzgados, de manera que en nuestro país no se siga cometiendo el delito de conducción en estado de ebriedad, que ha causado tantas muertes y que seguirá ocurriendo si no existe una fiscalización adecuada. Asimismo, es necesario educar y hacer difusión de esta materia y que todos trabajemos juntos para que el alcohol no siga gatillando la comisión de este delito en nuestro país.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, espero que este proyecto de ley esta vez sí pueda convertirse en realidad, porque puedo apreciar que existe transversalidad. 

Como una vez más el Senado modificó radicalmente lo aprobado por la Cámara de Diputados, el anterior proyecto de ley denominado “Emilia” no pudo llegar a buen final, porque nadie estuvo dispuesto a permitir que esa iniciativa, tan bien inspirada, se convirtiera en un simple saludo a la bandera. 

Hoy no sucederá lo mismo, porque por lo menos la mitad de los miembros del Senado se ha renovado, y las conversaciones realizadas con los senadores me permiten asegurar que este proyecto será aprobado por unanimidad. 

Por eso, esta estudiosa Cámara de Diputados se siente con más fuerzas para discutir este proyecto; se siente representada y las intervenciones que hemos escuchado así lo demuestran. Además, es lo que desea el Ejecutivo, porque el proyecto es de iniciativa presidencial y está inserto en una política de Estado. De manera que vamos por el camino que todos hubiéramos querido seguir hace muchos años. 

Respecto del fondo, no es necesario abundar demasiado para darse cuenta de la importancia del proyecto. Son miles las personas que cada año resultan lesionadas y muertas a causa de personas que conducen un vehículo en estado de ebriedad. Esta situación no es una excepción, sino una realidad concreta, respecto de la cual debemos reaccionar en términos legales. Es lo que hoy estamos haciendo. 

Hace un par de años se despachó la ley llamada tolerancia cero, que aumentó las penas para quienes condujeran un vehículo bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. Si bien esa ley había logrado mayor abstinencia de los conductores que beben, hoy es prácticamente una ley más, un poco olvidada. Nos olvidamos del alcotest, ya no está en las noticias, a pesar de que aún hay un número importante de conductores que sigue bebiendo y provocando accidentes, con lamentables resultados para personas inocentes que han sido víctimas de su irresponsabilidad. Es lo que pretendemos corregir. Por otra parte, el parque de automóviles sigue aumentando, con lo cual también aumentan las posibilidades de accidentes, lesiones y muertes.

Por eso, debe terminar la impunidad y deben desaparecer los defensores de los males causados, esos que rasgan vestiduras y dicen que quien causó el accidente es inocente. La tragedia de la pequeña Emilia no se ha olvidado, y el homenaje que le rendirá esta Cámara será la aprobación de este proyecto de ley por unanimidad.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, honorable Sala, estamos discutiendo un proyecto que envió la Presidenta de la República, recogiendo el clamor de esta Corporación y de los ciudadanos, lo que, sin duda, nos empuja derechamente a evitar la conducción de vehículos por personas que hayan ingerido alcohol o drogas.

En todas las regiones de Chile, muchas familias han sufrido la pérdida de un ser querido. Es el caso de Emilia y de la pequeña de Punta Arenas, que también perdió la vida por la acción de una persona que conducía bajo la influencia del alcohol y en forma absolutamente irresponsable. 

Lo que hoy estamos haciendo es reponer una moción de diversos diputados, entre otros, el diputado Gustavo Hasbún, que presentaron aquella iniciativa por considerarlo un deber y una forma de evitar que situaciones tan dramáticas como las que todos conocemos volvieran a ocurrir. 

El proyecto propone aumentar la pena de tres años y un día hasta diez años, no hasta cinco años como la que estaba vigente. Además -esto es lo más importante-, se establece como pena accesoria la inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica. Sin embargo, creo que esta disposición será letra muerta si no solicitamos a quienes efectúan control preventivo del tránsito, en este caso, Carabineros de Chile, una acción fiscalizadora, especialmente durante las noches, porque todos hemos sido testigos de la forma en que algunas personas, independientemente de su edad, manejan entre las cero, una, dos, tres y seis horas de la madrugada, completamente ebrias, sin que tengan noción de la realidad. 

Es más, en mi región, desde hace tres años hasta marzo del presente año, se había recurrido a la práctica de utilizar un camión-ambulancia para tomar muestras con el alcotest. Se hacía en forma intermitente, y no solo fue bien recibido, sino que se obtuvieron estupendos resultados. Pues bien, debido a que se terminó con esa práctica, lamentablemente los índices de las personas que conducen en estado de ebriedad han vuelto a subir. 

Entonces, es necesario no solo aplicar lo que dispone la ley, sino hacer las fiscalizaciones correspondientes, no necesariamente a las 10 o a las 17 horas -por ciento, también se pueden hacer a estas horas-, sino en los horarios más propicios para prevenir este mal. 

Existe otro problema que también es bueno mencionar. Hoy, tenemos el alcotest, pero carecemos de los instrumentos que permitan probar la ingestión de drogas. Se ha hablado de narcotest, pero no sabemos si este instrumento existe, si se puede utilizar, si está en poder de nuestras policías. Creo que es tiempo de pedir que, junto con la aprobación de esta iniciativa legal, Carabineros cuente con los instrumentos necesarios para llevarla a la práctica.

Quiero plantear un tema adicional. Cada vez más a menudo nos encontramos con la siguiente situación: la huida del conductor después de ocurrido el accidente. Por eso, resulta muy difícil probar que manejaba en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol o de las drogas 

Por lo tanto, el mensaje que estamos dando es muy positivo, pues tendrá una sanción mayor aquella persona que, bajo la influencia del alcohol, huya del lugar del accidente y no preste ayuda a la víctima, o bien sea reincidente.

Es absolutamente necesaria esta propuesta que la Presidenta de la República ha recogido de la ciudadanía y de los diputados que antes habíamos aprobado un proyecto que contemplaba sanciones más duras, pero que lamentablemente el Senado, por razones que desconozco, rechazó. Espero que en esta oportunidad los senadores entiendan que estamos frente a una legislación necesaria, frente a una demanda ciudadana del todo razonable, que no tiene ni un solo viso de color político y que, por el contrario, lo que hace es apuntar a mantener la vida de la gente inocente de nuestro país.

Por todas estas razones, la UDI apoyará con fuerza y entusiasmo este proyecto.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señorita Daniella Cicardini.

La señorita CICARDINI (doña Daniella).- Señor Presidente, ha pasado alrededor de un año y siete meses desde que nuestro país se viera conmovido e impactado por la muerte de una pequeña niña de tan solo nueve meses, luego de que un hombre que conducía con 1,9 gramos de alcohol por litro de sangre impactara con su vehículo al que conducía su padre frente a la municipalidad de Vitacura.

Tras esa terrible desgracia, el país fue testigo del inmenso dolor de esos padres, que vieron partir a su pequeña hija de manera tan prematura debido a la irresponsabilidad de un conductor; pero, además, pudimos ver cómo ellos transformaron ese dolor en fuerza para luchar por la aprobación de una nueva ley, que inicialmente llevaba el nombre de su hija: “ley Emilia”. Dicho proyecto de ley buscaba aumentar las penas para quienes conducían bajo la influencia del alcohol. Lamentablemente, esa iniciativa no prosperó y nos quedamos sin una ley que sancionara adecuadamente a conductores inconscientes, que salen a las calles a causar la muerte de otros, de sus propios acompañantes o de ellos mismos.

En el tiempo que ha transcurrido desde el fatal accidente de Emilia, han seguido ocurriendo otros cientos de muertes debido a la nefasta mezcla de alcohol y conducción. Los causantes de esas tragedias, a juicio del sentido común y de la sociedad, no han recibido la sanción adecuada y ejemplar que merecen por su irresponsabilidad. En Chile, el alcohol está presente en dos de cada diez accidentes fatales. En 2013, más de 4.700 accidentes fueron causados por conductores que manejaban bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. A causa de ellos resultaron 148 personas fallecidas y 475 personas con lesiones graves.

Afortunadamente, hoy tenemos una gran oportunidad para entregar herramientas a la justicia, que tanto demanda nuestra sociedad, porque hemos visto reiteradamente y en relación con varios temas, cómo a la hora de interpretar las leyes y las normas, los jueces señalan que se encuentran limitados a juzgar según la letra ante ellos. Espero que a partir de esta discusión tengamos una ley que provoque que los conductores lo piensen dos veces antes de ponerse frente a un volante cuando han bebido alcohol. Reitero, esperamos generar conciencia para que las personas no cometan la imprudencia de tomar el volante cuando tienen alcohol en su organismo, y, en caso de que sí lo hagan, que sean responsables de las tragedias que provocan -como la muerte de la pequeña Emilia Silva- y reciban su justo castigo.

Con el sencillo acto de ponerse al volante se asume una enorme responsabilidad no solo sobre nuestra vida, sino también de la de quienes nos acompañan, e incluso de las personas que circulan en otros automóviles o que lo hacen como peatones. Es un gran peso sobre los hombros de quienes decidimos libremente las ventajas y los derechos, pero también los grandes deberes que acarrea conducir un automóvil.

Todos sabemos que si al exceso de velocidad agregamos el consumo de alcohol, tenemos una mezcla fatal. Hemos avanzado, pues uno de los principales aspectos que tiene esta iniciativa es sancionar la conducción de un vehículo motorizado en estado de ebriedad con resultado de muerte o lesiones graves, y aumentar las penas en el caso de conducción en estado de ebriedad cuando se ocasionen lesiones graves gravísimas o la muerte de terceros. También se crea un nuevo delito cuando se produce la huida del lugar o la reincidencia.

Es necesario generar políticas públicas para prevenir situaciones como esta y complementarlas con otras medidas, como la elaboración de planes integrales de educación de tránsito, que ojalá puedan ser impartidas desde muy temprana edad.

Por otro lado, se debe revisar el modo de otorgar las licencias de conducir y establecer un sistema más exigente que contemple mayores requisitos, para así tener conductores más responsables. Además, en el contexto internacional se aplican, entre otras medidas, la restricción en el horario de expendio de bebidas alcohólicas, la existencia de tarifas preferenciales en taxis durante ciertos horarios y el fomento de programas de conductores asignados.

Hemos avanzado y estamos dando un gran paso, por lo que votaré a favor el proyecto, pero estimo que este debe ser acompañado de una educación orientada a la prevención, que espero se produzca en el corto plazo para no seguir conociendo casos de irresponsabilidad en que se conduce un vehículo bajo la influencia del alcohol.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, siempre en los discursos que se pronuncian en la Cámara pareciera que se aplicara la lógica de lo políticamente correcto, sobre todo cuando hay personas en las tribunas que vienen con el interés de que se vote lo que a ellos les importa. Naturalmente, votaré a favor este proyecto, pero quiero decir que impresiona aprobar iniciativas de ley que son políticamente correctas, pero que contradicen la lógica. Reconozco también que no somos capaces de poner todos los temas sobre la mesa, como corresponde.

En 2014 ingresarán 300.000 vehículos al país, los cuales vienen a sumarse a los 500.000 que se internaron el año pasado.

Quienes viajamos todos los días de Santiago a Valparaíso, vemos al costado de la carretera miles de vehículos estacionados de las grandes empresas importadoras de automóviles. Digo esto, porque durante el primer trimestre de este año se vendieron más de 90.000.

En los países desarrollados, cuando los vehículos envejecen y cumplen su vida útil, su tenencia pasa a ser pieza de colección, y para los dueños se encarece su mantención. En Chile, eso sería imposible, porque los vehículos viejos están ligados al mercado a través de las personas de menos recursos, quienes de esa manera pueden acceder a uno más barato. En concreto, la dotación completa de vehículos viejos junto con los modernos, convive en una infraestructura vial absolutamente saturada.

¿A quién debiéramos condenar: a un conductor irresponsable que produce consecuencias de muerte al conducir bajo los efectos del alcohol o a un Estado que importa buses tipo oruga para el Transantiago, a sabiendas de que hay calles y avenidas que no tienen las condiciones necesarias para su circulación?

En distintas ciudades se ha hecho habitual ver bicicletas llenas de flores, de peluches, que reflejan que en ese lugar murió una persona víctima de ese medio de transporte público.

Quiero contar que, hace poco tiempo, en Departamental, en el paradero 12 de Santa Rosa, a uno de mis asesores un bus del Transantiago le mató a su señora y a su hermana. Por otra parte, hace pocos días las noticias señalaban que en la calle Yungay con Las Industrias un bus del Transantiago mató a un ciclista. La consecuencia de muerte es la misma, sea que se conduzca bajo los efectos del alcohol o en condiciones físicas normales.

¿Por qué estamos estudiando esta iniciativa, sin expresar que Chile carece de una ingeniería de tránsito que habilite la infraestructura vial, las señales de tránsito y la instalación de semáforos en los lugares que corresponde?

Cuando se construye un mall, una infraestructura que altera el marco de las comunas y de la ciudad, pueden pasar meses, hasta un año, y se conservan las mismas señales de tránsito que existían antes de su construcción. Así ha ocurrido en Estación Central, en Providencia, en distintas partes donde se han construido grandes supermercados.

Es importante reconocer que no tenemos la infraestructura vial adecuada y que el Estado no se hace responsable de ello.

Es inimaginable para este Parlamento pensar que debiéramos regular la cantidad abrumadora de vehículos que generan inmensos tacos en las ciudades, no solo en Santiago, lo que provoca grandes problemas de tránsito, caos peatonal y daño a la salud mental de la población.

La existencia de vehículos antiguos que circulan por las calles nos da cuenta de que se encuentra pendiente una auténtica fiscalización a las plantas de revisión técnica, las que deben garantizar que esos vehículos reúnan todas las condiciones para ello.

Otros colegas han mencionado la trascendencia que tiene la generación de una verdadera normativa exigente para la entrega de licencias de conducir. Sin embargo, los municipios carecen del número adecuado de profesionales en ingeniería de tránsito para aportar al mejoramiento de esta situación. Tampoco tienen la dotación suficiente las direcciones de tránsito. Más bien se abocan a la entrega de permisos de circulación y licencias de conducir.

Este proyecto de ley está marcado por la iniciativa del Congreso Nacional y también de la familia, que ha sido perseverante en reclamar justicia. Pero debemos dejar sentado que su dolor también es el de muchos otros chilenos, como los ejemplos que cité.

Sería importante que, junto con la aprobación de la iniciativa, el Parlamento conociera de la voz de los ministros de Obras Públicas, Transporte y Telecomunicaciones, y de Vivienda y Urbanismo las medidas para abordar situaciones como las que mencioné el otro día respecto del Metro. Se da el caso de que en las comunas periféricas sus estaciones salen al interior de las vías principales, y no como ocurre en la zona oriente.

Asimismo, sería relevante saber qué medidas tiene el Ministerio de Transportes para mejorar efectivamente las condiciones en que se desarrolla el trabajo del Transantiago. Hace poco tiempo nos estremecimos con la noticia de que un dirigente sindical se quemó para decirle al país que no tenían baños, que no se les respetaba el horario laboral, que no tenían paraderos ni comedores para comer de manera decente. Esto sucede con el Transantiago, provocador de gran cantidad de accidentes.

Votaremos en forma respetuosa ante el dolor de las familias. Pero también debemos dejar establecido que hay una tarea pendiente, un desafío para los ministerios, por cuanto les corresponde enfrentar esta situación con visión de país.

¿Cuándo Chile será capaz de reclamar que no tiene la vialidad suficiente para la locura del consumo de automóviles, que este año sumará 300.000 más, y el próximo, otros 400.000? Debido a esto, no sé a qué velocidad se podrá circular por las calles de Santiago.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo).- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, quiero decir que me sumo a los planteamientos de los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra.

Hoy estamos por aprobar una iniciativa sobre una materia que ya había sido tratada en este hemiciclo, pero que, por diferentes motivos, en el Senado no logramos tramitar cabalmente. Por fortuna, el Gobierno envió las indicaciones correspondientes y consensuó el proyecto con la Cámara Alta, para que su tramitación tenga la rapidez que requiere.

Tal como lo han manifestado algunos colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, esta futura ley será letra muerta si no va acompañada de una serie de acciones o de políticas públicas, sean leyes o no, que refuercen lo que está detrás de esta legislación.

Ya se cuenta con la ley de tolerancia cero, que busca desincentivar la conducción de automóviles o vehículos motorizados en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol. El proyecto en debate viene a crear una figura penal distinta, con el objeto de que la justicia pueda aplicar las penas que se requieren para los irresponsables que insisten en conducir vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol, drogas o estupefacientes.

Para cerrar este ciclo, el Estado debe fortalecer las campañas de información a toda la ciudadanía, en particular a los jóvenes, que pertenecen al grupo más vulnerable a este tipo de accidentes, por lo cual requieren mayor educación vial en el sentido de la responsabilidad.

Entendemos que no se le puede cambiar el switch a una persona mediante una ley si le decimos que, a partir de su promulgación, no debe beber si va a conducir, y viceversa. Por lo tanto, junto con educar e informar a la ciudadanía, de una vez por todas deberíamos regular de manera más estricta el otorgamiento de licencias de conducir, como sucede en los países desarrollados, donde el número de vehículos motorizados que circula por las calles ha aumentado en forma exponencial, fenómeno que también estamos viviendo en nuestra sociedad. Eso pasa necesariamente por apoyar más a nuestros municipios, ya que no cuentan con las capacidades técnicas adecuadas. Además, nuestra legislación es bastante feble, por decir lo menos, respecto del otorgamiento de licencias.

En consecuencia, para que el proyecto en debate no termine siendo letra muerta, debemos acompañarlo con otras medidas, con otras políticas que refuercen lo que todos queremos: un cambio de conducta en la ciudadanía, ya que, por muchas leyes que dictemos, si la gente continúa conduciendo bajo los efectos de las drogas o del alcohol, seguiremos lamentando accidentes como los que se han mencionado en este debate.

La bancada de Renovación Nacional apoya esta iniciativa, tal como hizo con el proyecto anterior. Esperamos que las muertes por accidentes ocasionados por quienes conducen bajo la influencia del alcohol empiecen a disminuir una vez que entre en vigencia esta futura ley.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, por regla general estoy en desacuerdo con aumentar las penas, pues las causas del delito no se combaten con más represión estatal.

No es menor lo que discutimos cuando nos proponemos aumentar las penas. Cabe preguntarse cuál es el sustento moral de la práctica punitiva del Estado y, en ese marco, cuál es la función que le otorgamos a la pena. Son debates con una larga tradición en el Derecho Penal y en la Filosofía del Derecho, que no pueden ser pasados por alto.

Hay quienes ven la pena como un castigo; otros argumentan que cumple un rol educador de la sociedad, como un todo, o del individuo que delinque, en particular. Es un debate importante, porque busca responder la pregunta que está detrás de leyes como esta: ¿Qué pretendemos al aumentar las penas? ¿Castigar o prevenir?

La semana pasada, como ya se recordó acá, fue atropellada Constanza Lagos, magallánica de 23 años, estudiante de derecho, mujer radiante, de contagiosa alegría. El conductor, Cristián Pinochet Contreras, escapó cobardemente. La Cony murió en brazos de un amigo cuando era trasladada a un hospital. Vi el dolor de sus amigos, pero no puedo siquiera alcanzar a imaginar el dolor de sus padres.

Si hay algo claro en el debate de este proyecto es que no queremos más irresponsables como Cristián Pinochet, como Martín Larraín o como quien atropelló a Emilia Silvia Figueroa. ¡No más!

También debemos preguntarnos: ¿Sirve esta futura ley para los fines que pretende cumplir? Como señalé al comienzo de mi intervención, parece ser que el objetivo es que casos como los mencionados no vuelvan a ocurrir; así se desprende de las intervenciones anteriores y de la discusión que se dio en la Comisión, salvo, quizá, la opinión de la diputada Daniella Cicardini. El objetivo sería prevenir, evitar que estas conductas se repitan.

Entonces, pregunto nuevamente: ¿Sirve este proyecto de ley? La respuesta es que depende; depende de cuán en serio nos lo tomemos. Como dijo el diputado Leopoldo Pérez, si no me equivoco, depende de cada uno de nosotros, de nuestras actitudes individuales y de lo que hagan los poderes del Estado a través de sus órganos dependientes para la difusión de lo que hoy aprobemos.

Siguiendo esa lógica, creo que el aumento de la pena de tres años y un día a diez años, manteniendo las penas accesorias de multa e inhabilidad perpetua para conducir, no es desmedido, pues se asemeja a la penalidad asignada al resto de los delitos de las mismas características. Si bien, como mencione al comienzo, por regla general no estoy de acuerdo en aumentar las penas, creo que en este caso sí se justifica.

Asemejar este delito con otros delitos de las mismas características no es algo menor, porque la proporcionalidad con que nuestro ordenamiento penal castiga la vulneración de ciertos bienes jurídicos protegidos es muchas veces absurda. Así, la propiedad privada pareciera valer más que la vida misma. Pero el dolor que sentimos cuando suceden tragedias como las descritas no nos puede cegar en nuestro deber de legislar considerando todos los factores para resguardar los derechos de quienes se vean involucrados en los efectos de las leyes que emanan del Congreso Nacional.

En ese sentido, me parece peligroso que comiencen a proliferar reglas especiales para la determinación de la pena, como sucede con lo que propone el numero 3) del artículo 1°, sobre todo si su fin es eliminar la posibilidad de aplicar circunstancias atenuantes.

Tampoco tengo certeza de que sea justificable la modificación que introduce el artículo 2° del proyecto a la letra b) del artículo 15 de la ley N° 18.216, solo para este caso, pues exige requisitos no menores para la aplicación del beneficio de la reclusión nocturna. Si creemos que hay que modificarlo, habría que hacerlo de manera sistémica, no solo para este delito en particular.

De lo que tengo certeza es de que sí puede tener sentido la modificación que introduce el artículo 3° del proyecto al artículo 149 del Código Procesal Penal, para permitir que el Ministerio Público pueda apelar verbalmente de la resolución que niega la prisión preventiva, manteniendo al imputado privado de libertad mientras la corte de apelaciones respectiva resuelve sobre el recurso. Ello puede tener sentido, porque equipara el delito que nos ocupa con el homicidio y otros crímenes de similares características. Sin embargo, resulta complejo legislar con ese espíritu, esto es dejar a un imputado en prisión preventiva por un cuasidelito de homicidio si existen los requisitos para no aplicar esa medida.

En conclusión, votaré a favor el proyecto, pero he pedido votación separada de algunos artículos.

Hay que aumentar las penas a quienes, irresponsablemente, conducen en estado de ebriedad y le quitan la vida a una persona o le causan daño irreversible. Hago un sentido llamado a los jóvenes, a mis amigos, a todos quienes creen que un par de piscolas dan lo mismo. Muchos hemos debido llamar la atención a algún amigo cuando se encuentra en esa circunstancia. Con mucha fuerza hay que decir basta, porque en cada uno de esos actos se juega la vida de una Emilia, de una Constanza. Muchas personas han fallecido, con el consiguiente dolor inimaginable que se causa a cercanos, a familiares y a padres, por la irresponsabilidad de quienes dijeron que una o dos piscolas, o lo que fuera, daban lo mismo. Conciencia es lo que pedimos, y por eso legislamos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la iniciativa. Me parece muy bien que la Presidenta Bachelet haya asumido con liderazgo un tema tan sensible y tomado la decisión de enviar un proyecto de ley que establezca una fórmula razonable a fin de terminar con la impunidad del delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte, de lesiones graves gravísimas o incapacidad para trabajar. 

Pido que no sigamos dilatando el despacho de este proyecto, sino que lo aprobemos hoy y lo enviemos al Senado. Pongo énfasis en este punto porque el informe de la Comisión Mixta fue rechazado el año pasado, pese a que había sido consensuado por senadores y diputados. Algunos diputados concurrieron con su voto favorable para aprobar el informe en esa instancia, pero cambiaron su voto en la Sala y finalmente lo rechazaron. El único resultado fue dilatar la aprobación del proyecto. 

En cuanto al contenido del proyecto, el artículo 1º es igual al aprobado por la comisión mixta el año pasado. El número 1) de esa disposición señala:

1) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 196 por el siguiente:

“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”. Lo único que cambia en relación con lo dispuesto el año pasado se refiere al monto de la multa, que el proyecto rechazado fijaba entre veinte y cincuenta unidades tributarias mensuales. 

Respecto de la incorporación de un inciso cuarto, nuevo, al artículo 196, el informe de la comisión mixta evacuado el año pasado consignaba lo mismo que el emanado de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, que se encuentra en debate, esto es que al autor del delito previsto en el inciso tercero del artículo 196 se le impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica si concurriere alguna de las circunstancia agravantes que allí se indican.

Tampoco existen diferencias en cuanto a la redacción de los artículos 196 bis y 196 ter. El único cambio se consigna en el número 4.- del número 4) del artículo 1°, que señala que el juez solo podrá ordenar la sustitución de la pena por la de reclusión parcial nocturna en el domicilio del condenado cuando, previo informe favorable de factibilidad técnica de su imposición, sea posible establecer como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático; de no ser así, deberá ordenar su ejecución en un establecimiento penal especial.

Me parece bien que el proyecto avance en esa sustitución. El sistema de monitoreo telemático fue una medida alternativa de cumplimiento de pena impulsada por el Ministerio de Justicia. Sin embargo, todos sabemos que fracasó la licitación para llevar a cabo ese cumplimiento alternativo de pena, señalado en su momento como de vital importancia respecto de personas condenadas por abusos sexuales, ya fuera como pena accesoria o también como medida cautelar. La iniciativa en debate establece que de no ser posible la implementación de ese sistema, el juez deberá ordenar la ejecución de la pena de reclusión parcial nocturna en un establecimiento penal especial. 

Me alegro de que la Presidenta de la República, a través del Ministerio de Justicia, haya resuelto estas discrepancias con el envío de un nuevo proyecto. De este modo, se contará con una pena privativa de libertad efectiva para delitos de esta naturaleza.

Respecto del debate de fondo, he escuchado a varios colegas señalar que no están de acuerdo con el aumento de penas, con excepción de los delitos consignados en este proyecto. Señor Presidente, siempre debemos estar abiertos a perfeccionar el Código Penal. Lo señalo porque en su momento muchos se opusieron a aumentar las penas relacionadas con el delito de secuestro, que afecta bienes jurídicos protegidos, como la propiedad y la libertad. 

Repito, por regla general, siempre debemos estar abiertos a modificar y a perfeccionar el Código Penal, que data del siglo XIX. Hay muchas figuras penales no contempladas por el legislador de aquella época. Por ejemplo, ayer la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara -felicito a esa instancia- perfeccionó el proyecto que sanciona el delito de secuestro exprés, cada vez de mayor ocurrencia en nuestro país. Ese ilícito no afecta el bien jurídico de la propiedad, pero sí el de la libertad. 

Todos estamos de acuerdo en relevar al máximo el bien jurídico de la vida. En tal sentido, soy coautor de un proyecto cuyo principal impulsor fue el entonces diputado Jorge Burgos, hoy ministro de Defensa Nacional. La iniciativa aumenta la pena del delito de homicidio simple. Ello es fundamental, por cuanto existe una inconsistencia entre la pena asignada a ese delito y la impuesta a otros que afectan la propiedad. Repito, queremos relevar el valor de la vida en el marco de las prioridades de protección jurídica del Código Penal. 

Votaré favorablemente la iniciativa. Felicito al Ejecutivo por haber entregado una solución equilibrada y racional a la sanción de este delito tan grave. Por último, hago un llamado al Congreso Nacional a tener consistencia respecto de proyectos de ley de similar naturaleza.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, me resulta muy grato aprobar hoy este proyecto de ley. 

En nombre del Partido Radical agradezco a la bancada del Partido Comunista y a la Izquierda Ciudadana haber permitido ser uno de los diputados patrocinantes del primer proyecto presentado sobre esta materia, bautizado como Emilia, en recuerdo de la niña Emilia Silva Figueroa. Ella es el símbolo del dolor vivido por miles de personas que han debido soportar el fallecimiento de seres queridos debido a la irresponsabilidad de conductores que manejaban sus vehículos en estado de ebriedad. 

La iniciativa busca reparar en parte el dolor sufrido por miles de personas que han perdido a familiares en las circunstancias que describe el proyecto. Junto con ello, la iniciativa persigue prevenir y, en lo posible, disminuir las muertes provocadas por el manejo en estado de ebriedad. 

Durante los últimos años se constata una fuerte disminución de fallecidos como consecuencia de la conducción en estado de ebriedad. Así, en 2010 fallecieron 202 personas; en 2011, 205, y en 2012, 148. También se registra una merma en materia de lesionados graves. 

Por un lado, el proyecto sanciona a quienes produzcan dolor debido a su irresponsabilidad, y, por otro, se erige en un mecanismo para disminuir estas situaciones tan trágicas y dolorosas para miles de personas. 

Debemos agradecer a la Presidenta de la República y a sus ministros el hecho de enviar este proyecto al Congreso Nacional. Como han señalado los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, debemos aprobarlo lo más pronto posible, de tal forma que en breve plazo se convierta en ley de la república. 

El proyecto establece que a quien causare algunas de las lesiones indicadas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se le impondrán las penas de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo -en este último caso va de cinco años y un día a diez años-, y deberá permanecer privado de libertad por lo menos durante un año. Asimismo, establece que mientras se realice la investigación y la corte de apelaciones no se pronuncie, el fiscal podrá prevenir para que no se otorgue la libertad bajo fianza.

Considero que la labor realizada tanto por el diputado Jiménez como por el senador Espina, además del trabajo coordinado con la Secretaría General de la Presidencia, permitirá aprobar el proyecto prontamente. El aumento de las penas no busca mantener a más personas privadas de libertad, sino -la ley de tolerancia cero en materia de alcohol es un ejemplo- prevenir, disminuir y ojalá terminar con la muerte de personas inocentes por la irresponsabilidad de conductores que manejan bajo la influencia del alcohol o de las drogas.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, anuncio mi apoyo al proyecto, que ha tardado en ser aprobado por el Congreso Nacional. En ese sentido, creo representar el clamor, la necesidad y la urgencia no solo de la familia de Emilia, sino también la de tantas otras familias que han perdido a seres queridos como consecuencia de actitudes irresponsables de conductores que manejan, según ellos, en forma más valiente, pero, a mi juicio, de manera más imprudente. Espero que la ley tenga un sentido correctivo.

Es lógico que a veces debamos preguntarnos por qué hay que aumentar las penas, en circunstancias de que debemos tener un Estado más proactivo. Sin embargo, en ocasiones debemos ejemplarizar a través de normas que coartan la libertad de las personas, como ocurre con la ley de tolerancia cero al alcohol. Este no es un proyecto que prohíba conducir cuando se ha bebido alcohol, sino que modifica la Ley de Tránsito en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones o la muerte. En tal sentido, se debe evitar beber alcohol cuando se sepa que se va a conducir un vehículo, de modo de evitar poner en riesgo al resto de la sociedad. 

Detrás de la iniciativa en debate existen muertes que nos enlutan como sociedad. Aquí es donde el Estado de Chile debe buscar nivelar en forma constructiva. Por eso, es necesario que el proyecto sea difundido. 

En ese sentido, hago un llamado al Gobierno a que se “ponga las pilas” para difundir y diseñar planes de acción para prevenir con responsabilidad. La idea es anticiparse a los hechos más que celebrar que las personas que cometen los delitos descritos en el proyecto deban permanecer encarceladas durante un largo tiempo. Nuestra meta como sociedad debe apuntar a evitar la conducción en estado de ebriedad. Por eso, la ley no solo pretende ejemplarizar, sino que también debe ser un motor correctivo dentro de las costumbres ciudadanas.

Reitero que espero contar con el compromiso del Ejecutivo para difundir políticas que apunten a evitar futuras muertes como consecuencia de las acciones de conductores irresponsables.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señorita Karol Cariola.

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señor Presidente, me parece muy importante discutir este proyecto. Como se ha manifestado, el año pasado algunos parlamentarios presentaron una moción a partir de la lamentable muerte de una pequeña niña, a consecuencia de la irresponsabilidad cometida por un conductor que manejaba su vehículo en estado de ebriedad. Es lamentable y me acongoja tremendamente que generemos esta discusión a partir de la muerte de una pequeña inocente -Emilia-, quien comenzaba a vivir junto a sus padres, a quienes conozco. Me consta que ellos han hecho un gran esfuerzo para que se haga justicia por la injustificada muerte de su hija, que, como señalé, ya no está con nosotros por culpa de un irresponsable que, sin ninguna consideración, decidió tomar el volante bajo los efectos del alcohol.

No quiero condenar a aquellos que de manera consciente toman la decisión de consumir alguna droga legal, como el alcohol, o incluso otras. No quiero entrar en ese debate ni confundir la situación que discutimos, sino enfatizar que el acto de consumir cualquier tipo de droga -el alcohol lo es y no lo podemos catalogar como algo distinto- debe ser consciente y no debe poner en riesgo la vida de terceros. Nuestra libertad termina en el punto donde pasamos a llevar la de otros.

Estoy convencida de que las políticas de seguridad no pueden estar basadas en el aumento de las penas solo porque sí y como efecto disuasivo del delito. En ninguna parte del mundo está comprobado que el endurecimiento de las condenas desincentive la delincuencia. Como hemos manifestado en otras ocasiones, no queremos llenarnos de cárceles. Sin embargo, conducir en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias psicotrópicas merece un aumento de la pena, sobre todo cuando las víctimas son objeto de daño físico, mental o se les provoca la muerte. 

Por eso, me sumo a lo manifestado por varios de mis colegas en cuanto a la imperiosa necesidad de aprobar este proyecto, presentado por el Ejecutivo, que repone la idea manifestada en una moción patrocinada por un grupo de colegas, cuyo objetivo era hacer justicia al caso particular de Emilia. Hoy, situaciones como la de Emilia se siguen repitiendo. Todos los días está en riesgo la vida de niñas, jóvenes, mujeres, hombres y personas en general por culpa de conductores irresponsables

En consecuencia, hago un llamado a aprobar el proyecto, puesto que, a mi juicio, es justo y necesario. Ciertamente, el endurecimiento de penas no terminará con esta situación. Hay que dejar en claro que esto amerita adoptar otras medidas. Aprobar la iniciativa significa establecer un precedente y hacer un acto de justicia a padres y madres que han dado una lucha importante, a fin de que el crimen de Emilia ni ningún otro en el futuro queden en la impunidad. A los irresponsables que los cometen deben imponérseles las penas que se merecen, ya que no entienden que su libertad termina donde se pasa a llevar la de otros.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, le solicito que recabe la unanimidad de la Sala para votar una indicación que presentamos junto con el diputado Ricardo Rincón, que resuelve un problema de incoherencia entre el artículo 90, número 8°, del Código Penal, y el artículo 209 bis de la ley de Tránsito.

El artículo 209 bis de la ley de Tránsito sanciona con la pena de presidio menor en su grado mínimo al que haya sido sancionado con la cancelación de su licencia de conductor y que, no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, y con la pena de presidio menor en su grado máximo al conductor que hubiese sido sancionado con la suspensión de su licencia y es sorprendido conduciendo un vehículo durante la vigencia de la sanción. En ambos casos se trata de faltas. Por su parte, el artículo 90, número 8°, del Código Penal sanciona dicho quebrantamiento con presidio menor en su grado mínimo, por lo que dicho cuerpo legal considera el ilícito como un delito.

Cuando alguien es sorprendido conduciendo sin licencia, habitualmente dice que se le quedó en la casa, por lo que es derivado al juez de policía local respectivo. Cuanto ese juez se da cuenta de que la verdad es que ese conductor tenía su licencia suspendida o cancelada, lo deriva al Ministerio Público, organismo que lo debe formalizar. En el intervalo transcurren los seis meses de plazo en que prescriben las faltas y, por lo tanto, ese conductor queda sin sanción.

Por otra parte, como esto es sancionado por dos normas, la del artículo 90, número 8°, del Código Penal y la del artículo 209 bis de la Ley de Tránsito, los tribunales han interpretado que prima la más favorable al infractor, por aplicación del principio in dubio pro reo. En consecuencia, esta maniobra es utilizada para que, en la práctica, ese quebrantamiento quede sin sanción.

Por lo tanto, hemos presentado una indicación que hace perfectamente coherente el artículo 209 bis de la Ley de Tránsito y el artículo 90, número 8°, del Código Penal, con el objeto de evitar que quienes quebrantan este tipo de condenas queden en la impunidad, como ocurre en muchas ocasiones. Lo hemos conversado con la ministra y creo que va justamente en la línea del proyecto en discusión.

Además, hemos pedido a la ministra secretaria general de la Presidencia, señora Ximena Rincón, y al ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, que el Ejecutivo incorpore una indicación en el Senado para que el Servicio de Registro Civil e Identificación también habilite en los módulos de Carabineros, junto con los registros de condenas, el registro de licencias suspendidas o canceladas, con el fin de mejorar la fiscalización de Carabineros a quienes infringen este tipo de condenas.

No podemos presentar esa indicación ahora, por lo que esperamos que el Ejecutivo lo haga en el Senado.

Repito, la indicación que hemos presentado junto con el diputado Rincón nos parece muy coherente, ya que busca resolver un problema práctico para sancionar a los infractores que tienen suspendida o cancelada su licencia de conducir.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el diputado señor Fuad Chahin?

No hay acuerdo.

(Hablan varios señores diputados a la vez)

Recabo por segunda vez la unanimidad de la Sala para acceder a lo solicitado por el diputado señor Fuad Chahin.

Acordado.

Tiene la palabra la ministra secretaria general de la Presidencia, señora Ximena Rincón.

La señora RINCÓN, doña Ximena (ministra secretaria general de la Presidencia).- Señor Presidente, sin lugar a dudas, este es un día histórico, porque estamos -¡por fin!- discutiendo un proyecto de ley cuya idea matriz ha tenido una larga tramitación en el Congreso Nacional.

Los orígenes del mensaje se encuentran en una moción presentada en la Cámara de Diputados en 2013 por la bancada del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, conformada por los diputados Hugo Gutiérrez, Sergio Aguiló, Lautaro Carmona, Guillermo Teillier, la que fue respaldada transversalmente por los diputados Gustavo Hasbún, Marcelo Schilling, Carlos Abel Jarpa, la diputada Alejandra Sepúlveda, el entonces diputado Juan Carlos Latorre y la entonces diputada y actual senadora Adriana Muñoz.

Como se ha señalado en muchas intervenciones, esta moción surge a partir de la trágica muerte de la pequeña Emilia Silva Figueroa, de tan solo nueves meses de edad, ocurrida el 20 de enero de 2013, como consecuencia del impacto que recibió la parte posterior del 
vehículo en que viajaba junto a sus padres, causado por el automóvil perteneciente a Nelson Fariña, quien conducía en evidente estado de ebriedad. 

Los padres de la menor, que nos acompañan hoy en las tribunas, han sido impulsores incansables de esta normativa.

La idea matriz de esa primera moción consistía en modificar el delito de manejo en estado de ebriedad que causare lesiones gravísimas o con resultado de muerte contemplado en el artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.

Después de no fructificar esa iniciativa en la Cámara de Diputados ni en el Senado, el 21 de enero de 2014, al cumplirse un año de la muerte de Emilia Silva Figueroa, se presentó una nueva moción, patrocinada por la bancada del Partido Comunista, la que contó con el respaldo de los diputados Gustavo Hasbún, Pedro Browne, Carlos Abel Jarpa, Víctor Torres, la diputada Alejandra Sepúlveda, la senadora Adriana Muñoz y el senador Carlos Montes.

Posteriormente, el senador Alberto Espina presentó una nueva moción en el mismo sentido de la idea matriz señalada, patrocinada por los senadores Felipe Harboe, Hernán Larraín, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

En virtud de lo anterior y debido a la importancia del proyecto de ley, la familia habló en más de una oportunidad con los legisladores y también con la Presidenta. Gracias a un trabajo impulsado por los ministros Andrés Gómez-Lobo y José Antonio Gómez, junto con quien habla, reunimos a los diputados y senadores autores de las mociones y logramos elaborar el mensaje en discusión, luego de conversar varias veces con la familia de Emilia. 

Creemos que lo vivido por Emilia, así como por Franchesca Campos, de Pelequén; Arturo Aguilera, Andrés Mariñanco Marín, Verónica Selman, Alejandra y Ximena Herrera no puede volver a repetirse. Como han dicho ustedes, creemos que esos hechos tienen que ser un oscuro recuerdo en nuestro país.

Resulta impactante revisar las cifras de Conaset sobre los accidentes, fallecidos y lesionados causados por conductores que manejan en estado de ebriedad. En 2010 hubo 4.561 accidentes provocados por esa situación; en 2012 la cifra se redujo a 3.677 casos. 

Los fallecidos por accidentes producidos por conductores ebrios bajaron de 202, en 2010, a 148, en 2012, cifra que resulta altísima.

Los lesionados por esa causa bajaron de 5.401, en 2010, a 3.782, en 2012. 

Sin lugar a dudas, las normas aprobadas por el Congreso Nacional han ayudado en ese sentido; hemos avanzado, pero no lo suficiente.

Hoy discutimos una normativa que cambia sustantivamente las penas en estos casos. La ley Emilia modifica la Ley de Tránsito, aumenta las penas, crea una figura calificada, crea nuevas normas para la aplicación de circunstancias modificatorias de la pena, crea nuevas normas para la sustitución de las penas privativas o restrictivas, e indica que la libertad condicional para los condenados podrá ser obtenida solo una vez que hayan cumplido dos tercios de la condena.

Sin lugar a dudas, es importante este proyecto, que se inicia con la acción de los padres de Emilia, que recogen ustedes en la Cámara de Diputados y de la cual se hacen eco finalmente el Senado y nuestra Presidenta.

Es importante la indicación presentada por el diputado Chahin -agradezco la unanimidad que le otorgó la Sala-, porque hace coherentes dos normas, lo que impide que se burle la sanción y la pena.

Por intermedio del señor Presidente, solicito a las diputadas y diputados presentes que respalden el mensaje, que no hace sino recoger vuestra idea de legislar y la perfecciona con la ayuda de las voluntades del Senado y, por cierto, del Ejecutivo. 

La acción decidida de ustedes, recogida por el ministro de Justicia, José Antonio Gómez, quien nos acompaña, y por el ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Andrés Gómez-Lobo, da respuesta al anhelo de los padres de Emilia y de tantas otras víctimas que hoy recordamos, quienes lo verán materializado en una legislación positiva que impida la acción imprudente e irresponsable de quienes beben y manejan.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Cerrado el debate.

El señor FLORES.- Señor Presidente, solicito que se incorporen en el boletín de sesiones las intervenciones de quienes no alcanzamos a hacer uso de la palabra.

El señor CORNEJO (Presidente).- Con mucho gusto, señor diputado.

-En conformidad con el artículo 85 del Reglamento, se incluyen las siguientes intervenciones no pronunciadas en la Sala y que cumplen con lo dispuesto en el artículo 10 del mismo cuerpo reglamentario:

El señor POBLETE.- Señor Presidente, los accidentes de tránsito siguen siendo una de las principales causas de muerte en el Chile de hoy. Aunque se han buscado medios para cambiar esta situación, pienso que queda mucho por hacer en materia de ajustes a nuestra normativa, para así tener mejores leyes que satisfagan el interés público y, por sobre todo, castiguen de manera efectiva y justa a quienes, contraviniendo toda norma de buena conducta y responsabilidad, conduzcan en estado de ebriedad o drogados y originen accidentes que causen lesiones graves o la muerte a personas inocentes.
En los últimos lustros, Chile ha enfrentado un aumento exponencial de los accidentes de tránsito a causa del mayor parque automotor que hoy existe, de la mayor cantidad de conductores y de un aumento del promedio en la ingesta de alcohol en todas las edades. Debido a ello, hace un par de años se modificó la ley en materia de configuración del tipo penal de manejo en estado de ebriedad, disminuyéndose las exigencias para considerar que una persona conduce bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad. Los índices hoy nos dan la razón. Fue una ley que obtuvo el efecto deseado en cuanto a disuadir a los conductores de manejar vehículos cuando han ingerido bebidas alcohólicas. Sin embargo, un delito como el manejo en estado de ebriedad, que es un delito de mera actividad, también debe ser calificado en cuanto al resultado que este produzca cuando genera lesiones graves o la muerte.

Por ello, la idea matriz de este proyecto, que es desincentivar la conducción de vehículos por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, mediante el aumento del rango de la pena asignada al delito cuando la víctima queda demente, inútil para el trabajo, impotente, impedida de algún miembro importante o notablemente deforme, o se causa la muerte de una o más personas, va en la línea correcta.
Según el proyecto de ley, la pena del delito iría desde presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo -esto es, de tres años y un día a diez años-, manteniendo las penas accesorias de multa de 8 a 20 unidades tributarias mensuales (UTM) y la inhabilitación perpetua para conducir vehículos.
Pues bien, se aumentan las penas privativas de libertad, se aumentan las penas accesorias y, lo que es más importante, se cristaliza un viejo anhelo de muchos, pues se sanciona este delito con la inhabilitación perpetua para conducir vehículos. Esto, que a primera vista pudiera parecer duro, no lo es si se toma en consideración el hecho de que las víctimas de las lesiones graves quedan inútiles para valerse por sí mismas de por vida, inútiles para el trabajo, impedidas de algún miembro importante de su cuerpo o sencillamente se les causa la muerte, generando un costo emocional y económico inmenso en sus seres queridos y en sus familias y entorno.

Por ello, este mensaje va en una dirección apropiada, pues toma las circunstancias y los daños descritos, desincentiva la conducta por medio de un alza en las penas y se hace cargo de la sensación de exceso y de desprotección que hay ante el delito de manejo en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes, cuando se causen las lesiones gravísimas contempladas en el artículo 397, Nº 1°, del Código Penal o la muerte de una o más personas, ya que la baja extensión de la pena y la existencia de penas alternativas finalmente llevan a que sus autores cumplan las penas en libertad.
Esto no puede seguir ocurriendo. Hoy son decenas de familias en el país las que cada año arrastran la tragedia de perder a uno de los suyos o ver a quienes aman con secuelas graves que les impiden vivir normalmente, debido a la acción de personas que, irresponsablemente, conducen vehículos en estado de ebriedad.
Por lo expuesto, apoyamos fervientemente este proyecto y esperamos que a la brevedad sea ley de la república.
He dicho.
El señor FLORES.- Señor Presidente, tal vez por ser novato en el Congreso Nacional no he perdido la capacidad de asombrarme por lo extenso del trámite y de las discusiones sobre una materia respecto de la cual la comunidad nacional siente que debe actuarse con rapidez, firmeza y ejemplar dureza.

La intervención que había preparado en torno al detalle del proyecto en discusión pediré que sea incorporada a las actas de este debate, porque creo que en esta discusión es mejor decir menos y concentrarse en lo obvio, en lo ético, en lo obligatorio: la mayor dureza y la mayor inflexibilidad con que debe sancionarse a quien conduce en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes. La solución es extremadamente simple -diría “tontamente simple”-: no conducir si uno bebe, o no beber si se debe conducir. Es simple, porque solo requiere tener consciencia básica.

Los accidentes no solo se producen por vehículos de tracción mecánica, sino también por vehículos que hoy no tienen ninguna exigencia de control o de conducción, como los de tracción humana -carretillas, bicicletas, triciclos-, que pueden poner en riesgo la vida de quien los conduce, cuando lo hace con inconsciencia e irresponsabilidad; los de tracción animal, como las carretelas, cuyo deshumanizado uso frecuentemente genera accidentes graves en las calles y carreteras de Chile debido a la conducción imprudente hecha por menores de edad o por adultos bajo los efectos del alcohol; y otros no regulados, como las motos de agua.

Cualquier vehículo guiado con incomprensible irresponsabilidad puede generar accidentes de tránsito con consecuencias leves, graves o gravísimas.

¡Qué culpa han tenido miles de niños, de madres con niños, de adultos mayores, de personas que salieron de sus casas a cumplir con su trabajo, a practicar deportes, a visitar a un amigo o familiar, a estudiar o a recrearse, que fueron lesionados, o quedaron discapacitados, o dañados en lo económico sin que nadie pague, o, mucho peor, que fueron asesinados por irresponsables con o sin licencia para conducir, o más bien para matar, en honor al tan típico dicho nuestro: “No pasa nada”!

Si la obligación ética de no conducir en condiciones comprobadamente riesgosas es vulnerada, ya sea que con ello se causen accidentes o no, el infractor debe ser castigado. Pero si las consecuencias de dicha conducta son mayores, es decir, se producen lesiones o la muerte de personas inocentes, el infractor debe ser castigado con penas ejemplares.

Si somos conscientes de las alarmantes cifras que nuestro país tiene en materia de accidentes provocados por conductores bajo los efectos del alcohol, no seamos ambiguos ni nos tiemble la mano para establecer las más claras y duras normas y sanciones al respecto.

A mi modo de ver, el proyecto aún debe ser complementado con otras disposiciones que contemplen más equipamiento, recursos humanos y financieros que efectivamente generen las condiciones para implementar, fiscalizar y hacer cumplir esta futura ley. Sin perjuicio de ello, estimo que es un buen comienzo para hacer justicia respecto de quienes no tuvieron la oportunidad de realizar su vida.

Por lo expuesto, solicito a mis estimados colegas que aprueben el proyecto sin más trámite.

He dicho.
El señor PILOWSKY.- Señor Presidente, tal como se ha expuesto en el informe, este proyecto tiene por finalidad desincentivar la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas. Para dicho efecto, se aumenta la pena asignada al delito si tiene como resultado la muerte de alguna persona o se producen las lesiones contempladas en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal.

A pesar de la gravedad de estos hechos, quienes infringen la ley son sancionados con penas que cumplen, en general, en libertad. La comunidad no entiende cómo es posible que, ante hechos tan reprochables como el manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte, o las lesiones con los resultados señalados en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal, las personas no sean sancionadas en forma drástica.

En este tipo penal existen caracteres preterintencionales, dolo al inicio, en el manejo, y culpa en el remate o exceso -muerte o lesiones graves-, lo que permite justificar una pena más alta que la asignada a un simple hecho culposo. Tal como se señala en el informe, en los conductores ebrios existe la voluntad de actuar infringiendo las normas legales que prohíben la conducta, aceptando claramente que su acción en un grado de alta probabilidad afectará la vida o integridad física de terceros.

Respecto de las cifras que se plantean, resalto las siguientes: cinco personas fallecen al día por accidentes de tránsito; los accidentes de tránsito son la primera causa de muerte entre niños de 0 a 14 años; los accidentes de tránsito son la segunda causa de muerte en jóvenes de entre 15 y 29 años; en nuestro país hay tres veces más personas fallecidas por accidentes de tránsito que por homicidios.

En cuanto al contenido, daré mi aprobación al proyecto en sus diversos aspectos, esto es, la aplicación de igual sanción al manejo en estado de ebriedad o bajo el efecto de sustancias estupefacientes o psicotrópicas; aumento de la sanción a presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, esto es de tres años y un día a diez años -hoy esta alcanza a tres años y un día a cinco años-; mantención de las multas de 8 a 20 UTM y la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica; creación de un tipo calificado de delito, mediante la incorporación de un nuevo inciso cuarto al artículo 196 de la Ley de Tránsito, asignando una pena de presidio mayor en su grado mínimo, esto es, de cinco años y un día a diez años, en aquellos casos en el que el autor del mismo huya del lugar del accidente y no prestare ayuda a la víctima, en caso de reincidencia o que se trate de un conductor profesional en el ejercicio de sus funciones; incorporación de reglas especiales para la aplicación de la ley Nº 18.216 y sus modificaciones. Así, la reclusión parcial nocturna quedará en suspenso por un año y el condenado deberá cumplir en forma efectiva la pena privativa de libertad a la que fue condenado.

Asimismo, estoy de acuerdo en que el tribunal no pueda imponer una pena que sea mayor o menor al marco fijado por la ley, así como con la condición de que solo podrá concederse el beneficio de la libertad condicional una vez que el condenado haya cumplido a lo menos dos tercios de la pena impuesta (la regla general considera la mitad de la pena).

Finalmente, deseo dejar establecido que cuando el proyecto se transforme en ley habremos dado un paso importante. La ley, sin lugar a dudas, tiene un efecto en la sociedad. Pero lo más importante será establecer planes, programas y políticas públicas que vayan al fondo del problema, que cambien la actitud de las personas y potencien una cultura de la responsabilidad. La idea es crear no solo una sociedad de derechos, sino también de deberes. Somos todos responsables de aquello; somos todos responsables de evitar que haya nuevos casos como el de Emilia Silva Figueroa.

Anuncio que votaré favorablemente el proyecto.

He dicho.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la Ley de Tránsito en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte. 

Hago presente a la Sala que la totalidad de las normas contenidas en la iniciativa son propias de ley simple o común.

En votación.
-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el número 1) del artículo 1° del proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el número 2) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el número 3) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Boric Font Gabriel.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el número 4) del artículo 1°. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 3 votos. No hubo abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font Gabriel; Chahin Valenzuela Fuad; Jackson Drago Giorgio.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a la indicación presentada. 

El señor LANDEROS (Secretario).- Indicación de los diputados señores Chahin y Rincón, que tiene por objeto agregar un nuevo número 5) al artículo 1°, cuyo propósito es reemplazar en el artículo 209 de la Ley de Tránsito la frase “prisión en su grado máximo” por “presidio menor en su grado mínimo”.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación la indicación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 2 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Soto Ferrada Leonardo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Boric Font Gabriel; Jackson Drago Giorgio.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar en conjunto los artículos 2°, 3° y 4° del proyecto?

No hay acuerdo.
En votación el artículo 2°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font Gabriel; Jackson Drago Giorgio.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el artículo 3°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 8 votos. No hubo abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Chahin Valenzuela Fuad; Flores García Iván; Jackson Drago Giorgio; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Silber Romo Gabriel.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación el artículo 4°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Jackson Drago Giorgio.

El señor CORNEJO (Presidente).- Despachado el proyecto.

-Aplausos.

SUPRESIÓN DE FERIADO JUDICIAL PARA TRIBUNALES
(Tercer trámite constitucional. Boletín N° 9155-07)

El señor CORNEJO (Presidente).- A continuación, someteré a votación, previa explicación del señor ministro de Justicia, las modificaciones del Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica. 

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 45ª de la presente legislatura, en 10 de julio de 2014. Documentos de la Cuenta N° 2.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, señor ministro.

El señor GÓMEZ (ministro de Justicia).- Señor Presidente, señoras y señores diputados:

En su momento, el proyecto en comento fue examinado y aprobado en la Cámara por 98 votos a favor y ninguno en contra. 

El Senado incorporó dos modificaciones. La primera cambia la redacción relativa al feriado de los receptores judiciales mediante el reemplazo de la expresión “tendrán derecho a un feriado anual de un mes por año trabajado” por “sólo tendrán derecho a un feriado anual remunerado de un mes”. Con esto se aclara la fórmula de feriado que tienen los receptores, que es particular y especial en el ámbito del Poder Judicial.

La segunda modificación, que reemplaza el inciso segundo del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, busca que las partes, en cualquier estado del juicio, puedan acordar la suspensión del procedimiento hasta dos veces por instancia, sea o no por períodos iguales, hasta un plazo máximo de noventa días en cada instancia, sin perjuicio de poder acordarla, además, ante la Corte Suprema en caso de que, ante dicho tribunal, estuviesen pendientes recursos de casación o de queja en contra de sentencia definitiva. Los plazos que estuvieren corriendo se suspenderán al presentarse el escrito respectivo y continuarán corriendo vencido el plazo de suspensión acordado. 

El procedimiento propuesto ayuda y facilita que los abogados busquen la solución de un conflicto que, a veces, se puede resolver sin necesidad de sentencia.

Señor Presidente, esas son las dos enmiendas introducidas por el Senado. En lo demás el proyecto no fue modificado.

He dicho

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación las modificaciones del Senado. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- Despachado el proyecto.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

CREACIÓN DE NUEVA INSTITUCIONALIDAD FORESTAL

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del primer proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 86, de las diputadas señoras Clemira Pacheco y Alejandra Sepúlveda; del diputado señor Manuel Monsalve; de las diputadas señoras Daniella Cicardini y Camila Vallejo; de los diputados señores Roberto Poblete, Daniel Melo, Ricardo Rincón, Felipe Letelier y José Miguel Ortiz, que en su parte dispositiva señala lo siguiente:

La honorable Cámara de Diputados acuerda:

Oficiar a su excelencia la Presidenta de la República a fin de que: 

a) Desarrolle, junto con los ministros de Agricultura, de Medio Ambiente, de Hacienda y de Economía, un proyecto de ley que cree una nueva institucionalidad forestal e incorpore, en el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaría Forestal que sustituya la actual Conaf y la creación del Servicio de Investigación Forestal. 

b) En la elaboración de dicho proyecto de ley y en el que crea el Servicio Nacional de Biodiversidad participen activamente los trabajadores de la Conaf, representados por sus sindicatos y equipo de guardaparques para que aporten su larga experiencia profesional y técnica en la materia. 

c) En la preparación del mencionado proyecto se respeten la carrera funcionaria y la estabilidad laboral de los trabajadores y se fijen nuevas condiciones para que puedan desempeñar adecuadamente su importante función, respetando íntegramente la planta actual. 

d) En la determinación del presupuesto que se asignará a la nueva institucionalidad se prevean suficientes recursos materiales y financieros para un óptimo desempeño de la significativa función.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, la principal autora del proyecto es la diputada Clemira Pacheco, quien, lamentablemente, no se encuentra en este momento.

Quiero recordar que la actividad forestal es de enorme importancia en Chile. Muchos de los parlamentarios de regiones conocen perfectamente la realidad del mundo forestal: existen sindicatos de trabajadores; la actividad se desarrolla en plantas, en faenas forestales y en transporte forestal. Hay miles de trabajadores que se desempeñan en esta relevante actividad económica de Chile. Sin embargo, en la labor forestal se expresa con mucha brutalidad la desigualdad que existe en nuestro país, uno de los aspectos en debate en el Parlamento durante el último tiempo. 

El proyecto de resolución busca enfrentar un aspecto que nos parece necesario: crear una nueva institucionalidad forestal, particularmente una Subsecretaría Forestal, que permita guiar las políticas públicas y enfrentar los problemas laborales, tributarios, de higiene y seguridad, y ambientales de dicha actividad.

Por lo señalado, votaré favorablemente la creación de dicha instancia, que responde a una demanda histórica y prioritaria de los sindicatos y trabajadores forestales de Chile.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, el Tribunal Constitucional ha sido muy claro al señalar que no es posible seguir otorgando facultades por ley a una corporación de derecho privado que cumple funciones públicas.

En tal sentido, es indispensable cambiar la naturaleza jurídica de la Conaf por una pública, que tenga potestad y facultades para fiscalizar adecuadamente el cumplimiento de las normas emanadas del decreto ley N° 701 y de la ley de recuperación de bosque nativo, así como para administrar de mejor manera las áreas silvestres protegidas y fiscalizar el cumplimiento de las normas que la regulan. 

Repito, si realmente se pretende fiscalizar en forma adecuada, la Corporación debe tener el carácter de institución pública. De ese modo, podrá ejercer nuevas funciones para que, en el marco del ejercicio de la actividad forestal, las empresas que pretenden recibir beneficios del Estado cumplan exigencias desde el punto de vista medioambiental, de las relaciones con la comunidad y de la manera en que ejercen su labor.

Hoy estamos en una situación muy compleja. Al discutir el decreto ley N° 701, muchas de las indicaciones que promovimos fueron declaradas inviables, porque no podíamos dar facultades de fiscalización a la Conaf por ser una corporación de derecho privado. Por lo tanto, si queremos contar con una legislación forestal 2.0, que realmente se haga cargo de fomentar o restringir la actividad forestal, según corresponda, debemos ocuparnos de la institucionalidad encargada de tales tareas.

Insisto, nos parece urgente e indispensable contar con lo que se ha denominado Conaf pública. Espero que nuestro Gobierno envíe a la brevedad un proyecto de ley que cree esa nueva institucionalidad. Creo que el consenso en tal sentido es bastante transversal. En la legislatura anterior integré la Comisión de Economía, y todos los parlamentarios coincidían en esa necesidad. 

El proyecto de resolución va en la línea correcta. Espero que sea aprobado por unanimidad, porque responde a una necesidad imperiosa en nuestra legislación.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Girardi Lavín Cristina; Hernández Hernández Javier; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rocafull López Luis; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Urrutia Soto Osvaldo.

SOLICITUD DE INICIATIVA DE LEY QUE PERMITA A MUNICIPIOS
CONTRATAR A TRAVÉS DEL CÓDIGO DEL TRABAJO A FUNCIONARIOS
DE JARDINES INFANTILES VÍA TRANSFERENCIA DE FONDOS

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 87, de los diputados señores Claudio Arriagada, Víctor Torres, señora Cristina Girardi, señores René Saffirio, Sergio Espejo, señoras Alejandra Sepúlveda, Loreto Carvajal, señores Gabriel Boric, Sergio Ojeda y Felipe de Mussy, que en su parte dispositiva expresa lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, el envío de un mensaje que permita a los municipios contratar personal que se rija por la normativa establecida en el Código del Trabajo en los jardines infantiles que operan bajo la modalidad vía transferencia de fondos en nuestro país.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para intervenir a favor de este proyecto de resolución.

Tiene la palabra el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, hace pocos días el Parlamento despachó la iniciativa de ley que varios diputados impulsaron en beneficio de los funcionarios de la Junji, de la cual todos nos alegramos y a la cual concurrimos con nuestro voto favorable.

Sin embargo, en esa ocasión planteamos que miles de trabajadoras y trabajadores que funcionan vía transferencia de fondos (VTF) están bajo una situación muy particular. Cuando la Junji transfirió recursos a los municipios para la construcción de jardines infantiles y salas cuna, también transfirió los recursos para la administración y operación, por parte de los municipios, de esos 3.000 centros construidos a lo largo del país. 

Luego, una circular de la Junji instruyó a los municipios para que contrataran vía Código del Trabajo. Quienes conocen la legislación municipal, saben que los municipios solo pueden contratar a través del Código del Trabajo a quienes administran cementerios, piscinas y al personal que trabaja en el gabinete psicotécnico de la Dirección de Tránsito. Pueden hacerlo también -así ocurre ahora- aquellos municipios que, vía traspaso a la Corporación de Educación, pueden contratar con libertad a través del Código del Trabajo. No obstante, esto no ocurre de manera homogénea, y existe una diferencia notable en la escala de remuneraciones y en las modalidades a contrata, honorarios y Código del Trabajo.

En vísperas de la construcción de 4.500 salas cuna y ante el desafío para el país de aumentar y fijar una dotación definitiva del personal de la Junji, solicito que se apruebe esta petición de uniformidad para que todos los trabajadores VTF tengan el mismo trato, desde el punto de la contratación laboral con los municipios.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, cuando fui alcalde, me tocó implementar estas modalidades de administración, alrededor de 1977, en la comuna de Cochrane, y en ningún minuto se me ocurrió contratar al personal de los jardines infantiles -educadoras de párvulos, asistente de párvulos, personal de comedores, etcétera- por una vía distinta a la del Código del Trabajo. ¡Qué más vulnerabilidad podría existir en la contratación de estos funcionarios que, dicho sea de paso, le están haciendo la pega a la Junta Nacional de Jardines Infantiles! 

Conversé con el diputado Arriagada y me parece extremadamente especial, incluso hasta delicado, el hecho de que los municipios contraten por una vía distinta a la establecida en el Código del Trabajo, eventualmente a honorarios. ¿Qué responsabilidad administrativa se le podría asignar a una persona contratada bajo esa modalidad por un municipio con el objeto de que gestione un jardín VTF? 

Se trata de una situación extremadamente delicada, de manera que, además de sumarme al proyecto de resolución, me gustaría avanzar, con el diputado Arriagada, en alguna instancia complementaria, para lo cual la Junji debe hacer llegar los antecedentes respecto de qué municipios tienen contratados a los funcionarios de los jardines VTF con una modalidad distinta a la del Código del Trabajo, específicamente, a honorarios. Creo que los contratados bajo esta modalidad deben ser muy pocos, pero, aun así, es una situación muy delicada. Por lo tanto, se debe exigir a las instancias pertinentes la información, comuna por comuna, y que la Junji disponga a la brevedad posible, mediante los convenios de traspaso, el perfeccionamiento de las normas respectivas, para que los municipios no contraten, bajo circunstancia alguna, personal para esos jardines infantiles con la utilización de una modalidad distinta a la del Código del Trabajo, sin perjuicio del resultado que tenga la discusión respecto de la reformulación del proceso de administración de los jardines VTF.

En consecuencia, votaré a favor el proyecto de resolución presentado por el diputado Claudio Arriagada, pero estimo que es necesario precisar la magnitud del problema.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morano Cornejo Juan Enrique; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rocafull López Luis; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Kast Sommerhoff Felipe.

RESTAURACIÓN DE TEATRO DE COYA, COMUNA DE MACHALÍ

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 88, de los diputados señores Felipe Letelier, Sergio Espejo, Ricardo Rincón, señora Alejandra Sepúlveda, señores René Manuel García, Javier Hernández, Enrique Jaramillo, señora Yasna Provoste y señores Iván Flores y Claudio Arriagada, que en su parte resolutiva señala lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que, en uso de sus atribuciones constitucionales y atendidas las materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, instruya buscar los mecanismos para la restauración del Teatro de Coya, perteneciente a la comuna de Machalí.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 32 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 5 abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Cicardini Milla Daniella; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Jaramillo Becker Enrique; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Morano Cornejo Juan Enrique; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Torres Jeldes Víctor; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Boric Font Gabriel; Jackson Drago Giorgio; Rathgeb Schifferli Jorge; Rocafull López Luis; Silber Romo Gabriel.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VIII. INCIDENTES

ANTECEDENTES TRIBUTARIOS DE UNIVERSIDADES DE LAS AMÉRICAS,
VIÑA DEL MAR Y NACIONAL ANDRÉS BELLO
(Artículo 52, N° 1, letra a), de la Constitución Política) [Oficio]

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Democracia Cristiana.

Tiene la palabra el diputado señor Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 52, número 1), letra a), inciso segundo, de la Constitución Política de la República, pido que se oficie a su excelencia la Presidenta de la República con el objeto que señalaré a continuación y sobre la base de los siguientes fundamentos:

Como es de público conocimiento, existe una investigación en curso de la Fiscalía Oriente del Ministerio Público respecto del caso denominado “Lucro”, proceso que se sigue en contra de un grupo de universidades que pertenecen al grupo transnacional Laureate International Universities.

Conforme a la ley vigente, las universidades no pueden tener como finalidad la obtención de lucro.

A su vez, como es de público conocimiento, la Cámara de Diputados creó una comisión investigadora para que estudiara a fondo esa materia, así como el sistema de educación superior.

En las conclusiones del informe de esa comisión se plantea la necesidad de transformar nuestro sistema de educación superior, razón por la que pido que se oficie a la Presidenta de la República, con el propósito de que instruya al director del Servicio de Impuestos Internos para que remita los siguientes antecedentes tributarios de la Universidad de las Américas, de la Universidad Viña del Mar y de la Universidad Nacional Andrés Bello.

A fin de cumplir con nuestro rol fiscalizador, solicitamos que se nos envíe: 

1) Copia de las últimas cuatro declaraciones de renta de esas instituciones, del 2010 al 2013.

2) El total, expresado en dólares de Estados Unidos de América o pesos de la moneda nacional, según sea el caso, de todas las remesas enviadas al exterior durante los últimos seis años por las tres universidades indicadas, con indicación de sus sociedades o personas receptoras, expresándose la causa o motivo de tales remesas y si ellas pagaron el impuesto correspondiente en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley de Impuesto a la Renta, o si se acogieron a algún tipo de exención dispuesta en ese cuerpo legal.

3) El listado de todas las sociedades relacionadas, comerciales e inmobiliarias, en que dichas universidades hayan invertido capital institucional, con indicación del monto del aporte, la fecha del mismo y la naturaleza jurídica, esto es, si son sociedades anónimas, sociedades por acciones (SPA) o de responsabilidad limitada, persona natural o jurídica.

4) Un informe detallado de todas las operaciones contratadas y realizadas con el controlador, es decir, con Laureate International Universities o sus relacionadas en los últimos seis años, incluyendo, sin que la enumeración sea taxativa, todas las compraventas de inmuebles y activos, contratos de transferencias, contratos de tecnologías, licencias, royalties y constitución, fusión, absorción, división de sociedades relacionadas, en que se acompañe un informe técnico de la valorización del patrimonio o pérdidas relacionadas con las referidas operaciones.

5) Copia de los siguientes contratos que necesariamente estaban en poder de ese servicio. Específicamente, me refiero a los contratos Network Products License Agreement y otros que están suscritos a la fecha con esas universidades y ese grupo inversor.

6) Copia de los contratos suscritos por las tres instituciones.

7) Información sobre los préstamos, transferencias o traspasos de los últimos seis años que las referidas universidades hubiesen realizado al grupo controlador.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Corresponde votar la solicitud del diputado Mario Venegas.

Recuerdo a los señores diputados que para todos los presentes es obligatorio votar.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Monckeberg Díaz Nicolás; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Soto Ferrada Leonardo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallejo Dowling Camila; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

SOLICITUD DE EXPLICACIÓN POR NEGACIÓN DE CRÉDITO HIPOTECARIO POR PARTE DEL BANCOESTADO A DIPUTADO (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, hace un par de días concurrí, como cualquier ciudadano del país, a una sucursal del BancoEstado para tramitar un crédito hipotecario.

Grande fue mi sorpresa cuando comprobé que en la base de datos apareció que, por mi condición de parlamentario, estaba bloqueada mi posibilidad de acceder a un servicio de una empresa del Estado. No hubo explicación razonable. Solo me dijeron que era por instrucciones superiores.

Por lo tanto, pido oficiar al ministro de Economía, Fomento y Turismo, al presidente del BancoEstado y, como me señala el diputado Jaramillo, al Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara de Diputados, a fin de solicitar una explicación razonable por dicha discriminación. Mi condición de parlamentario no suprime mi derecho ciudadano a acceder a cualquier beneficio en cualquier institución del país.

Creo que esta situación no es aceptable, por cuanto la condición de parlamentario no debe generar un menoscabo a nuestros derechos ciudadanos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano y de este Presidente accidental.

EXPLICACIÓN DE AUTORIDADES POR INTERVENCIÓN DE CAMINO DESDE VALDIVIA HACIA SECTOR COSTERO, REGIÓN DE LOS RÍOS (Oficios)

El señor FLORES.- Señor Presidente, en otro orden de cosas, quiero insistir ante el señor ministro de Obras Públicas, para solicitar que las secretarías regionales ministeriales de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Los Ríos, y la Dirección de Obras de la Municipalidad de Valdivia expliquen una situación que, con el colega Bernardo Berger, hemos denunciado en reiteradas ocasiones.

La vía más concurrida de toda la Región de Los Ríos, el camino de Valdivia hacia el sector costero, fue intervenida, a nuestro juicio, en forma peligrosa, independientemente de si el proyecto se ajusta a la norma.

Hice La denuncia hace tres meses, justo cuando inicié mi labor parlamentaria, y hasta hoy no existe una respuesta clara ni existe una recepción de obras, y los vehículos siguen transitando peligrosamente.

La advertencia no es antojadiza. Las obras de un pequeño condominio de viviendas privadas ha generado esta intervención, que pone en riesgo a más de 30.000 personas que viven en el sector costero de la región y a más de 100.000 turistas que visitan dicha área, especialmente durante la época estival.

Queremos evitar accidentes graves y muertes. Por lo tanto, necesitamos un pronunciamiento formal sobre ese problema de parte de las autoridades mencionadas anteriormente.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano y de este Presidente accidental.

ACLARACIÓN POR NO PAGO DE BENEFICIOS A TRABAJADORES DE
PROGRAMA DE EMERGENCIA DE COMUNA DE PENCO (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Chávez.

El señor CHÁVEZ.- Señor Presidente, 67 trabajadores de los programas de empleo de emergencia de la comuna de Penco se han acercado durante varios meses a quien habla y a diversas instituciones, intentando poder obtener los beneficios que la ley les otorga, como el bono de alimento de 2012, el bono marzo de 2013 y, en algunos casos, el bono marzo de 2014.

Me parece que es impresentable el hecho de que a trabajadores que están cumpliendo labores en un municipio no se les paguen los beneficios a los cuales tienen derecho por ley, y que durante meses tengan que estar, como se dice vulgarmente, en un “comprahuevos”, de una institución a otra, intentado recibir una explicación y que se les paguen dichos beneficios.

Por lo tanto, pido oficiar a la ministra de Desarrollo Social y al superintendente de Seguridad Social, a objeto de que puedan clarificar la situación de esos 67 trabajadores y que, adicionalmente, podamos lograr que se les paguen esos beneficios a esas personas, algunas de las cuales llevan esperando más de dos años.

Adjuntaré la nómina dichos trabajadores. Es una vergüenza que el Estado no sea capaz de entregarles los beneficios que les corresponden.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano y de este Presidente accidental.

INFORMACIÓN SOBRE ANTECEDENTES ENTREGADOS POR HOSPITAL
DE OSORNO RESPECTO DE PRESUNTA NEGLIGENCIA EN ATENCIÓN A
VECINA EN CONSULTORIO DE PUYEHUE (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido por la Democracia, que ha cedido tres minutos de su tiempo al diputado señor Fidel Espinoza.

Tiene la palabra su señoría.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en primer lugar, saludo con mucho cariño a mi amigo el alcalde de la comuna de Puyehue, señor José Luis Queipul, de la Democracia Cristiana, que se encuentra en las tribunas.

(Aplausos)

El sábado recién pasado, en un programa radial de la emisora Luna Tropical, de la comuna de Puyehue, un ciudadano de esa comuna, llamado Iván Reyes, de manera bastante irresponsable, desde mi punto de vista, y sin tener todos los antecedentes del caso, se refirió a una situación tremendamente dolorosa que afectó a la comuna de Puyehue hace casi dos años, cuando la vecina Yolanda Ojeda Provoste sufrió, en el consultorio de esa comuna, bajo la anterior administración comunal -de la alcaldesa de la UDI, señora Ximena Núñez-, una grave infección en su brazo derecho, situación que denuncié en la Cámara. Pedí todos los antecedentes a los organismos pertinentes y la ayudamos a financiar la contratación de un abogado, que presentó una querella en la Fiscalía de Osorno.

La señora Yolanda Ojeda Provoste asistió al consultorio el 9 de mayo de 2012 porque tenía fiebre y molestias. Allí le hicieron un examen de sangre que le cambió su vida, como afirmó su esposo, Marcelo Castillo, quien manifestó lo siguiente a un medio de comunicación de la provincia de Osorno: “A mi señora le echaron a perder su vida”. Esa señora perdió masa muscular y tejido de su brazo.

Pues bien, se presentó la querella criminal; pero hace aproximadamente sesenta días, como lamentablemente ocurre en nuestro país cuando se trata de negligencias médicas, la Fiscalía de Osorno, de manera inexplicable, archivó la causa provisionalmente, según ellos, por falta de antecedentes.

Todos sabemos que en el actual sistema procesal penal los querellantes -en este caso, el abogado querellante- son coadyuvantes en causas de este tipo, un tercero cuya capacidad de incidir en el proceso penal es limitada si el fiscal toma la decisión de no acusar, que fue lo que finalmente ocurrió en este caso.

Luego de ese hecho, hace sesenta días, inmediatamente oficié a la ministra de Salud para que me informara sobre los antecedentes que gatillaron esta decisión inexplicable del fiscal de Osorno. Digo inexplicable, porque a última hora me enteré de que la señora Yolanda Ojeda se encuentra hospitalizada nuevamente, como consecuencia de la mala atención, la negligente atención que recibió en el consultorio de Puyehue.

Por lo tanto, solicito que se reitere el oficio a la ministra de Salud, a fin de que nos informe sobre los antecedentes entregados por el hospital de Osorno, pues es sabido que los médicos dicen una cosa en privado y otra en público. Cuando esta señora llegó grave al hospital de Osorno, allí le salvaron la vida, y todos los médicos que la atendieron coincidieron en que el problema había sido debido a una negligencia médica en el consultorio de Puyehue. Pero resulta que después, cuando la fiscalía pidió los informes médicos al hospital, se le informó una cosa absolutamente distinta, que al final provocó que el fiscal archivara esta causa. 

Por eso digo que hay que ser responsables cuando se emiten comentarios en los medios de prensa para ganar treinta segundos de protagonismo político. Siempre hemos estado preocupados de esta causa, siempre hemos estado preocupados de que tanto el Ministerio Público como la justicia desarrollen su acción. Es más, estamos justamente en la etapa de interponer la querella civil, que es el único camino que hoy le queda a la señora Yolanda para hacer justicia. Que lo sepa el señor Iván Reyes.

También pido que se oficie al fiscal nacional, porque no es primera vez que ocurre que las negligencias médicas son tapadas mediante el archivo de las causas.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo indican.

ANTECEDENTES SOBRE EVENTUAL EXCLUSIÓN DE HOSPITAL DE ILLAPEL
EN PLAN DE INVERSIONES HOSPITALARIAS 2014-2018 (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Insunza.

El señor INSUNZA.- Señor Presidente, en esta oportunidad deseo referirme a la situación del hospital de Illapel. En la información que recibimos sobre el plan de inversión de Salud para el período 2014-2018, que contempla un conjunto de establecimientos de salud a lo largo del país, dicho establecimiento no estaba considerado, a pesar de la información previa entregada por el gobierno anterior, en el sentido de que las cosas ya estaban resueltas o, al menos, previstas para realizar la inversión. Por lo tanto, la situación nos causó una enorme sorpresa.

Al consultar por las razones por las cuales ese centro hospitalario quedaba excluido del plan de inversiones, el director del Servicio de Salud de Coquimbo, señor Ernesto Jorquera, nos precisó que, respecto de ese hospital, no hay siquiera un estudio de preinversión, vale decir, un estudio base que permitiría tomar la decisión de construir el nuevo hospital. 

Incluso más, en años anteriores se solicitó a la municipalidad un nuevo terreno que reuniera las condiciones adecuadas para realizar la inversión, sin perjuicio de que para ello se necesitaría, al menos, ese estudio de preinversión, para decidir si el nuevo hospital se emplazaría en el mismo lugar en que hoy se encuentra o en uno diferente.

En una reunión reciente con la señora intendenta, se informó al alcalde de la comuna, señor Denis Cortés, de que el informe sí existe. Pero al recabar nuevamente antecedentes al respecto, se nos aclaró que se trataba de una información de naturaleza distinta, que no reúne las características que hemos señalado.

Por lo tanto, pido que se oficie a la ministra de Salud, a fin de que nos remita todos los antecedentes del caso, para contar con información fidedigna y conocer la magnitud del impacto sobre la provincia de Choapa, por cuanto se trata de un hospital de carácter provincial. También solicito que se disponga un plan especial de inversión básica necesaria para que el establecimiento de salud opere en condiciones normales, plan que también incluye la contratación de médicos especialistas que cubran los requerimientos de la comuna.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo manifiestan.

INCLUSIÓN DE TODOS LOS NIVELES ADMINISTRATIVO-TERRITORIALES DE LA REGIÓN DE LOS RÍOS EN ESTADÍSTICAS DEL INE (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Economía, Fomento y Turismo, y al director del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), a fin de que se adopten las medidas necesarias para que la provincia de Ranco sea incluida, de una vez por todas, en la amplia gama de estadísticas y mediciones a nivel regional, como, por ejemplo, la cesantía, pues hasta ahora solo conocemos las cifras de la capital regional, Valdivia, pero no las de la capital de la provincia de Ranco, etcétera. Lo mismo sucede respecto de los antecedentes en áreas como educación, salud y otras. Lo ideal es que las estadísticas abarcaran a toda la Región de Los Ríos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo indican.

INFORMACIÓN SOBRE INICIO DE DIVERSAS OBRAS DE ASFALTADO
DE CAMINOS EN REGIÓN DE LOS RÍOS. (Oficios)

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, además solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, particularmente a la Dirección de Vialidad, a fin de que informe a la Cámara sobre la fecha de inicio de trabajos de asfaltado básico de los primeros siete kilómetros en el sector Liquiñe-Río Hueico, de la comuna de Panguipulli; sobre la fecha de inicio de los trabajos viales en base de carpeta asfáltica en el sector Trumao-Las Trancas, de aproximadamente doce kilómetros, que todavía no comienzan, y sobre el reinicio del asfaltado a Lican, playa del lago Puyehue, en la comuna de Río Bueno, en alrededor de ocho kilómetros que quedaron pendientes desde el año anterior.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de los diputados que lo están solicitando y del Presidente accidental. 

ANTECEDENTES SOBRE CORREDOR VICUÑA MACKENNA NORTE Y DE
PROCESO DE EXPROPIACIÓN DE INMUEBLES PARA EJECUCIÓN DEL
PROYECTO EN COMUNA DE LA FLORIDA (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido Comunista.

Tiene la palabra la diputada señorita Camila Vallejo.

La señorita VALLEJO (doña Camila).- Señor Presidente, en La Florida tenemos un local lleno de historia, fundado el 15 de marzo de 1956, en pleno corazón del centro cívico de la comuna que represento, llamado Quinta de Recreo El Negro Bueno, que lamentablemente hoy se encuentra amenazado por el crecimiento de nuestra comuna y por la falta de voluntad política de nuestras autoridades para lograr compatibilizar el desarrollo urbano con la defensa de nuestro patrimonio cultural local. Se trata de una situación que hemos vivido constantemente en la comuna en relación con la persistente defensa de nuestro patrimonio natural: el bosque esclerófilo Panul.

En un contexto en que el modelo de mercado ha trasladado la vida social a los malls, que son espacios más bien de consumo que de encuentro comunitario, El Negro Bueno apunta a rescatar la verdadera identidad de la comuna, ya que con 58 años de historia ha formado parte del desarrollo económico y social de La Florida, atribuyéndosele participación directa en la creación de la Cámara de Comercio, de la Primera Compañía de Bomberos, de la agrupación de la Cruz Roja, de colegios y de agrupaciones solidarias y culturales, a través de donaciones de sus fundadores. 

También ha sido utilizada para hitos políticos, como acuerdos municipales, lanzamientos de campañas electorales, entre otros, motivos por los cuales la totalidad de los concejales de la Nueva Mayoría y múltiples dirigentes sociales de La Florida están abocados a la férrea defensa del local.

Ese patrimonio cultural, además, se encuentra vivo. Desde que se formó el Centro Cultural El Negro Bueno, semana tras semana se constituye en un espacio para que la comunidad se incorpore, comparta y viva la cultura y la diversidad, desde talleres, cuecazos, teatro, actividades para personas con discapacidad, que lleva a cabo con mucho compromiso la señora Maribel -hija del “Negro Bueno”-, y las más diversas muestras culturales, en un momento en que el desarrollo cultural es, por lo general, reducido y, en muchas ocasiones, solo de elite. 

Todas estas actividades y su historia hicieron a El Negro Bueno merecedor del reconocimiento “Tesoro Humano de La Florida”. 

Por estos motivos, pido que se oficie a las siguientes autoridades: 

Al director del Serviu Metropolitano, a fin de solicitarle que me envíe el proyecto Corredor Vicuña Mackenna Norte, así como también los modelos y/o estudios alternativos de construcción, y que me informe por qué se tomó la determinación de que el corredor del Transantiago pase por donde está considerado en el diseño actual. Asimismo, pido que me informe detalladamente sobre el proceso en virtud del cual se determinó la expropiación de los inmuebles de la zona mencionada, pues existen antecedentes preocupantes respecto de los procedimientos utilizados, ya que la inmobiliaria Ginwalmar obtuvo la cesión de derechos de los dueños de las propiedades de la franja a expropiar con fecha 13 de septiembre de 2013, que se inscribieron el 4 de noviembre. Sin embargo, la expropiación fue notificada a los propietarios recién con fecha 23 de noviembre.

Al contralor general de la República, con el objeto de informarle sobre la situación descrita relacionada con el procedimiento de expropiación y pedirle que tome conocimiento y fiscalice el procedimiento expropiatorio utilizado por el Serviu durante la administración anterior.

Al director de la Corporación Cultural de La Florida, a fin de que me informe sobre los motivos de la demora en la entrega del premio comprometido, es decir, el reconocimiento “Tesoro Humano de La Florida”, comprometido en 2013. 

Por último, al ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de que me informe sobre los criterios técnicos considerados para determinar el corredor del Transantiago en la zona ya referida de Vicuña Mackenna Norte.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de los diputados que lo están solicitando y del Presidente accidental.

REFLEXIONES SOBRE ROL DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EN TRAMITACIÓN DE REFORMA TRIBUTARIA Y SOBRE ACUERDO SUSCRITO EN EL SENADO (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El último turno corresponde al Comité de Renovación Nacional.

El jefe de bancada, diputado Bernardo Berger, entregó a la Mesa una lista de tres diputados que van a intervenir: los señores Nicolás Monckeberg, Diego Paulsen y Bernardo Berger. El tiempo restante se lo cederán al diputado Jorge Sabag.

Tiene la palabra el diputado Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, aunque parezca increíble, hasta la fecha no hemos conocido ningún mea culpa ni reconocimiento del error cometido por el lamentable rol que le cupo a nuestra Corporación, en particular a quienes dirigieron los debates de la Comisión de Hacienda y de esta Sala, durante la tramitación del proyecto de ley de reforma tributaria.

Digamos las cosas como son. Hubo una verdadera colusión entre el ministro de Hacienda y quienes dirigieron el debate en la Comisión de Hacienda y en la Sala para vetar cualquier tipo de participación, a la vez que se utilizaron malas prácticas que, según teníamos entendido, nunca deberíamos aceptar: se restringían los tiempos, se rechazaban audiencias, se nos obligó a votar en paquete para impedir las votaciones separadas, y se declararon masivamente inadmisibles las mismas indicaciones que después se aprobaron en el Senado. Sin embargo, al parecer nadie siente la obligación de responder.

En esta colusión, en la cual participó el propio ministro de Hacienda, que hoy es partidario de aumentar el número de parlamentarios, probablemente para que la Cámara siga actuando como buzón, se opusieron a la construcción de un acuerdo en esta Corporación, con lo cual dañaron a Chile. Además, se opusieron a que la Cámara de Diputados cumpliera con su obligación y su deber de dialogar y debatir.

Por eso, quiero pedir que se oficie al Presidente de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, a fin de que adopte dos medidas: en primer lugar, que las modificaciones del Senado sean conocidas primero por la Comisión de Hacienda -no por la Sala-, para que analice en detalle cada una de las indicaciones, y en segundo término que se adopten las medidas del caso para que la Cámara de Diputados, a través de algunos diputados, también participe en la redacción de las indicaciones que fueron objeto de dichos acuerdos. 

Pido esto porque nadie gana cuando algunos quieren, en un mal concepto de lealtad con el gobierno de turno, transformar a nuestra Corporación sencillamente en un conjunto de personas que son utilizadas por las autoridades como buzón para aprobar o rechazar determinados proyectos de ley.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor diputado, debo aclararle que en el tercer trámite constitucional no es obligatorio que las modificaciones del Senado sean tratadas por la comisión técnica respectiva, en este caso, la de Hacienda. Sin embargo, siempre ha imperado el criterio de que, cuando las modificaciones son de fondo, deben ser conocidas por la comisión técnica, a fin de que emita un pronunciamiento sobre ellas. 

Se enviará el oficio solicitado por su señoría, tal como lo solicitó, a la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, con la adhesión de los diputados que lo están solicitando a la Mesa.

DECLARACIÓN COMO CIUDANA ILUSTRE DE CURACAUTÍN DE VECINA
QUE AYUDÓ A ENCONTRAR A NIÑA SECUESTRADA Y APOYO PSICOLÓGICO
Y SOCIAL PARA LA VÍCTIMA (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Diego Paulsen.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, para muchos es conocido el caso de la pequeña niña que la semana pasada fue secuestrada durante tres días y que, lamentablemente, fue víctima de abusos sexuales. Me refiero a la pequeña Javiera, de Curacautín. 

Gracias al gran aporte de una ciudadana común y corriente, de la tercera edad, la señora Violeta Troncoso, una pequeña comerciante que se la jugó para investigar lo que estaba ocurriendo en la vivienda aledaña, se logró encontrar a la niña y salvarla de las manos de un hombre evidentemente enfermo. La niña estaba con hipotermia y tenía una estocada a la altura del pecho. Gracias a la señora Violeta fue posible resolver el caso. 

Por eso, quiero pedir que se oficie al alcalde y al concejo de Curacautín, a fin de solicitarles que declaren ciudadana ilustre a la señora Violeta Troncoso, vecina de esa comuna. 

Asimismo, pido que se oficie a la gobernadora de la provincia de Malleco, a fin de pedirle que se comunique con la señora Violeta Troncoso, que es una persona de muy bajos recursos, de condición vulnerable, para tenderle una mano, ya que se la jugó decididamente por solucionar este caso.

Junto con ello, solicito que se oficie a la directora del Sename para que preste toda la ayuda psicológica y social que esté a su alcance para ayudar a la menor involucrada.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

SOLICITUD DE AYUDA PARA MADRE SOLTERA VULNERABLE Y SU HIJA, QUIENES VIVEN DE ALLEGADAS EN COMUNA DE VICTORIA (Oficios)

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, el fin de semana pasado tuve conocimiento de un hecho terrible ocurrido a una joven madre soltera y trabajadora esforzada.

Ella trabaja solo media jornada y vive de allegada en la calle Chorrillos N° 540, de la comuna de Victoria, junto con su hija de tan solo un año de vida. Debido a las condiciones insalubres del lugar que habita, un ratón mordió a la pequeña.

A causa de este hecho, pido que se oficie a la gobernadora de la provincia de Malleco y al alcalde y concejo de la comuna de Victoria, para que se pongan en contacto con esa esforzada madre y su pequeña hija, y les presten toda la ayuda social necesaria, a fin de que puedan salir adelante.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

PREOCUPACIÓN POR FALTA DE AYUDA GUBERNAMENTAL REGIONAL Y PROVINCIAL A PEQUEÑOS AGRICULTORES DE LONQUIMAY AFECTADOS POR LA NIEVE Y A FAMILIA AFECTADA POR INCENDIO DE SU VIVIENDA (Oficios)

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, el fin de semana pasado, visité Lonquimay y pude constatar nuevamente la falta de ayuda del gobierno regional y provincial a los pequeños agricultores y parceleros que se han visto afectados por las nevazones. Los terrenos están cubiertos por más de un metro de nieve y ya no les queda pasto ni concentrado para alimentar a sus animales. Pero eso no es todo. También encontré una familia, en Mitrauquén Bajo, a la que hace un mes se le quemó por completo su casa y que hasta ahora no ha recibido ayuda del gobierno regional o provincial. 

Esas personas están viviendo en un galpón, sin ningún sistema de aislación térmica, por lo que en las noches deben resistir temperaturas de hasta 10 grados bajo cero.

Esta familia, compuesta por siete personas, entre las que se encuentra la señora Elsa Rodríguez y los señores Ricardo Gayul y Fernando Calfín, necesitan ayuda de manera urgente, por lo que solicito que se oficie al intendente regional y a la gobernadora de la provincia de Malleco para que presten auxilio tanto a esa familia, que vive literalmente en la nieve, como a los pequeños agricultores y parceleros que se han visto afectados por las nevazones.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE AVANCE Y MEDIDAS DE AGILIZACIÓN
DE PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE AVENIDA ESPAÑA, COMUNA
DE VALDIVIA (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Bernardo Berger.

El señor BERGER.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball, para que informe en detalle sobre el estado en que se encuentra el proyecto de mejoramiento de avenida España, en Valdivia, y las medidas que se adoptarán para agilizarlo.

Esta iniciativa forma parte de los compromisos adquiridos por dicha cartera en el marco de un convenio de programación suscrito por el Ejecutivo en 2007, pero sin que hasta ahora haya tenido ejecución este aspecto en específico.

Personalmente -pero creo transmitir el malestar de miles de valdivianos-, veo que algunas cosas, especialmente referidas a infraestructura en la región, se hacen mal, a medias, sin coordinación intersectorial o, derechamente, no se hacen.

Este comportamiento histórico tiene un efecto rebote en la confianza ciudadana y, lo que es más delicado, en la inversión privada, que se limita por la incertidumbre ante las palabras empeñadas por el Estado. 

Dado que, al margen de las polémicas e irregularidades que lo han rodeado, el puente Cau Cau se encuentra a solo unos meses de entrar en funcionamiento; dado también que el consejo regional de Los Ríos acaba de aprobar la ampliación de presupuesto que permitirá mejorar el camino Cabo Blanco-Las Marías, y considerando que el puente Santa Elvira y Circunvalación ya comenzó su ejecución, avenida España es el único proyecto faltante en este sector del radio urbano que permitirá la plena vialidad estructural de la capital regional.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

EVALUACIÓN DE ASFALTADO DE CAMINO ENTRE RUTA 5 Y SECTOR
LOS TILOS, COMUNA DE BULNES (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El Comité de Renovación Nacional ha cedido el tiempo restante al diputado señor Jorge Sabag.

Tiene la palabra su señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al director de Vialidad, para que tengan a bien estudiar la pavimentación del camino que une la Ruta 5 con el sector Los Tilos, de la comuna de Bulnes. 

Se trata de una ruta intensamente transitada, y solo bastaría con un doble tratamiento asfáltico para mejorar la calidad de vida de los miles de personas que viven en sectores Los Marcos, Los Tilos, San Luis de Cerrillos, de la localidad de Santa Clara, de la comuna de Bulnes.

Pido que se concrete esta obra lo más pronto posible.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.16 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía
y Regionalización recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de
la Mujer y la Equidad de Género y modifica normas legales que indica
(boletín N° 9287-06-1).

“Honorable Cámara:

La Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización pasa a informar el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje y con urgencia calificada de “simple”.

I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de esta iniciativa, lo siguiente:

1.- Que sus ideas matrices o fundamentales son crear el Ministerio en referencia y reformar el Servicio Nacional de la Mujer, a fin de poder concretar los cambios institucionales necesarios para iniciar una nueva etapa en la política de género existente en nuestro país.

2.- Que sus disposiciones son de rango legal común, excepción sea hecha del artículo 8°, inciso primero, el que en virtud de una indicación del Ejecutivo, define al Comité Interministerial que crea, como “una instancia de acuerdo para la adopción de políticas públicas” en materias propias del Ministerio, norma que, en virtud de un fallo del Tribunal Constitucional tenido a la vista (Rol N°2061-11-CPR), sería propia de Ley Orgánica Constitucional, a la luz del artículo 38 de la Carta Fundamental.

3.- Que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda el Título II del artículo primero permanente; y los artículos primero, segundo, tercero, cuarto y sexto transitorios.

4.- Que fue aprobado, en general, por unanimidad , con los votos de los Diputados Farías, don Ramón (Presidente); Aguiló, don Sergio; Arriagada, don Claudio; Becker, don Germán; Berger, don Bernardo; Chávez, don Marcelo; González, don Rodrigo; Mirosevic, don Vlado; Morales, don Celso; Ojeda, don Sergio; Sandoval, don David; Urrutia, don Osvaldo y de la Diputada Cicardini, doña Daniella.

5.- Que se designó Diputada Informante a la señorita DaniellaCicardini.

II. ANTECEDENTES.

a) El Mensaje

Al decir del Mensaje, esta iniciativa legal da cumplimiento al compromiso de la Presidenta de la República, adquirido durante su reciente campaña, en cuanto a que es necesario iniciar una nueva etapa en la política de género, garantizando adecuadamente los derechos de las mujeres y avanzando decididamente hacia una mayor equidad entre ambos géneros.

Afirma que, en el tiempo reciente, se han logrado avances que se han presentado en la garantía y respeto de los derechos de las mujeres; sin embargo, subsisten importantes brechas en el pleno goce de los derechos de estas que hacen indispensable dotar al país de una institucionalidad idónea para liderar los cambios normativos, políticos, culturales y económicos que demanda la equidad de género. Así, destaca la subsistencia de una brecha salarial entre hombres y mujeres, donde a igual trabajo no corresponde igual remuneración; la inequitativa distribución de los costos del cuidado de los hijos entre mujeres y hombres; la necesidad de reconocer los derechos de las mujeres a una sexualidad, a vivir una vida libre de violencia y a un mayor acceso a las esferas de decisión públicas y privadas.

A lo anterior, cabría sumar las transformaciones sociales y políticas que el mundo ha experimentado y una ciudadanía activa que demanda mayores derechos, equidad e igualdad; lo que se ha traducido en nuestro país en un conjunto de cambios que tienen incidencia directa en las personas, obligando al Estado a estar a la altura de aquellos y avanzar en la erradicación de las desigualdades, debiendo adecuarse a tales transformaciones y responder a las exigencias de una ciudadanía que requiere más y mejores espacios de participación, que profundicen nuestra democracia y que amplíen el ejercicio de sus derechos. 

Tales hechos obligan a las instituciones del Estado a tener un rol significativo debiendo satisfacer las necesidades de la ciudadanía sobre la base de dar un efectivo reconocimiento a la diversidad que caracteriza a nuestra sociedad.

De allí que interesa al Ejecutivo establecer una nueva institucionalidad, destinada a cautelar los derechos y libertades de las mujeres y promover, con ello, una sociedad más justa e igualitaria.

A continuación, efectúa una reseña de la evolución de la institucionalidad vinculada a la promoción de los derechos de las mujeres en Chile. Así, destaca que en el año 1969, durante el gobierno del Presidente Frei Montalva, se creó la Oficina Nacional de la Mujer de la Presidencia de la República, dependiente de la Secretaría General de Gobierno. Luego, bajo el mandato del presidente Salvador Allende, en el año 1972, se creó la Secretaría Nacional de la Mujer. Con posterioridad, la referida Secretaría se mantuvo, con el carácter de unidad dependiente de la División de Organizaciones Civiles de la Secretaría General de Gobierno. En 1989 se incorporó a nuestro ordenamiento jurídico interno la “Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer”.

Finalmente, a principios de los noventa, se crea el Servicio Nacional de la Mujer, organismo funcionalmente descentralizado, con patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, y cuya misión ha sido coordinar, planificar y proponer políticas, planes y programas que persigan lograr la plena igualdad e incorporación de la mujer en todas las áreas del quehacer nacional y velar por la eliminación de cualquier norma y práctica discriminatoria en su contra. 

Este último Servicio, desde el momento de su creación, ha logrado proyectar la perspectiva de género en el conjunto de instituciones del Estado, siendo consideradas en el accionar de estas las necesidades diferenciadas de hombres y mujeres, favoreciendo el avance hacia la equidad de género.

Su creación, a juicio del Ejecutivo, permitió poner en la agenda pública las principales demandas de las mujeres e impulsar políticas públicas y reformas legislativas en materias tan relevantes como la violencia intrafamiliar, la participación social y política, la igualdad jurídica de los hijos, las condiciones laborales de las mujeres, así como desarrollar programas nacionales dirigidos a amplios sectores de mujeres, tales como jefas de hogar y temporeras, entre otros.

No obstante los significativos avances sobre la materia, el carácter de Servicio y su dependencia administrativa del Ministerio de Desarrollo Social han coartado su capacidad de actuación autónoma y sus facultades, restringiendo su capacidad de influir en el quehacer público.

Por otra parte, la estructura y gestión centralizada, que caracteriza al Servicio, resta protagonismo y capacidad de decisión a las direcciones regionales, limitando la ejecución de políticas y programas adecuados a cada realidad territorial. 

Todo ello hace necesario dar un salto significativo y decisivo que posibilite la eliminación de las brechas existentes, mejorar la legislación y proponer medidas adicionales en materia económica, política y laboral; impulsar nuevos programas en aquellas áreas en las cuales las mujeres muestran un mayor rezago y que dificultan el pleno ejercicio de sus derechos.

Tales consideraciones hacen concluir al Ejecutivo que, enfrentados hoy al desafío de alcanzar el desarrollo como nación, se hace necesario el perfeccionamiento de nuestra institucionalidad, creando un Ministerio de la Mujer que permita garantizar el acceso pleno de ellas al control de los recursos económicos y políticos, para asegurar la equidad e igualdad entre hombres y mujeres y, de esa forma, construir una sociedad más democrática.

b) Normativa relacionada con el proyecto.

El artículo 63 de la Constitución Política señala aquellas materias que, excluyentemente, requieren de ley; y, en su N°14, hace referencia a aquellas otras que la propia Carta Fundamental indica como leyes de exclusiva iniciativa del Presidente de la República, cuestión de la que se hace cargo el artículo 65 de la misma; el cual, en su inciso cuarto N°2, consigna la creación de nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones.

A su vez, el artículo 19 de la Ley Fundamental, en su inciso segundo, asegura a todas las personas la igualdad ante la ley, agregando que, en nuestro país, no hay personas ni grupos privilegiados.

Por otra parte, la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en su artículo 1°, inciso segundo, señala qué entidades constituyen la Administración del Estado.

La ley N°19.023 creó el Servicio Nacional de la Mujer como un servicio público, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio.

Otro texto legal, al que resulta pertinente hacer referencia, es la ley N°19.863, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la administración pública, por la cual se estableció una Asignación de Dirección Superior a ser percibida por el Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes y Jefes Superiores de los servicios públicos regidos por el Título II de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración Pública.

La ley N°19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos, en su artículo trigésimo sexto, determina que el Sistema de Alta Dirección Pública será aplicable en los servicios públicos regidos por el ya mencionado Título II de la Ley de Bases, a excepción de aquellos que también señala.

Otra normativa que viene al caso citar es la establecida por la ley N°20.066, que tiene por propósito prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de ella.

c) Derecho comparado

A solicitud de la Comisión, la Biblioteca del Congreso Nacional preparó un estudio acerca de la experiencia extranjera en la institucionalización del Ministerio de la Mujer, el que, muy sucintamente, pasa a consignarse en esta parte del informe; pero que, por su natural interés, se agrega íntegramente como anexo de este.

En ese entendido, se señala en dicho estudio que en Latinoamérica, prácticamente todos los países mantienen instituciones gubernamentales encargadas especialmente de resolver la discriminación de la mujer; sin embargo, pocos las han elevado a rango ministerial. Además, parece ser que en el mundo desarrollado los buenos índices de igualdad entre hombres y mujeres se deben tanto a un enfoque cultural y a sus buenas condiciones de desarrollo, como al fortalecimiento institucional de estos organismos.
En el caso de Suramérica, Perú y Paraguay son, junto con Venezuela, los únicos países de la región que presentan una institución ministerial vinculada a género y, aunque su creación es reciente, se puede observar algún grado de evolución. En Centroamérica, los ministerios de República Dominicana y Nicaragua datan del año 2010 y 2013, respectivamente, generando algunos avances (más marcados en el caso de Nicaragua). En Europa, se pueden destacar los casos de Francia y Suecia, este último país se mantiene dentro de los primeros lugares en los rankings internacionales de igualdad de género.

En los casos de Ministerio de la Mujer en Centroamérica, se da la particularidad que cuentan con Consejos Consultivos, organismos de carácter asesor, conformados por representantes del gabinete ministerial en sus respectivas áreas sectoriales, sumado a componentes de la sociedad civil y expertos, que dan cuenta de la realidad de la mujer y sugieren cursos de política a las correspondientes Ministras. De hecho, en Nicaragua, desde 2004, existe una ley que respalda la existencia y funciones del Consejo.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

a) En general.-

Durante este trámite, la Comisión contó, además de la presentación del Mensaje por parte del Ejecutivo, con la presencia y participación de las autoridades y representantes de instituciones cuyas intervenciones, en su parte esencial, pasan a reseñarse.

1.- La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (Sernam), señora Claudia Pascual Grau. 

Quien, acompañada de la Subdirectora, señora Gloria Maira Vargas y de la Jefa de la Unidad Reformas Legales de dicha institución, abogada Claudia Sarmiento Ramírez, al introducir el proyecto de ley, señaló que éste se inserta en la lógica de los “derechos de las mujeres y rol del Estado”, reconociendo en el devenir de la discriminación, tanto avances como escollos, pero con un diagnóstico que indica que la discriminación en contra de la mujer ha ido disminuyendo. Si bien se asume como punto de partida la existencia de diferencias entre los sexos, y se las valida, ellas no pueden ser tenidas, afirmó, como justificación para la discriminación o menoscabo de los derechos de la mujer, como, históricamente, ha ocurrido en mayor o menor medida. Sin perjuicio de las diferencias, debe prevalecer la idea de igualdad de derechos entre hombres y mujeres, y así se consagra desde la propia Constitución Política de la República y en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile, entre los que destacó en particular dos, como son la “Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer”, y la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer”, más conocida como “Convención de Belém do Pará”, y que por tanto deben ser consideradas para orientar políticas de Estado.
En tal sentido, agregó, fundamental es la institucionalización, dentro del Estado, de un espacio que efectivamente se aboque a eliminar la discriminación y promueva el respeto de los derechos de la mujer, en condiciones de plena igualdad; justamente con tal propósito, agregó, es que se creó en 1990 el Servicio Nacional de la Mujer (Sernam), aunque, advirtió, no es esta la primera ni la única iniciativa en tal sentido, pues ya desde los gobiernos de Frei Montalva y Allende hubo reparticiones estatales destinadas a velar por los derechos de las mujeres.

Es con el Sernam, sin embargo, a partir de la década de los ’90, que se le da curso con mayor efectividad al cumplimiento de esos compromisos. Este organismo asume dos ámbitos esenciales que atender: por una parte, la generación de políticas públicas, normas, planes y programas que promovieran los derechos de las mujeres y la eliminación de la discriminación, y por la otra, impulsar la transversalización de la perspectiva de género en el quehacer del Ejecutivo y del Estado en general; no es esta una responsabilidad únicamente del Ejecutivo, o de un órgano específico, aseguró, sino de toda la institucionalidad estatal, es decir, de todos los ministerios así como de los otros poderes del Estado. En este sentido, el Sernam ha cumplido, hasta hoy, satisfactoriamente un importante rol en la transversalización de esta temática, incluso en los procesos legislativos.

Actualmente, detalló, el Servicio Nacional de la Mujer cuenta con una estructura orgánica que se compone de una Directora Nacional del servicio, que, aunque tiene rango de ministra, no está al mando de un ministerio; cuenta el servicio también con una Subdirectora, Direcciones Regionales insertas en los gabinetes de los respectivos intendentes, Departamentos y Programas. Agregó que pese a que la creación del Sernam constituyó un avance en las materias que le fueron entregadas, presenta debilidades, tales como que la institucionalidad regional no cuenta con las herramientas necesarias para transversalizar la perspectiva de género y paralelamente ejecutar los programas propios del Sernam. Esta “debilidad institucional”, precisó, permite que las políticas y los programas del servicio estén muy expuestos a los cambios políticos y coyunturales, sin que puedan instalarse como verdaderas políticas de Estado, partiendo del hecho que la Directora y la Subdirectora tienen rango de Ministra y Subsecretaria respectivamente, pero el servicio continúa siendo un Servicio. Acusó problemas propios del enfoque de la gestión y de su objeto o propósito, pues la actual definición de la naturaleza del Sernam no establece, en forma clara y contundente, que su rol es contribuir a corregir efectivamente la discriminación y a que el Estado cumpla con sus obligaciones de respetar y garantizar los derechos humanos de las mujeres. Son debilidades institucionales, recalcó, que con urgencia deben ser superadas, y que en definitiva apuntan a establecer la necesidad de contar con un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.

En tal contexto, explicó, es que se presenta el proyecto de ley en cuestión (Boletín 9287-06), dando ejecución a una de las medidas comprometidas en el Programa de Gobierno de la Presidenta, dentro de las reformas político-institucionales a desarrollar, y que representa toda una renovación institucional, como es el elevar el rango y el alcance del accionar institucional mediante la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Con el propósito de concretar la transversalización de esta temática, es que el proyecto contempla, entre otras medidas, la creación del “Consejo de Ministros para la igualdad de oportunidades”, como instancia técnica que permita la vinculación con políticas públicas sectoriales.

Se trata de una propuesta, aclaró, que considera la redefinición de la naturaleza jurídica de la institucionalidad: ya no un servicio dependiente, sino un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, esto es, una institucionalidad permanente dedicada a la incorporación de criterios de equidad de género en el ámbito público y privado, y que permitirá contar con la capacidad de proponer políticas, normas, planes y programas a nivel nacional, regional y local. El objeto y las atribuciones de la nueva institucionalidad, en materia de equidad de género y eliminación de la discriminación, apuntan a garantizar igualdad de derechos y oportunidades; a la plena participación de las mujeres en los ámbitos político, social, económico, etc.; al ejercicio de las libertades fundamentales de la mujer, lo que va en directa relación con su autonomía personal o capacidad de decisión; y, finalmente, al cumplimiento de obligaciones internacionales.

La orgánica propuesta, a partir de la creación de un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, contempla, la designación de una Ministra (o Ministro), de una Subsecretaria (o Subsecretario), la desconcentración territorial del Ministerio, con Secretarías Regionales Ministeriales, Divisiones y Departamentos. Conjuntamente, e integrado a esta nueva estructura, se espera mantener el actual servicio, mudando su nombre a: “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”, a cargo de un Director(a) Nacional, un Subdirector (a) Nacional, Direcciones Regionales, Departamentos y Programas; es decir, la actual estructura de Sernam se transfiere a esta orgánica “doble”, donde, por una parte, el Ministerio se encargará básicamente de la “transversalización” de la participación, y, por la otra, el servicio, a través de sus direcciones regionales, se encargará de la implementación y ejecución de los programas específicos.

Se contempla además la creación de un “Comité Interministerial para la Igualdad de Oportunidades”, cuya función será colaborar con el seguimiento de la implementación de las políticas, planes y programas orientados a la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, y que estará presidido por el/la Ministro/a de la Mujer y la Equidad de Género, y lo integrarán, además por los ministros (as) del Interior y Seguridad Pública, Secretaría General de la Presidencia, de Economía, Fomento y Turismo, de Desarrollo Social, de Educación, de Justicia, del Trabajo y Previsión Social, de Salud, y de Agricultura.

Finalmente, agregó, el proyecto propone la creación de un “Fondo para la Equidad de Género”, con el que se busca contribuir al financiamiento de proyectos, programas, actividades, educación y difusión, destinados a fortalecer la asociatividad y liderazgo de las mujeres, promover la equidad de género y a procurar eliminar toda forma de discriminación en contra de ellas. Con esto se procura revitalizar a las asociaciones sociales de mujeres, actualmente deprimidas, y que históricamente han sido las impulsoras del fortalecimiento de la posición social y de la participación política, y en otros ámbitos, de las mujeres en el país. Naturalmente, aclaró, los recursos del Fondo se consultarán en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

2.- La encargada de la Oficina de Igualdad de la Universidad de Chile, señora Carmen Andrade. 

Se refirió, en primer término, a los antecedentes del proyecto de ley en debate, entre los que cabe considerar el lapso comprendido desde la creación del Sernam en 1990, hasta la presentación del actual proyecto. Recordó que originalmente, ya en dicho año, la idea era crear un ministerio de la mujer, pues lo demandaban las propias organizaciones de mujeres, y así lo recogía la agenda del Gobierno de la época. Sin embargo, y dadas las condiciones políticas y sociales del momento, se optó por crear un servicio, sometido en consecuencia a alguna tutela de un ministerio, que en este caso era Mideplan de entonces, símil del actual Ministerio de Desarrollo Social. Tal opción, afirmó, tuvo que ver con un cierto desconocimiento, en aquella época, sobre la gravedad y magnitud de las desigualdades y discriminaciones de género, desconocimiento que en estos días está ampliamente superado. Así las cosas, detalló, el Sernam nació como una institucionalidad específica para crear políticas “pro igualdad”, pero con algunas limitaciones orgánicas; la principal de ellas, la sola dependencia de un ministerio de un ámbito lejano. Aquello, afirmó, resultaba paradójico pues, a diferencia de otros ministerios, el ministerio rector (Mideplan) tenía un foco prioritario en el desarrollo de políticas de superación de la pobreza, así como programas preferentes para grupos vulnerables, a la par que el Sernam debía ocuparse de las políticas pro igualdad, inmerso o perteneciendo a una entidad ocupada de una temática distinta. Esta teórica distancia, afirmó, se ha superado en la práctica, a partir de la buena voluntad y entendimiento entre ministro (a) y autoridad superior del servicio. Un segundo obstáculo, agregó, ha estado dado por el escaso presupuesto asignado al Sernam, lo que se reflejó en una muy reducida dotación de personal, ya que con cincuenta y nueve (59) funcionarios se debió montar una estructura en las trece (luego quince) regiones, y un nivel central, para atender muy importantes funciones, que no han tenido contrapartida en un presupuesto adecuado al desafío.

Precisó que, pese a tales debilidades, durante los años recientes se ha logrado establecer en Chile una verdadera “institucionalidad de género”, donde el ente más visible es el Sernam, sin ser el único componente de esa institucionalidad; en tal sentido, agregó, si lo que se busca es un fortalecimiento institucional, se debe recoger la experiencia de otros componentes que sí permiten generar políticas de género, y en tal sentido parece correcto, en el proyecto de ley, reponer el “comité de ministros por la igualdad”, originado en el Gobierno del Presidente Lagos, y que resultó ser un muy buen instrumento para hacer seguimiento de políticas públicas, pues en él concurren los ministerios sociales y económicos, bajo la coordinación del Sernam, como instancia intersectorial, donde se puede ir verificando que los distintos ministerios vayan incorporando políticas de género. De forma que la creación de este nuevo ministerio, acompañado de este comité de ministros, aparece, en su opinión, como una fórmula correcta y adecuada para los propósitos que el Gobierno ha tenido a la vista al presentar esta iniciativa.

Respecto del proyecto de ley en debate, señaló que, en su opinión, resuelve de forma bastante adecuada varios puntos pendientes, partiendo desde un aspecto simbólico, al situar el tema de la igualdad entre hombres y mujeres al más alto nivel de la agenda y la institucionalidad pública, haciéndose cargo de que en Chile, más allá de grandes avances en los años recientes, aún persisten serias e injustas desigualdades y brechas de género. Otro aspecto destacable, en su opinión, es que permite asumir paralelamente las funciones de diseño de políticas y reformas legales, por una parte, a través del Ministerio y, por la otra, la de ejecución de esas políticas y programas a través de un Servicio, como el Sernam; programas que se caracterizan por ser “intersectoriales”, no radicados en una específica institución del Estado; ilustró lo anterior aludiendo a la temática de la violencia doméstica, pues en la materia pueden generar políticas tanto el ministerio de Justicia, como el de Salud y el de Educación, pero para ninguno de ellos es prioritario o exclusivo. Destacó como un tercer aspecto positivo, el que esta nueva estructura favorece, a su modo de ver, el desarrollo de “políticas de equidad” no sólo a nivel nacional, sino que también a nivel regional y local, pues al disponer el ministerio de “secretarios regionales ministeriales” estos podrán participar en condiciones de igualdad con sus pares en el gabinete regional, podrán impulsar políticas pertinentes a esos territorios y, a la vez, podrán tener influencia política en un cierto nivel, estando, por otra parte, el Servicio, que podrá ejecutar políticas directas (y programas), con las mujeres en las comunas. Un cuarto aspecto que destacó positivamente es que esta estructura favorece, a su juicio, la capacidad de incorporar el enfoque de género de manera transversal en los distintos ministerios y servicios, pues el proyecto asume que la desigualdad se expresa en materia de vivienda, de trabajo, de educación, de salud, etc. Un quinto tema correctamente resuelto por el proyecto, afirmó, es que se aprovechan de manera óptima las actuales dotaciones de personal e infraestructura; es decir, se crea una nueva institucionalidad aprovechando los recursos existentes, sin crear excesiva nueva burocracia y con costos acotados.

Por otra parte, aludió a algunas deficiencias que, en su opinión, presenta el proyecto, tales como que aquellos artículos que definen o establecen las atribuciones o funciones de los órganos, se encuentran encabezados por el verbo rector “promover”, en circunstancias que la experiencia ha demostrado que tal verbo puede ser “todo” y puede ser “nada”, pues no ofrece ningún grado de exigibilidad respecto de lo que se está “promoviendo”; a su juicio, dicha forma verbal no resulta suficiente para asegurar que el servicio cumpla sus funciones, y por el contrario, adelantó a modo de propuesta, reemplazar algunas de las formas verbales empleadas en el proyecto por otras que den más peso a las atribuciones. En suma, concluyó, de lo que se trata es que las atribuciones y funciones que el proyecto otorga, efectivamente tengan un correlato en capacidades reales para que los nuevos órganos las ejecuten y logren, a su vez, que ello impregne, transversalmente, la labor de los demás ministerios.
Finalmente, afirmó, la experiencia comparada de otros países que cuentan con estos mecanismos en pro de la igualdad de género, demuestra que su ubicación dentro del organigrama del Estado, su autonomía operativa y su capacidad de cumplir sus funciones, son los elementos claves para la efectividad de las políticas.

3.- La Directora Ejecutiva de Comunidad Mujer, señora Alejandra Sepúlveda. 

Presentó un diagnóstico según el cual la desigualdad de género es estructural en nuestra sociedad, persiste, y es, por tanto, necesario enfrentarla desde una institucionalidad fortalecida, como lo será la creación de un “ministerio de la mujer”. Chile en las dos últimas décadas, destacó, ha tenido un notable crecimiento económico, una exitosa transición democrática y, sin embargo, la desigualdad sigue presente y tiene una fuerte expresión de género, según lo indican diversos rankings internacionales, como el “índice de potenciación de género”, del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) del año 2012, en que Chile ocupa el lugar 40 entre 186 países, aunque si sólo se considera aquellos de ingresos altos, cae al penúltimo lugar. Por su parte, el ranking del WorldEconomicForum (WEF) del año 2013, sitúa a Chile en el lugar 91 entre 136 economías en la clasificación general, pero es peor, aún, la posición en los sub índices de “participación económica” y de “participación política”, incluso considerando el hecho de haber tenido una presidenta años atrás y repetir tal condición.

Agregó que hoy el país no presenta un problema relacionado con matrículas en educación, es decir, no hay brechas de género en el ingreso a la educación, en sus diversos niveles, pero sí se presenta tal brecha cuando se atiende al resultado en las pruebas o test estandarizados, como el caso del simce que evidencia una brecha significativa en los resultados de matemáticas en perjuicio de las mujeres, que aparece ya en cuarto básico, y que se profundiza hacia octavo básico; por su parte, en la prueba internacional de la OCDE para escolares de quince años, PISA 2012, de matemáticas, Chile aparece en el penúltimo lugar, sólo superando a México, y último en el índice de brecha de género de esa misma prueba, lo que significa que las estudiantes chilenas están medio año retrasadas respecto de las de los demás países, y en desventaja notoria respecto de los hombres. Luego, tales resultados se reflejan necesariamente en la PSU donde las mujeres, por ejemplo en el año 2011, obtienen resultados que de alguna forma las condicionan a optar por carreras tradicionalmente consideradas como feminizadas, que en el ámbito son peor consideradas que otras y, por tanto, peor pagadas; los hombres, en cambio, que obtienen resultados significativamente mejores, no sólo en matemáticas, sino también en historia y ciencias, pueden acceder a carreras más relevantes en la industria, en la producción, en informática y en ingenierías y profesiones afines. Por ejemplo, destacó, si se analiza la carrera de ingeniería comercial, se detecta una “segmentación vertical”, que implica que, si bien las mujeres acceden a esta carrera, una vez graduadas no logran llegar a las gerencias generales y a los directorios. Explicó que lo antes descrito tiene por consecuencia que, en términos de “participación laboral femenina”, la mujer chilena alcanza un nivel del 47%, lo que está por debajo de los promedios de América Latina y el Caribe y, aún más, por debajo del promedio de los países de la OCDE, y representa una brecha de género en perjuicio de las mujeres. Resulta aún más llamativo, afirmó, que también se presenta tal brecha, entre mujeres, si se consideran los “quintiles de ingreso”, pues las del primer quintil participan en el mercado laboral significativamente menos que las del quinto; ahora bien, agregó, en el universo de las mujeres que trabajan, un 38% de ellas lo hacen en la informalidad.

En otro orden, refiriéndose a los años recientes en que el país está viviendo un proceso de expansión económica, sobre la base de un gráfico estadístico que exhibió, explicó que, del análisis por segmento de edad, surge que la ocupación entre las mujeres en edad fértil ha mostrado un menor dinamismo que el que viene registrando, desde hace tres años, el empleo de las mayores; esto evidencia, afirmó, que la maternidad tiene un importante costo para la mujer, en cuanto restringe sus oportunidades de participación laboral. Consecuencia de lo anterior, agregó, se presenta un mercado laboral totalmente segmentado, pues las mujeres se desempeñan principalmente en comercio, en servicios como hotelería y gastronomía, en docencia, en servicios sociales y salud, en actividades comunitarias y en el empleo doméstico; esta segmentación de mercado genera, como resultado, una importante “brecha salarial” entre hombres y mujeres, que, en promedio, indica que ellas ganan un 22,7% menos que los hombres en labores similares, sólo considerando a los trabajadores dependientes, puesto que, si se considera a los trabajadores “por cuenta propia”, tal brecha sube al 30%. A su vez, agregó, las brechas de género se expresan en las diferentes trayectorias educacionales y se vuelven determinantes en el mercado de trabajo para la empleabilidad, el salario y la productividad, de forma que, a mayor nivel educacional, las mujeres enfrentan una brecha salarial, respecto de los hombres, aún mayor (por sobre el 36%).

Considerando que, según afirmó, a partir del año 2030 habrá más dependientes (tanto adultos, como niños) que población activa, incrementar la participación laboral de las mujeres no sólo es un avance importante en términos de equidad, sino que es fundamental como estrategia para fortalecer la seguridad social.

En materia de pensiones, hizo presente que las chilenas llegan con peores perspectivas que sus pares hombres a la vejez, porque en su trayectoria laboral tienen mayores lagunas, se han mantenido más tiempo en la informalidad y con menores salarios. Así, graficó con un ejemplo: una mujer con 10 años de lagunas, que comenzó a trabajar a los 24 años y cuyos ingresos aumentaron en términos reales 1,7% anual, estaría retirándose a los 60 años con una tasa de reemplazo inferior a 30%. Esta realidad, en conjunto con la mayor esperanza de vida, impone grandes desafíos.

En términos de participación política de la mujer, considerando las estadísticas de los promedios mundiales y regionales de mujeres en el parlamento, entre los años 1995 y 2012, si bien hay una clara tendencia mundial a una mayor participación, en el caso de Chile ella se mantiene en los niveles del año 1995, dando cuenta de una muy baja participación de la mujer en política, del orden del 14%, en circunstancias que el promedio latinoamericano está por sobre el 23%. Hoy en nuestro país las diputadas representan el 17% de la Cámara Baja y, por su parte, las senadoras son el 13,2% de la Cámara Alta; esta baja participación se explicaría, afirmó, aparte de las razones político-institucionales (estructura del sistema electoral), en la determinación o designación misma de candidatas desde los partidos políticos, la que, en promedio, no supera el 20% del total de candidatos. Si se analiza a nivel del poder local (o municipal), la participación de la mujer chilena también se encuentra por bajo los promedios latinoamericanos y de la OCDE, aunque es levemente superior que la registrada en el poder legislativo nacional. Para el caso específico de los consejos regionales (CORES), cuyas primeras elecciones democráticas se acaban de realizar, la participación de mujeres en dicha instancia es del 15%, destacándose negativamente ciertas regiones (la del Libertador Bernardo O´Higgins y la de Coquimbo), donde no hay ninguna mujer en el consejo (0% de participación). Finalmente, en el ámbito del Gobierno central, si bien se registró un peack del 42% en el primer gobierno de Bachelet, la presencia de mujeres en el gabinete (sólo ministras) ha sido históricamente baja, y hoy se sitúa en el 39%, por lo que el promedio, desde el retorno a la democracia, está muy lejano de la paridad. En suma, concluyó, el sistema político chileno opera como un verdadero desincentivo a la participación de las mujeres, ya sea debido al sistema electoral, al comportamiento de los partidos políticos, a la dificultad de obtener financiamiento para campañas o debido a la ausencia de acciones afirmativas que permitan revertir esta baja participación política en breve tiempo.

Finalmente, los antecedentes estadísticos descritos evidencian, afirmó, una notoria sub representación de la mujer en todos los ámbitos, en lo laboral, en lo político, etc., enfrentando una importante condición de desigualdad, que opera como una muy poderosa justificación de la necesidad de contar en Chile con una institucionalidad que permita abordar el problema, desde todos los ámbitos del Estado, ya no como un tema sectorial sino contar con un ministerio, que podrá influir en las políticas de todos los ministerios que algo tengan que decir en la solución de esta condición de desigualdad que afecta a las mujeres.

4.- La representante, encargada de seguimiento legislativo, de la Corporación Humanas, Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género, señora Camila Maturana. 

Señaló que la equidad de género, la igualdad de derechos entre hombres y mujeres y la supresión de la discriminación contra las mujeres, son objetivos fundamentales en un estado democrático de derecho, donde el quehacer de los órganos públicos, las leyes, las políticas y los programas se orientan precisamente al reconocimiento, la protección y la garantía de los derechos fundamentales de las personas. El Estado chileno, agregó, es signatario de los más importantes tratados internacionales de derechos humanos, a la vez que integra los mecanismos internacionales y regionales de que se ha dotado la comunidad internacional, para velar por la protección de los derechos de las personas, sin discriminación. Así, junto al Pacto de Derechos Civiles y Políticos, al Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la Convención Americana de Derechos Humanos, entre otros instrumentos, el Estado de Chile es parte de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, desde el año 1989, y de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, desde 1998; lo anterior significa que hay un conjunto de obligaciones que el Estado de Chile asumió en materia de reconocimiento, protección y garantía de los derechos de las mujeres, que recaen en el conjunto de poderes del Estado. Por otra parte, en la comunidad internacional, en las últimas décadas, se han producido importantes avances en el reconocimiento de los derechos de las mujeres y en la eliminación, al menos en parte, de las discriminaciones más graves que les afectan; todo ello, en gran medida, debido al cumplimiento de los señalados compromisos internacionales que los estados han asumido, pero, también, como una respuesta a las demandas de los movimientos de mujeres y los movimientos feministas; así, en los países de nuestra región, agregó, entre los años ´80 y ´90, producto de los procesos de recuperación de la democracia y término de conflictos armados, se observan procesos de reforma del Estado que contemplan la creación o establecimiento de mecanismos institucionales para la igualdad de género, con diversos grados de desarrollo, procesos en los que se impulsaron reformas constitucionales en varios países de la región, para garantizar la igualdad de derechos, la no discriminación y las medidas de acción afirmativa, puntos en los que en Chile, sostuvo, no se ha avanzado tanto. Paralelamente, en el marco regional, se han aprobado numerosas reformas legislativas, principalmente en materias de violencia, de participación política, derechos sexuales y reproductivos, trabajo y relaciones familiares, etc.; tales mecanismos, a su vez, se han extendido, desde el nivel gubernamental a los poderes legislativos y judiciales de esos países, aunque con distinto resultado. Es posible advertir, lamentó, que tales mecanismos no han sido dotados de las suficientes capacidades de articulación con el conjunto de la institucionalidad pública, y se les han asignado presupuestos que resultan, a su juicio, insuficientes.
En Chile, agregó, lo propio ha ocurrido con el Servicio Nacional de la Mujer (Sernam), limitando su capacidad de constituirse en el ente rector de las políticas de igualdad y, de efectivamente, aportar a la transversalización del enfoque de género en las políticas, en los programas y en los presupuestos de los servicios públicos. Si bien es indiscutible el rol que el Sernam ha jugado en los progresos logrados en este ámbito en Chile, en las últimas décadas, lo cierto es que hoy resulta evidente que la plena igualdad de derechos entre hombres y mujeres no se ha alcanzado; subsisten, afirmó, discriminaciones en las más variadas esferas de la vida nacional, que derivan de las relaciones de poder, históricamente desiguales entre hombres y mujeres. La violencia sexual, física y psicológica es todavía, afirmó, parte de la vida cotidiana de demasiadas mujeres y niñas y las respuestas estatales, frente a ello, todavía presentan importantes falencias; la paridad en la participación no ha permeado aún a las instituciones públicas ni privadas; la autonomía sexual y reproductiva de las mujeres enfrenta demasiadas barreras normativas, institucionales y culturales; el acceso al trabajo y a la seguridad social está marcado por brechas de género que no han sido enfrentadas con efectividad, entre otros numerosos problemas, que dan cuenta de la persistencia de desigualdades estructurales que requieren ser abordadas. Al Estado de Chile, afirmó, le cabe un rol fundamental en ello, en cumplimiento de las obligaciones internacionales que en la materia ha asumido, pero la preocupación por la persistencia en Chile de la discriminación y de la desigualdad de derechos entre hombres y mujeres ha trascendido las fronteras nacionales y ha sido analizada por numerosos organismos internacionales que, en el proceso de evaluar el grado de cumplimiento de las obligaciones convencionales asumidas por el Estado de Chile, han reparado en un conjunto de situaciones de grave vulneración de los derechos de las mujeres que requieren medidas específicas, por parte de los órganos públicos. Ya en el año 1999, ejemplificó, el Comité de Derechos Humanos, que vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, expresó su preocupación por la discriminación que padecen las mujeres en las relaciones familiares, dada especialmente su “incapacidad legal” de administrar los bienes de la sociedad conyugal e, incluso, sus bienes propios, que establece el Código Civil, y que aún se mantiene pese a los reproches internacionales. También por el acoso sexual, la insuficiente participación política de las mujeres y la falta de medidas de acción afirmativa, la penalización del aborto en toda circunstancia -considerando los graves riesgos que enfrentan las mujeres al someterse a abortos clandestinos- y la discriminación basada en la orientación sexual, entre otras materias. Ese mismo año 1999, el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer formuló amplias recomendaciones en materia de derecho de familia, por la baja participación política de las mujeres; el embarazo adolescente, su posible vinculación con la violencia sexual y la falta de medidas que garanticen el derecho a la educación de las niñas y jóvenes madres; la falta de reconocimiento y protección a los derechos reproductivos, la penalización total del aborto y el insuficiente acceso a medios anticonceptivos; las condiciones laborales y previsionales de las trabajadoras (especialmente las temporeras) y el acoso sexual, así como la situación de las mujeres rurales e indígenas. En 2004, agregó, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, es decir, al más alto nivel de los organismos internacionales, recomendó intensificar sus esfuerzos para promover la igualdad de género y dotar al Servicio Nacional de la Mujer de mayores atribuciones y recursos; asimismo, expresó su preocupación frente a las barreras que enfrentan las mujeres en el mercado laboral, la brecha salarial y la insuficiente protección a la vida familiar; la especial desprotección que enfrentan las mujeres en el sistema de seguridad social, agravada en el caso de trabajadoras de temporada. Además, recomendó sancionar el acoso sexual, reformar la ley de violencia intrafamiliar y adoptar normas sobre trata de personas. Igualmente, recomendó despenalizar el aborto terapéutico y, en caso de violación, mejorar los programas de educación y salud sexual y reproductiva; ampliar el acceso a métodos anticonceptivos; prevenir las enfermedades de transmisión sexual y el VIH/SIDA, y enfrentar la discriminación contra mujeres en el sistema privado de salud, como igualmente, mejorar la calidad de la educación y apoyar a las adolescentes para que continúen sus estudios. Por otra parte, continuó, el Comité de Derechos del Niño, en 2007, recomendó similares medidas, así como el Comité de Derechos Humanos, ese mismo año, debió reiterar su preocupación y las recomendaciones inicialmente formuladas; en 2009 el Comité contra la Tortura recomendó, entre otras materias, reabrir la Comisión de Prisión Política y Tortura o establecer otro mecanismo, de carácter permanente, para la calificación y reparación de las víctimas, con expreso mandato de considerar la violencia sexual como tortura. En 2011, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares formuló similares recomendaciones. Por su parte, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), en 2006 y en 2012, ante la falta de avances suficientes respecto de las medidas que había recomendado el año 2009, se vio en la necesidad de reiterar tales recomendaciones previas, y remarcar que la Convención es vinculante para todos los poderes del Estado, conminando al Senado y a la Cámara de Diputados a poner en marcha las recomendaciones formuladas. En 2013, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, y luego, más recientemente, en enero de 2014, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, formularon al Estado de Chile un conjunto de recomendaciones, en gran medida, reiterando preocupaciones anteriores.

En suma, destacó, las graves violaciones a los derechos humanos de las mujeres que los organismos internacionales han venido desde años representando, dejan en evidencia la complejidad y el carácter estructural de la discriminación que enfrentan las mujeres, y que su adecuado abordaje requiere de medidas de diversa naturaleza por parte del conjunto de los órganos públicos, debidamente conducidos por una institucionalidad del más alto nivel, con atribuciones y recursos para ello. Agregó que, transcurridos más de 20 años desde la creación del Servicio Nacional de la Mujer en 1991, resulta indiscutible el aporte que ha realizado dicha institución para los logros que las mujeres chilenas han alcanzado en este tiempo; pero, afirmó, las condiciones han variado desde entonces, las herramientas que se consideraron pertinentes o efectivas en el contexto de una democracia incipiente, con el grado de deliberación que ello permitía, hoy resultan insuficientes frente a la magnitud de los desafíos pendientes; y si bien en ese entonces se planteó la necesidad de contar con un Ministerio, ello no suscitó el suficiente acuerdo político para aprobarlo. Hoy, 23 años después, afirmó, ese acuerdo no solo es posible, sino necesario, y como tal está recogido en el Programa de Gobierno de la Presidenta de la República y la Coalición Nueva Mayoría.

A modo de conclusión, consideró que, dada la presentación de esta iniciativa legal, para la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, el debate que está teniendo lugar es muy relevante y representa un salto cualitativo, como la única medida posible para que el Estado de Chile pueda dar cumplimiento a las obligaciones internacionales sobre derechos de las mujeres que ha adquirido y que todavía mantiene pendientes. Consideró que, una iniciativa como ésta, debe contar con apoyo transversal, por la necesidad de revisar en profundidad sus contenidos, de manera de dotar al nuevo Ministerio de un amplio mandato, capacidades y atribuciones suficientes para constituirse en el ente rector de las políticas de igualdad que corresponde al conjunto de los organismos públicos ejecutar, y de liderar la transversalización del enfoque de género en la legislación, políticas, programas y servicios públicos; así como de los recursos humanos y presupuestarios suficientes para llevar a cabo su tarea.

5.- La socióloga y Coordinadora del Observatorio de Género y Equidad, señora Teresa Valdés. 

Señaló en primer término que la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) obliga a los gobiernos a asegurar la igualdad y protección jurídicas de los derechos de las mujeres; a darles participación política y social en todos los niveles; a otorgar educación igualitaria; a eliminar los estereotipos de género; a garantizar la igualdad en el empleo, la remuneración, protección en la salud y la seguridad social; a garantizar todos los derechos que tienen que ver con la reproducción humana; a promover la maternidad como una función social y de responsabilidad común de hombres y mujeres; a modificar patrones socio-culturales de conducta de hombres y mujeres, para alcanzar la eliminación de prejuicios y las prácticas basadas en la idea de inferioridad o superioridad de los sexos.

Agregó que a través de diversas convenciones, pactos y declaraciones, desde hace décadas, la Organización de las Naciones Unidas ha establecido la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos, de forma que reconoce que los derechos humanos de las mujeres y de las niñas son parte inalienable, integral e indivisible de los derechos humanos universales; en tal sentido, insta a los Estados a adoptar todas las medidas necesarias para garantizar a las mujeres el reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos humanos. Por su parte, Chile, a partir de la ratificación de la antes citada convención (Cedaw), en 1989, ha desarrollado importantes políticas para la igualdad, partiendo con la creación del Sernam (concebida como una institucionalidad para la igualdad y la no discriminación de las mujeres), y la incorporación en los sucesivos programas de gobierno, del reconocimiento explícito de los derechos de las mujeres, como un factor clave para la vida democrática. A partir de entonces, numerosas han sido las reformas legales, incluida una reforma a la Constitución, para explicitar los aspectos descritos, así como la generación de políticas y programas para atender problemas específicos, entre otros: los “planes de igualdad” como un instrumento rector (entre 1999 y 2010); un específico “plan de igualdad” para la mujer rural; la elaboración de una “agenda de equidad de género” (período 2006-2010); un “sistema de equidad de género”, supervisado desde la Dirección de Presupuesto y sometido a un Programa de Mejoramiento de la Gestión (PMG), que impulsa a todos los órganos públicos a avanzar en acciones concretas para la igualdad; el consejo de ministros para la igualdad de oportunidades (el año 2000); las metas ministeriales; el comité asesor ministerial en género y diversas comisiones ministeriales de género, etc., lo que demuestra, afirmó, que Chile ha desarrollado toda una institucionalidad, muy significativa, para avanzar en la igualdad.

Sin perjuicio de lo anterior, aseveró, es acertado el diagnóstico según el cual persiste en el país la discriminación contra las mujeres, tales como las diversas manifestaciones de violencia y que el año 2012 generó más de ciento veinte mil denuncias (es decir, uno de los delitos de mayor connotación social), y en cuya prevención las políticas públicas han resultado insuficientes; se agregan la discriminación salarial y en las pensiones, el mayor desempleo femenino, y una todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o de toma de decisiones en general, junto a las dificultades para conciliar la vida laboral con la personal y familiar; además, un sistemático desbalance de poder en las relaciones institucionales e interpersonales, entre hombres y mujeres. Todas las manifestaciones descritas, concluyó, demuestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres sigue siendo una tarea pendiente, lo que trae consigo dos graves consecuencias, pues, por una parte, impiden el desarrollo de los talentos, energías y aspiraciones de las mujeres y varones para un pleno desarrollo humano, a la vez que obstaculizan la superación de la pobreza, de las desigualdades sociales y del subdesarrollo. Los organismos internacionales han reconocido que el fortalecimiento de la posición de la mujer “es una necesidad para el desarrollo de todos”.

Así, una institucionalidad para la igualdad, necesariamente, aseveró, debe abordar las discriminaciones por razones de género, reconociendo a mujeres y hombres como sujetos titulares de derechos; debe promover la igualdad, no sólo entre ambos géneros, sino también las que hay entre mujeres, del campo y de la ciudad, entre indígenas y quienes no lo son, entre sectores de mayor y menor escolaridad, entre jóvenes y adultas mayores, entre quienes tienen alguna discapacidad y quienes no la tienen, etc. Hasta hoy, afirmó, la estrategia utilizada en Chile por el Sernam, así como en otros países de la región, es la “transversalización del enfoque de género”, la que apunta a que todos los poderes públicos se involucren, de manera integral en la búsqueda de la equidad de género en todas las políticas, estrategias, programas, actividades administrativas y financieras e, incluso, en la cultura institucional, de modo de contribuir eficazmente al término de las desigualdades y discriminaciones de género; para lograrlo se requiere un trabajo sistemático y en todos los niveles territoriales y funcionales (nacional, regional, provincial, municipal, sectorial e intersectorial), así como implementar leyes, políticas y programas, pero también requiere un cambio en la actitud y la mentalidad de las y los funcionarios, para que la equidad de género sea parte constitutiva del funcionamiento de los organismos y servicios que conforman el Estado.

Queda entonces de manifiesto, a su juicio, la necesidad de contar con un ministerio de la mujer y la equidad de género, el que representa una nueva etapa en las políticas de igualdad y sus instrumentos, que permita consolidar y profundizar los avances alcanzados y proyectar un horizonte más exigente en cuanto a los derechos y la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Tal órgano debe contar con un equipo técnico altamente especializado, con sólidos conocimientos sobre cómo se produce y reproduce, en los diversos ámbitos, la desigualdad y discriminación hacia las mujeres en los distintos ámbitos de la vida social; requiere, además, contar con un aparato técnico-político experto que pueda asesorar al comité interministerial, que pueda proponer, impulsar y coordinar la acción transversal por medio de los distintos instrumentos para la equidad de género, así como coordinar, hacer seguimiento y evaluar el cumplimiento, por parte de Chile, respecto de los instrumentos internacionales en la materia, y asegurar la inclusión del enfoque de igualdad de género en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas.

No sólo es una necesidad, argumentó, se trata simplemente de ponerse al día, pues casi todos los países de la región cuentan ya con un ministerio, secretaría, instituto o consejo de la mujer, más avanzados que el actual Sernam, entre los que destacan Brasil, México, Perú, Paraguay, Costa Rica y República Dominicana. En cada uno de ellos se precisa el rol rector del órgano (ministerio u otra denominación) a la hora de la definición de las políticas de igualdad y para las mujeres; todos, con diversa estructura administrativa, están específicamente orientadas a asumir tres grandes tareas: la transversalización del enfoque de género en la acción del poder ejecutivo para la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres, el avance en la igualdad de género y la no discriminación, y la eliminación de la violencia de género, en todas sus formas (no sólo familiar). Algunos de esos países priorizan también políticas para la autonomía económica de las mujeres como un paso fundamental para poder avanzar en las otras autonomías, algunos también cuentan con una ley de igualdad entre mujeres y hombres, pero todos ellos, sin excepción, tienen como instrumento un plan nacional de igualdad.

Finalmente, refiriéndose al proyecto en cuestión, señaló que el ministerio que se creará debe fortalecer sus objetivos y su estructura, para asegurar que podrá cumplir con las tareas de eliminar la discriminación en contra de las mujeres, eliminar o reducir las brechas que existen entre mujeres y hombres, pero también aquellas que existen entre mujeres (campo-ciudad, indígenas y no indígenas, etc.), y contribuir a hacer más igualitarias las relaciones entre los géneros, así como al empoderamiento de las mujeres como sujetos sociales y, en tanto protagonistas del desarrollo de las familias, de la comunidad y de la sociedad y al desarrollo de sus potencialidades en el ámbito cultural, artístico, académico, científico y tecnológico. Esto implica que sus atribuciones deben permitirle formular, ejecutar, controlar y evaluar planes y programas en materia de igualdad de género y no discriminación; además, definir planes nacionales de igualdad; transversalizar el enfoque de “igualdad de género” en todo el Estado; realizar coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos de igualdad y no discriminación de género; elaborar nuevas leyes que contribuyan a esos objetivos y promover los cambios culturales que permitan erradicar ciertos estereotipos de género y democratizar la familia.

6.- Las señoras Alicia Muñoz y MafaldaGaldames, Directora Nacional e integrante de la Directiva, respectivamente, de la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas Anamuri.

Hicieron presente que, habida consideración que actualmente existe una Secretaría de la Mujer, con rango de ministerio, que adolece de la autonomía para planificar y elaborar sus propias políticas públicas para el sector social y de género que representa, Anamuri considera necesario apoyar en el Parlamento esta iniciativa para que se legisle a favor de la creación del Ministerio de la Mujer, el cual viene a satisfacer una lucha de larga trayectoria en Chile para las mujeres, en general, y particularmente para las mujeres campesinas e indígenas para quienes es una necesidad doblemente urgente, para desburocratizar y descentralizar políticas sociales que desde una Secretaría Ministerial no es posible desarrollar.
Agregaron que estuvieron presentes y fueron actoras importantes en las discusiones efectuadas para un Plan de Igualdad de Oportunidades para la Mujer, creado en un gobierno anterior; pero, con profunda tristeza y frustración, comprobaron que sus demandas específicas sólo fueron consideradas en uno o dos párrafos.

Hicieron presente que el camino en defensa de los derechos humanos, políticos, sociales y culturales ha sido largo y dificultoso, de allí que querían dejar constancia que la propuesta de una estructura Ministerial conlleva la existencia de secretarías ministeriales regionales las que, a su juicio, serán más efectivas para las comunicaciones y un trabajo informadoentre la sociedad civil y la instancia gubernamental y, en particular, para ANAMURI en las respectivas regiones, donde ella sostiene mayoritariamente sus bases; como, asimismo, esperan tener desde estas SEREMIS una mayor retroalimentación para la elaboración deprogramas y una participación más amplia y positiva delas mujeres campesinas, pescadoras, artesanas, productoras e indígenas, al existir canales menos burocráticos y más cercanos a la realidad y prácticas cotidianas de la vida que se vive en el mundo rural.
Por otra parte, hicieron presente que este Ministerio y por, consecuencia, las Seremis de la Mujer deben tener oficinas de planificación, áreas de estudio y programas conducentes a resaltar la importancia del papel productivo de las mujeres para laSoberanía Alimentaria, tema ampliamente debatido en estos momentos en la FAO, con la participación de los parlamentarios, gobiernos y sociedad civil, en la ciudad de Santiago, en su 33ªConferencia para América Latina y el Caribe.
Finalmente, ratificaron la importancia de la ConvenciónInternacional parala Eliminación de Toda Forma de Violencia hacia las Mujeres, CEDAW, en la cual el Ministerio en creación debe cumplir su rol en cuanto a su ratificación y a la evaluación del proceso en Chile, y con la convicción y compromiso que toda mujer en nuestro país debe conocerla para que se avance en las medidas de protección hacia las mujeres en el campo, en temas de violencia institucionaly familiar, derechos sexuales y reproductivos, derecho a la salud, la cultura, etc. 

7.- Señoras Ana Ancapi y Diva Millapan representantes de la Red de Mujeres Mapuche y Enlace de Mujeres Indígenas de Chile.

Hicieron presente que la sociedad indígena, en general, ha estado al margen del desarrollo integral, al ser desconocidos sus derechos y existencia a nivel constitucional sin que ello signifique desconocer los avances habidos en estos últimos 20 años, donde se han realizado diversos programas de fomento, los que deben ser ampliados, reorientados o reescritos para que exista un real desarrollo y que la sociedad nacional pueda establecer relaciones concretas en la interculturalidad; siendo para ello, necesario que el Estado deba facilitar las instancias de esta nueva relación social, mediante las transformaciones legislativas y estructurales.

Por otra parte, señalaron que la mujer indígena no ha tenido una participación importante en la vida política-social del país, en términos generales; por ejemplo, en las organizaciones de mujeres chilenas, ni en partidos políticos lo que se traduce en la no inclusión de la mujer indígena en las políticas públicas hacia la mujer. Por ello esta requiere de espacios propios dentro de los organismos institucionales y, en particular, en la ley que crea el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género de formaque se puedan explicitar políticas acordes a su diversidad cultural, en la medida que las mujeres indígenas han sido históricamentetrasmisoras de su cultura.

Agregaron que el censo 2012 dejó en claro que la población que se identifica con alguno de los 9 pueblos originarios es de 1.842.607 personas, que corresponde al 11,11% de la población nacional, y las mujeres indígenas representan 52% del total de aquella cifra.

Constitucionalmente es imperativo que el Estado y sus instituciones den cumplimiento a los tratados internacionales, tales como el Convenio 169 de la OIT, Convención Internacional Sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación Racial; como asimismo, lo establecido en la legislación interna (Ley N°19.253) que efectúa el reconocimiento de los pueblos indígenas y su desarrollo cultural, social económico y educativo, por lo que la nueva institucionalidad que se propone podría ser un gran aporte para el cumplimiento tales objetivos

Indicaron que las organizaciones indígenas asociadas a la Red de Mujeres Mapuche, a través del Enlace de mujeres indígenas de Chile, mediante encuentros nacionales y regionales, ha planteado las siguientes consideraciones que debieran contenerse en el proyecto de ley:

- La inclusión de las mujeres indígenas en el proyectode ley en los artículos N° 2; N°3 letras c, d, f, i, k, l y p, que considere la diversidad cultural de las mujeres en general e indígenas en lo particular, mediante el diseño de líneas estratégicas pertinentes en el marco de una interculturalidad, para aplicar y trabajar con mujeres indígenas según sea su pueblo y contexto territorial, teniendo en vista los aspectos específicos que precisaron.

- La incorporación de las mujeres indígenas a la institucionalidad del Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, mediante la creación de una Unidad especializada o departamento con recursos propios, a nivel central y regional, que trabaje las líneas de políticas públicas pertinentes para mujeres indígenas en coordinación con otros organismos del Estado, a través de incluir, en el lugar correspondiente de la ley en proyecto, una encargada nacional y encargadas regionales que ejecuten las acciones y coordinen estas con otras instituciones vinculadas, la responsabilidad de incluir la temática de étnica en los programas y atención de las mujeres, adolescentes y niñas indígenas, con un perfil acorde al cargo; como, asimismo, una unidad de estudios que realice un diagnostico en torno a violencia de género y propuestas de trabajo según áreas (urbano y rural) para mujeres indígenas, y que incorpore a las mujeres migrantes;

- Incentivar y asesorar la formulación y financiamiento de proyectos de mujeres que combinen lo étnico-cultural y lo productivo. 

8.- La Profesora de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile y miembro del Centro Universidad Católica de la Familia, abogada Carolina Salinas. 

Planteó algunos cuestionamientos respecto de los fundamentos contenidos en el mensaje con que el Ejecutivo justifica la creación de un nuevo ministerio denominado “de la mujer y la equidad de género”; en tal sentido, señaló que si bien el mensaje asume el supuesto de que a la fecha quedan muchos ámbitos pendientes en los que avanzar en materia de protección de los derechos de las mujeres, no especifica cuáles son éstos. Enfocó su análisis desde un punto de vista jurídico, según el cual, afirmó, actualmente no se observan, en el ámbito del derecho civil y el derecho de familia, que existan grandes discriminaciones en contra de la mujer, salvo el caso de la normativa sobre administración de la sociedad conyugal; reconoció que, efectivamente, en esta materia, la ley otorga al marido el rol de “jefe de la sociedad conyugal”, lo que constituye, a su juicio, el único ejemplo de discriminación jurídica vigente en nuestra normativa. Aseguró que, sin considerar tal específico caso, sea en el ámbito del derecho civil, del de familia o en el laboral, hoy no subsisten manifestaciones jurídicas o legales de desigualdad o discriminación, que pudieran motivar o justificar la creación de un ministerio que ocupara el lugar de un servicio que, en su opinión, ha cumplido adecuadamente su rol.

Descartando así la modificación jurídico-institucional, afirmó que el cambio que se necesita es de carácter cultural, respecto de situaciones, problemas, prácticas o costumbres que no se corrigen con leyes o con la creación de un ministerio “de igualdad o equidad”; en cambio, afirmó, las transformaciones culturales se alcanzan con medidas de fondo, que no necesariamente tienen que ver con “lo público” o con el Estado; para ilustrar el punto refirió el caso de España, que creó el “Ministerio de la Igualdad”, que tuvo una existencia de sólo un par de años y, tras caer en el desprestigio y provocar amplia resistencia, debió cerrarse.

Si de promover a la mujer y atender sus problemas y dificultades cotidianas se trata, se debe reconocer que éstas dicen más bien relación con el ámbito laboral, como las brechas salariales, o la poca igualdad en el acceso a puestos de importancia, o a cargos de elección popular; así como con lo educacional, como dificultades de acceso a la educación formal en sus distintos niveles, temas que, por su especificidad, ya están a cargo de alguna institución sectorial, en concreto, el Ministerio del Trabajo y el Ministerio de Educación, respectivamente, los que naturalmente deben procurar la igualdad e inclusión de la mujer. Afirmó que no se vislumbran razones suficientes como para crear un ministerio que única y exclusivamente se ocupe de asuntos “de la mujer”.

Enfatizó que, en su opinión, en la actualidad, en lo que dice relación con las oportunidades de acceso de la mujer a las actividades en la “vida pública”, entendiendo por tal aquella que excede a las tareas domésticas y familiares, la situación no es tan crítica como por muchos se cree, y hoy la mujer accede ampliamente a la educación superior, al mundo laboral, aún cuando, reconoció, queda por avanzar en materia de inclusión y equidad. Aludió a la presencia de lo que denominó “poblaciones vulnerables”, tales como las indígenas, las que sufren diversas desventajas ante la sociedad, pero en que, aseguró, se afecta por igual a hombres y mujeres.

Finalmente, aludió al fundamento contenido en el mensaje, según el cual la mujer requiere, para ampliar sus opciones de desarrollo e inclusión, contar con colaboración en las tareas domésticas y parentales, y en ello sí coincidió al afirmar que esta es la “gran tarea pendiente”, pues la falta de tal colaboración se transforma en la causa por la cual las mujeres no estudian o trabajan (fuera de la casa) tanto como quisieran, o como sus potencialidades se lo permitirían. En lograr esta co-responsabilidad parental o doméstica, insistió, se requiere avanzar mucho más. Sin embargo, aclaró, para lograr tales propósitos, no es necesaria ni pertinente, en su opinión, la creación de un ministerio de la mujer basándose en una concepción dialéctica de “opuestos”, pues hoy está claro que las labores domésticas exigen una necesaria complementariedad. En cambio, aseveró, lo que el Estado sí debe impulsar, es la ejecución de políticas “pro familia”, dando cumplimiento al mandato constitucional del artículo primero de la carta fundamental, según el cual es deber de los órganos del Estado proteger y fortalecer a la familia. Si lo que se busca, concluyó, es potenciar la institucionalidad orientada a la mujer, el ministerio a crear no debe construirse a partir de una concepción que entienda a la mujer al margen de sus relaciones personales, pues ello desnaturaliza su rol.

9.- El Director Legislativo de Comunidad y Justicia, don Pablo Urquízar.

Inició su exposición señalando que la existencia de un organismo encargado del estudio y proposición de planes generales y medidas conducentes aque la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre, en el proceso de desarrollo político, social, económico y cultural del país, respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos, incluida su adecuada proyección a las relaciones de la familia, efectivamente satisface una necesidad pública; pero que, sin embargo, a su modo de ver, la aprobación de este proyecto de ley no sólo no aportará en ese sentido, sino que tendría, incluso, efectos adversos para quienes se busca beneficiar y para la sociedad, en su conjunto.

Actualmente, a nadie le parece extraño que se hable de la Teoría de Género, no obstante, hace 15 ó 20 años los conceptos en ella contenidos no se utilizaban en el sentido que actualmente se les da, ni tenían el alcance ni las consecuencias que hoy se les asigna, toda vez que aquella no está solamente referida a la concepción genérica de los sexos femenino y masculino, sino que abarca una concepción cultural determinada y una visión de la sociedad predefinida, con bases ideológicas bastante claras.

Es así que el proyecto de ley en comento crea un Ministerio –en los términos que se encuentra redactado- absolutamente ideológico, esto es, basado en la Teoría de Género, en la medida que se sustenta en la creencia avalada por la ciencia de que la mayoría de las diferencias entre hombres y mujeres, y ciertamente sus roles y funciones, no responden a su naturaleza sexuada y a la originalidad de lo femenino y de lo masculino, sino que a diferencias de género, vale decir, que no tienen fundamentos naturales irrevocables, sino que han sido construidas culturalmente en forma artificial a través de la historia, creando una discriminación de carácter sistémico en contra de la mujer.

La introducción de la Teoría de Género, a su juicio, conlleva un cambio cultural bastante más profundo que lo que se pretende a simple vista, por cuanto lleva envuelta, entre otros aspectos, un cambio en la familia, vida y sexualidad, la legalización del aborto, la aceptación de los matrimonios entre personas del mismo sexo, así como la adopción de niños por parte de estas parejas. Implica una nueva forma de ver al ser humano, una nueva perspectiva desde la cual reelaborar los conceptos de hombre y de mujer, sus relaciones recíprocas y sus respectivas vocaciones en la familia y en la sociedad. Pretende instaurar una cultura sin sexos, pero sí con “orientaciones sexuales”, en la que cada individuo, independientemente de las características biológicas con las que nazca, escoja su orientación sexual. Al final, todos los individuos serían iguales sea cual sea la orientación sexual asumida, constituyendo un pensamiento alejado de lo real, cerrado sobre sí mismo, omnicomprensivo, donde la auto comprensión, la idea subjetiva, reemplaza la realidad y, desde y por ella misma, pretende modificar esta. Es así como el proyecto de ley en estudio se aleja de la realidad y crea conceptos que no tienen ningún reconocimiento jurídico en nuestro ordenamiento nacional, de allí que lo califique de ideológico, pasándose de la realidad de las relaciones de familia, en que hay madres y padres, hijas e hijos, esposas y esposos, a construcciones ideológicas que niegan cualquier diferencia.

Ello se ve justamente reflejado en un afán de considerar a la mujer separada y desvinculada absolutamente de lo biológico y únicamente valorada en su individualidad, como parte del género; eliminándose al efecto, funciones fundamentales consagradas en la actual ley del Servicio Nacional de la Mujer; relativos al fortalecimiento de la familia, la dignidad del trabajo doméstico y el valor fundamental de la maternidad para la sociedad.

Por otra parte, y siguiendo la lógica de borrar todo lo que haga referencia a las diferencias que la biología implica entre hombres y mujeres, el proyecto elimina el objetivo de la igualdad de derechos y oportunidades de la mujer respecto del hombre en el proceso de desarrollo político, social, económico y cultural del país, respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos, incluida su adecuada proyección a las relaciones de la familia, contenida en el artículo 2° de la ley del Sernam, olvidando, así, que el hombre y la mujer son seres complementarios, juntos construyen la sociedad, aportando cada uno la riqueza de su identidad, masculina y femenina y es esta complementariedad el único camino para que cada uno alcance su plena realización.

Asimismo, el proyecto de ley incorpora como función del Ministerio “promover la transformación de estereotipos; sin embargo, en ciertos casos, la intervención estatal es bastante cuestionable, ya que la evaluación positiva o negativa de los estereotipos es absolutamente arbitraria y depende de los valores y creencias particulares de los individuos.

Concluyó, el señor Urquízar, afirmando que existe una realidad innegable de injusticias y discriminaciones arbitrarias contra las mujeres. Todo ello se debe rechazar y combatir activamente, junto con crear las condiciones para una verdadera igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los planos de la vida en sociedad; sin embargo, el proyecto de ley, al crear el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, no es simplemente una actualización mejorada de la ley delSernam; por el contrario, se trata de un nuevo organismo público, con objetivos distintos: ya no es un servicio cuya mayor preocupación sea la situación de la mujer en Chile, sino uno con el propósito explícito de introducir la ideología de la Teoría del Género. De lo contrario no se explica la eliminación de las funciones relativas al fortalecimiento de la familia, la dignidad del trabajo doméstico y el valor fundamental de la maternidad para la sociedad. Tampoco la negación de la complementariedad de hombre y mujer emanada de la naturaleza de los sexos.

10.- La Vicepresidenta Nacional de la Mujer de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, señora Ana Bell Jaras y la Presidenta Provincial Valparaíso señora Jacqueline Mancilla, y el Primer Vicepresidente, Jorge Consales, en representación de la ANEF.

Señalaron que para la ANEF entregar opinión sobre el proyecto que crea el Ministerio de la Mujer y de la equidad de género tiene una doble importancia: por una parte, en cuanto a los impactos que tiene sobre las condiciones de las trabajadoras del Estado, y por la otra, en cuanto a la creación de una nueva institucionalidad, su estabilidad, su proyección en el tiempo, las condiciones del empleo, los derechos laborales del personal:

1.- Impactos sobre las trabajadoras

Destacaron que el Estado es el mayor empleador de mujeres en el país porcentual y numéricamente. La participación femenina en su fuerza laboral es de 56% versus la nacional que alcanza un 44%, lo que significa que el Estado es fundamentalmente femenino.

Sin embargo, las mujeres en el Estado tienen los puestos de trabajo más precarios; son mayoritarias en las áreas sociales (salud – educación); sus brechas salariales con los hombres son del orden del 30% menores y se concentran en los grados más bajos en todos los escalafones de la EUS; son la mayoría a contrata y honorarios y, por tanto, las más golpeadas con los despidos y castigadas en sus remuneraciones conel post natal parental.

Se suma a esta situación el hecho que los estereotipos culturales favorecen, además, otras prácticas discriminatorias como el acoso sexual,el acoso laboral con fuertes sesgos sexistas, la violencia y las dobles cargas por el trabajo doméstico y familiar no remunerado que recae, principalmente, sobre sus hombros. 

En este contexto es que la creación del Ministerio en referencia,entendido como un fortalecimiento de la acción del Estado para superar esta situación desigual, es para esta organización fundamental.

Manifestaron no desconocer el rol que ha jugado Sernam, por más de dos décadas, para avanzar en la erradicación de la discriminación entre hombres y mujeres y permitir el total goce de todos sus derechos, como ciudadanas plenas, a las mujeres. 

Agregaron que la existencia de dicho Servicio y de las políticas de igualdad no sólo han obedecido a las exigencias internacionales,sino que, principalmente, a las exigencias de las propias mujeres y sus organizaciones por una sociedad más democrática.

No obstante, la persistencia de la desigualdad de las mujeres es aún muy profunda, particularmente en el trabajo; brecha salarial; precariedad; temporalidad; discriminación en las pensiones; en los cuidados y; falta de presencia de mujeres en puestos de responsabilidad pública, situaciones todas que mantienen al país bajo los estándares internacionales, en particular la OCDE. 

Hicieron presente que, desde sus puntos de vista, el rol del Ministerio de la Mujer y de Equidad de Género es superar estas debilidades, permitiendo levantar un andamiaje institucional influyente, rectorde toda la acción pública, con equipos de alta especialización para garantizar la transversalidad de género en todas las instituciones públicas. Con una institucionalidad fortalecida se podrá asegurar la inclusión efectiva de la perspectiva de género en la elaboración, seguimiento y evaluación de las políticas públicas. 

Por otra parte, estiman que el proyecto debe serfortalecido en sus atribuciones, en su estructura,en su mandato, en su financiamiento, para garantizar el cumplimiento de la tarea de eliminar la discriminación y reducir las brechas entre mujeres y hombres, fortalecer la presencias de las mujeres en la sociedad para su ejercicio protagónica en todos los ámbitos de la vida, privada y pública. 

2.- La nueva Institucionalidad

Indicaron que, desde la perspectiva de la ANEF, la institucionalidad propuesta a través de los DFL y reglamentos para fijar la estructura y dotación del nuevo Ministerio no cumple con el objetivo de una institucionalidad fuerte e influyente al interior del Estado. 

Esta fórmula institucional no es sólo para este Ministerio,es un práctica que viene desde el 2003, y la ANEF ha mantenido siempre una postura de oposición a esta forma, porque no sólo lesiona a los y las trabajadoras, debilita las atribuciones del Congreso, no garantiza permanencia en el tiempo de sus estructurasy mantiene la vulnerabilidad de las propias políticas de Estado, dejándolas al arbitrio de gobiernos de turno.

Ello las lleva a postula que esta Comisión solicite al Ejecutivoindicaciones que permitan modificar el proyecto; en materias tales como:

- que incorpore la definición de plantas y no sólo la superestructura; 

- que especifique la estructura orgánica; que fije mecanismos para el encasillamiento de funcionarios/as y que tenga consideración con la participación ciudadana.

Además, en el proyecto debe quedar resguardada la estabilidad del Sernam como servicio público; incorporar mayor claridad sobre lasfunciones que serán traspasadas, evitar duplicidades de tareas y garantizar que esta delimitación no va a implicar pérdida de recursos para el servicio, sino que, por el contrario, mayor financiamiento para mejorar la acción específica y evitar la alta externalización. 

Finalmente, en lo que respecta al Comité Interministerial, el proyecto debe incorporar al Ministro de Hacienda, por su rol fundamental en la distribución de recursos. Además, contemplar con claridadlos recursos con que contará el fondo para las organizaciones de la sociedad civil, de manera de garantizar su accesibilidad, evitando que quede a la discrecionalidad de quienes estén en el gobierno.

11.- La señora Julia Requena y don Carlos Insunza, Consejeros Nacionales de la Central Unitaria de Trabajadores CUT.

Expresaron que, entre los desafíos que enfrenta Chile en miras a la construcción de un país más justo, la equidad de género pasa a ser una necesidad ineludible por ser esta el pilar de la autonomía de las mujeres, especialmente en materia laboral, como lo señala el documento titulado “Trabajo Decente y Equidad de Género”, elaborado conjuntamente por la OIT, FAO, Cepal, ONU Mujeres y PNUD, entre sus conclusiones más sustantivas y, peor aún, validadas culturalmente. Así, hace presente que “(...) Los estereotipos tradicionales de género persisten en el mundo laboral como si no se hubiesen producido enormes transformaciones en el papel y en los ámbitos de acción de las mujeres. Estas tienen un peso muy importante, ya que no se restringen a los individuos y sus decisiones personales, sino que permean múltiples niveles de acción social: las políticas públicas, las instituciones sociales y las prácticas de las personas”; siendo la discriminación laboral la más compleja, porque guarda directa relación con la autonomía individual.

Por ello, estiman que la creación de un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género es una exigencia que proviene, justamente, de la obligación asumida por Chile al ratificar la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la mujer (Cedaw), considerando, además, que la actual institucionalidad relega el tema de género y equidad a un servicio público, con limitadas facultades en atención al rango que posee respecto de otros órganos de la Administración del Estado.

Un Ministerio garantiza, en atención a su jerarquía definida en la ley N°18.575 sobre Bases de la Administración del Estado, una política pública que se incorpore transversalmente para que la desigualdad de género sea un objetivo prioritario para el Estado completo.

Sin perjuicio de lo señalado, a juicio de la CUT, el proyecto de ley presenta algunos problemas que no puede soslayar, porque constituyen amenazas a la aspiración de un Estado fuerte, garante de los derechos ciudadanos y respetuoso de los derechos de los trabajadores públicos.

En efecto, no se crea propiamente una institución sino uno o más cargos. Así, su breve articulado, regulala creación del cargo de ministro, subsecretario y seremías, conjuntamente con las funciones genéricas del Ministerio entregando todo lo demás (estructura orgánica, dotación de personal, requisitos para el ejercicio de los cargos, funciones y atribuciones de los mismos) a futuros reglamentos y decretos con fuerza de ley, situación que es preocupante no sólo por lo que atañe al Ministerio de la Mujer, sino porque el programa de la Nueva Mayoría contempla la creación de otros dos ministerios (Indígena y Cultura), además de, al menos, 27 nuevos servicios públicos, repitiendo el fracasado modelo de ministerios creados desde 2003 a la fecha, con las nefastas consecuencias que trae aparejado para la Administración del Estado y la estabilidad laboral de sus trabajadores.

Los aspectos críticos que deben mejorarse para lograr la ansiada institucionalidad que desean son los siguientes:

a. El proyecto no define la estructura orgánica más básica. El artículo 5º propone un diseño que se compone de: ministro, subsecretario y secretarios regionales ministeriales, sin efectuar referencia alguna a la estructura ministerial, ni siquiera en sus niveles más básicos (divisiones y departamentos). Tampoco ofrece delimitación de funciones y atribuciones de cada uno de esos niveles. Todo ello está entregado a un futuro reglamento que emanará de él o la Ministra que se encuentre, en ese entonces, en posesión del cargo.

b. El proyecto no establece la planta de personal. El artículo 9º del proyecto se limita a señalar que el personal se regirá por las disposiciones del Estatuto Administrativo. Posteriormente, la primera disposición transitoria, entrega a uno o más decretos con fuerza de ley la fijación de la planta, grados y niveles de la escala única de sueldos; el número de cargos y los niveles jerárquicos; el traspaso de algunos funcionarios del actual Sernam al Ministerio; la facultad de crear, suprimir y modificar grados; los requisitos para los niveles jerárquicos; la facultad de modificar la planta del actual Sernam; la eliminación del 80/20 que fija la proporción de contratas respecto de la planta; los requisitos para el desempeño de los cargos y la facultad de determinar cuáles y cuántos serán cargos de exclusiva confianza y cuáles y cuántos serán de carrera; por ello, estiman que hay que ofrecer mayores garantías de estabilidad laboral y, muy especialmente, de participación de los trabajadores en el diseño de la planta.

c. El proyecto no contempla, como función del Ministerio, la facultad de fiscalizar el uso y destino de los dineros que aporta a las organizaciones que ejecutan programas o proyectos para el desarrollo de la Mujer y la Equidad de Género.

d. El proyecto no incluye, dentro de la Comisión Interministerial para la Igualdad de Oportunidades, al Ministerio de Hacienda, no obstante que al interior de él existe un departamento de género.

e. El proyecto no delimita, con detalle y claridad, las funciones del Sernam respecto de las del Ministerio. En efecto, en las disposiciones finales (artículo segundo, número 2) aparece la misma función para el Sernam y para el Ministerio. Esta función está establecida en la letra g) para Sernam y en la letra j) del artículo 3º para el Ministerio y consiste en la celebración de convenios con organismos públicos y privados para los mismos fines.

f. El proyecto menciona la existencia de un Consejo Asesor (artículo 8°), pero no da luces acerca de la integración del mismo, por lo cual no es posible garantizar que tal Consejo contará con la participación de la sociedad civil y los trabajadores. Además, la definición del mismo queda supeditada a un reglamento emanado por el propio Ministerio, lo que debilita fuertemente a este organismo.

g. La redacción que se da al Fondo para la Equidad de Género, en el artículo 10, es insuficiente. Tras la lectura no resultan claros aspectos centrales del mismo tales como la forma de distribución y hacia quienes está dirigido (a las organizaciones sociales, personas naturales, corporaciones, fundaciones, consultoras, con o sin fines de lucro).

12.- La Presidenta de la Asociación de Funcionaros y Funcionarias del Servicio Nacional de la Mujer (ANFUSEM), señora Paulina Cid Vega junto a los directores, señoras Marta Godoy y Guillermina Paredes, y señor Iván Schance.

Expresaron que para quienes laboran en el Sernam es fundamental la creación del Ministerio en referencia.

Agregaron, que durante el 2013 Chile descendió cuatro puestos, al lugar 91, en el Informe de Igualdad de género presentado por el Foro Económico Mundial; ubicándose, así, en el penúltimo lugar del Cono Sur; siendo nuestro peores puntajes los obtenidos en equidad laboral y participación política de las mujeres.

Por otra parte, hicieron presente que en el índice de Desarrollo Humano 2013 (PNUD), en aquel relativo al de Desigualdad de Género, Chile retrocedió en el ranking del puesto 40 el 2006, al 53 en el 2010 y al 66 en el 2012.

Las razones que avalan la creación de este Ministerio, a su modo de ver, apuntaron a:

a) Avanzar en la eliminación de la desigualdad entremujeres y hombres, toda vez que aquellas, siguen estando en desventaja sistemática: participación, política, social, económica y cultural.

b) Fortalecer el mecanismo actual del Sernam, creado para avanzar en el logro de la igualdad de derechos entre mujeres y hombres.

c) Dar cumplimiento a los compromisos internacionales en materia de igualdad de género, dado que nuestro país está quedando muy atrás respecto a Latinoamérica y otras regiones.

d) Avanzar en la profundización de nuestra democracia.

No obstante lo anterior, a su juicio, el proyecto presenta ciertas debilidades que pasan a reseñarse:

1) No mejora el instrumento institucional (Sernam), para abordar las desigualdades entre hombres y mujeres.

2) Carece de facultades que se requieren para la implementación de políticas públicas en esta materia. Así, la ley N°19.023, que crea el Sernam, señala “a fin de garantizar el cumplimiento de la CEDAW” que es más que “procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres”, indicada en el proyecto.

3) La estructura del Ministerio no considera una figura institucional que permita fiscalizar las dificultades y falencias en materia de igualdad entre mujeres y hombres, tanto en lo público como en lo privado.

4) Carece de estrategias vinculantes para que el Estado, a través de sus Ministerios y Servicios, que garanticen el avance en materia de igualdad entre mujeres y hombres. Pareciera que no se ha pensado en una Ley de Igualdad de Género, en primer lugar, y, además, el Comité Interministerial del nuevo Ministerio tiene las mismas facultades que el actual Comité que funciona desde 2000.

5) El Fondo de la Sociedad Civil queda sujeto a un reglamento del ejecutivo y sin glosa asignada.

6) Las facultades para avanzar, de acuerdo a la realidad regional y territorial, se mantienen centralizadas. Así, los diseños programáticos y presupuestarios son centralizados.

7) La definición de la estructura de la dotación queda sujeta a un DFL, quitándole facultades al Parlamento para discutir las necesidades de dotación y calidad contractual, con lo cual se precariza la función pública debilitando la gestión y la calidad de prestaciones públicas y, además,-y en mayor grado- la calidad contractual de las trabajadoras del Estado, contradiciendo los convenios OIT y el propio programa de gobierno.

8) El recurso humano disminuye para el Servicio Nacional de la Mujer, siendo este hoy ya muy insuficiente, en términos que no alcanza para implementar los programas propios del Servicio; se subcontrata trabajo profesional en condiciones precarias (bajos salarios, contratos a honorarios) y, por otra parte, se incurre en un alto costo y pérdida de recursos por concepto de capacitación y especialización de funcionarios que, luego, migran a mejores ofertas laborales.

Tales objeciones las llevan a formular ciertas propuestas para fortalecer el proyecto de ley, en los siguientes aspectos:

a) Dotar al Ministerio de facultades que le permitan abordar, en propiedad, las diferentes dimensiones asociadas a las desigualdades entre mujeres y hombres. Para tales efectos sería necesario cambiar varios verbos generalizadores por aquellos que permitan garantizar avances en materia de igualdad de género, incluir un ente fiscalizador en su estructura y, por último, garantizar la existencia de instrumentos vinculantes que no queden a la voluntad de los ministerios y gobiernos de turno.

b) Fortalecer las facultades rectoras del nuevo Ministerio. Para ello, el Comité Interministerial no debe sólo limitarse al seguimiento, sino introducir facultades para “coordinar y evaluar” la incorporación de género en los diversos Ministerios….” no quedar sólo en “promover”. Además, resulta imprescindible, a su modo de ver, agregar al Ministerio de Hacienda como integrante de este.

c) En cuanto al seguimiento y evaluación de las Políticas Públicas, se debe avanzar en la permanente medición de indicadores de género para la planificar del desarrollo social y económico, y en la Administración del Estado. Además, y con tal propósito, se hace necesario establecer un Observatorio de género que monitoree las políticas sobre la materia del Estado de Chile.

d) Resulta ineludible fortalecer y aumentar el recurso humano de la nueva institucionalidad y, para estos efectos, se deben:

.- rechazar los DFL, propuestos sobre el particular, para verlos en el Congreso y no a puerta cerrada en el Ejecutivo, porque ello no garantiza la participación de la Asociación de Funcionarios y la transparencia hacia la ciudadanía, quedando las decisiones en manos de Hacienda, lo que puede afectar la calidad y el perfil contractual.

.- Aumentar la dotación para garantizar el cumplimiento de los objetivos institucionales y la normativa laboral internacional, lo que no alcanza con la propuesta económica del articulado (4.020 mil millones).

b) En particular.-

ARTÍCULO PRIMERO

Esta disposición crea el Ministerio que nos ocupa y, en once artículos (finalmente doce), distribuidos en tres Títulos, establece su ley orgánica, los que pasan a analizarse y a indicar, al mismo tiempo, el tratamiento de que fueron objeto por esta Comisión.

Título I

Este lleva por nombre “Del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”, el cual consta de cuatro Párrafos:

Párrafo 1°

Trata de la naturaleza, objeto y funciones de la Secretaría de Estado en referencia, materias que desarrolla en cuatro artículos

Artículo1°

Inciso primero: esta norma, luego de reiterar su creación, señala que esta Cartera deberá colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas encaminados a propiciar la equidad de género y la eliminación de toda expresión discriminatoria existente en contra de las mujeres.

Puesto en votación, la Comisión prestó su aprobación unánime a este inciso, conjuntamente con una indicación simplemente formal del Ejecutivo, con los votos de los diputados señores Farías, Aguiló, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Morales, Ojeda y de la señorita Cicardini (9x0).

Inciso segundo: le encomienda, al nuevo Ministerio, la tarea de velar por la coordinación, consistencia y coherencia de los señalados planes, programas y políticas

Este inciso fue objeto de sendas indicaciones por parte del Ejecutivo, la primera de ellas consiste en precisar que, en el cumplimiento de la tarea encomendada, el Ministerio deberá actuar como órgano rector, y, la segunda, encaminada a señalar que tales políticas planes y programas deberán ser incorporadas transversalmente en las actuaciones del Estado.

Puesto en votación, la Comisión aprobó este inciso por la misma votación que el anterior, al igual que la segunda de las indicaciones del Ejecutivo (9x0); no sucediendo lo mismo con la primera de ellas que, si bien fue aprobada con la participación de los indicados señores diputados, votaron en su contra los señores Becker y Morales (7x2).

Artículo 2°

Este preceptúa que a esta Cartera le corresponderá planificar y desarrollar políticas y acciones que tengan por objeto promover la igualdad de derechos y de oportunidades para ambos sexos, tratando de erradicar cualquier tipo de discriminación originada en el género; la total participación de las mujeres en los campos cultural, político, social y económico, como, igualmente por el ejercicio de sus libertades fundamentales y estar atenta a que se respeten las obligaciones contraídas sobre el particular contenidas en tratados o acuerdos internacionales vigentes ratificados por nuestro país.

Puesto en votación, la Comisión aprobó por igual votación que el inciso primero del artículo anterior esta norma, conjuntamente con una indicación del Ejecutivo que puntualiza que dichas políticas y acciones deben poseer “pertinencia cultural” (9x0).

Artículo 3°

En esta norma se señalan, en diecisiete literales y en una forma no taxativa, las funciones y atribuciones que se le confieren, las que pasan a señalarse junto al tratamiento que fueron objeto:

Letra a)

Esta consiste en proponer al Presidente de la República aquellas políticas, planes y programas dirigidos a cumplir con los propósitos indicados, coordinarlos y vigilar que sean implementados, además de evaluarlos en su aplicación.

Esta letra fue motivo de sendas indicaciones del Ejecutivo, la primera de las cuales adiciona “la igualdad de derechos” a la equidad de género en cuanto a la orientación de dichas políticas, planes y programas a ser propuestos al Primer Mandatario. La segunda apunta a precisar que la mencionada evaluación será de carácter transversal y, por otra parte, agrega a las funciones y atribuciones del Ministerio, la de formular, coordinar y evaluar un Plan Nacional de Igualdad.

Puesta en votación, la Comisión prestó su aprobación unánime a esta letra, incluyendo las dos indicaciones antes referidas, con los votos de los diputados señores Farías, Aguiló, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Morales, Ojeda, Sandoval y la diputada señorita Cicardini (10x0).

Letra b)

Esta atribución consiste en proponer, asimismo al Presidente de la República, normas legales, reglamentarias y administrativas comprendidas dentro de su quehacer, como, igualmente, evaluarlas en su concreción (inciso primero).

Su inciso segundo prescribe que tales proposiciones y aplicaciones, que lleve a la práctica el Ministerio, tendrán como objetivo asegurar a las mujeres su desarrollo pleno, su autonomía y mejorar su posición con los propósitos que señala.

Este último inciso recibió una indicación del Ejecutivo que reemplaza la expresión “como objetivo” por otra, que señala que las mencionadas proposiciones e implementaciones deberán poseer pertinencia cultural, reconociendo la diversidad de las mujeres.

Puesta en votación esta indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los presentes, ya individualizados en la letra anterior (10x0).

Puesta en votación la letra b), incorporando en ella la precitada indicación, fue aprobada con los votos de los mismos diputados referidos en el literal anterior, excepción sea hecha del señor Becker, quien se abstuvo (9+1).

Letra c)

Esta, que consiste en el desarrollo por parte del Ministerio de políticas, planes y programas encaminados a prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres, fue motivo de sendas indicaciones del Ejecutivo: la primera, agrega a los propósitos de tales políticas, planes y programas la de atender dicha violencia; y, por la segunda, se precisa que tal desarrollo, tiene por propósito ir creando los espacios necesarios de coordinación entre las distintas entidades de la Administración, en todos los niveles. 

Puesta en votación esta letra, conjuntamente con ambas indicaciones, fue aprobada por asentimiento unánime, con los votos de los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez; Núñez, don Daniel; Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (9x0).

Letra d)

Ella, que consigna la atribución de promover la igualdad entre hombres y mujeres en el ámbito de la familia, como igualmente, el sentimiento de responsabilidad de ambos en cuanto a la educación, el cuidado y el desarrollo de sus hijos, fue objeto de una indicación del Ejecutivo que precisa que, tal igualdad debe entenderse tanto en cuanto a derechos como a obligaciones.

Puesta en votación esta letra, con la señalada indicación, fue aprobada por igual votación que las precedentes (9x0).

Sobre el punto de las funciones y atribuciones que se le confieren al Ministerio que se crea, sin embargo, se suscitó un debate a partir de un par de indicaciones (declaradas inadmisibles) del Diputado Urrutia, don Osvaldo, cuyo propósito era orientar el rol del ministerio hacia “el fortalecimiento de la familia”, ya no específicamente de la mujer en forma aislada, así como consagrar la valoración “del trabajo doméstico como un aporte indispensable para el funcionamiento de la familia”, y del “valor fundamental de la maternidad para la sociedad”; argumentó su autor que, si el Sernam va a pasar a ser el organismo “ejecutor” de las políticas del ministerio, resulta incoherente la exclusión premeditada en el proyecto de ley, de toda alusión a la familia, la maternidad y el trabajo doméstico, toda vez que, por una parte, jurídicamente, desde la propia Constitución Política, la familia es definida como “el núcleo fundamental de la sociedad”, y así lo contempla, aseguró, la actual ley del Sernam; así, agregó, si este ministerio será el órgano superior del Sernam, encargado de diseñar las políticas, planes y programas que este ejecutará, no deberían excluirse las consideraciones señaladas, toda vez que es un importantísimo rol de la mujer la defensa y el fortalecimiento de la familia. Por su parte, la Ministra Pascual recordó que, justamente, el origen de este proyecto y donde encuentra su justificación última, es la necesidad de dotar al país de una institucionalidad, que pueda dar cuenta del reconocimiento al rol de la mujer en la sociedad, en su desarrollo económico, social, político y cultural, independientemente del rol que ella (como también el hombre) pueda asumir en los espacios “familiares”; para este Gobierno, aseguró, es fundamental la preocupación por la familia, pero asumida por igual tanto por hombres como mujeres, y no, como tradicionalmente se ha entendido, en forma exclusiva por las mujeres; agregó que sí se potenciará el ámbito de la familia con otros proyectos, como los de salas cunas y jardines infantiles, la defensa de los derechos de la infancia, o por un buen trato hacia los adultos mayores, etc.; sin embargo, el proyecto en debate busca, principalmente, dar cuenta de la desigualdad estructural que en nuestra sociedad existe por el solo hecho de nacer hombre o mujer y, por tanto, de potenciar ese desarrollo hacia esta última, y avanzando hacia la igualdad y equidad de género; sin embargo, aclaró, no debe establecerse, a modo de caricatura, que este sea un debate entre “los que protegen” y “los que no protegen a la familia”. A su vez, el diputado Farías (Presidente), agregó que lo que aquí se crea es el ministerio “de la mujer”, no el de la familia; se trata de un ministerio que debe orientarse hacia la mujer y la equidad de género, tal como su nombre lo indica, y si bien la mujer es parte de “la familia”, tiene su propia singularidad y sus derechos propios que proteger. El Diputado Sandoval, a su vez, manifestó que si el “brazo ejecutor” de este nuevo ministerio será el Sernam, y si este, a su vez, tiene por ley como propósito el “fortalecer la familia”, debiera existir esa correlación directa entre ambos órganos y explicitar ese objetivo común.

Letra e)

Esta función, consistente en promover que se incorpore la perspectiva de género tanto en las políticas como en los planes de los distintos órganos de la Administración, en el plano nacional y regional, recibió una indicación del Ejecutivo que sustituye el verbo “promover” por los de “Impulsar, coordinar y evaluar”.
Puesta en votación esta letra, incluida la referida indicación, fue aprobada por similar votación a la anterior, excepción sea hecha del señor Urrutia, don Osvaldo, quien lo hizo en contra (8x1).

Letra f)

A este literal, que contiene la tarea de “promover la transformación de estereotipos, prejuicios y prácticas tendientes a hacer común y reproducir la discriminación contra el género femenino”, también fue presentada una indicación, por parte del Ejecutivo, que sustituya el verbo “Promover” por la expresión “Velar por”.
Puesta en votación esta letra, con la señalada indicación, fue aprobada por la unanimidad de los presentes los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez; Núñez, don Daniel; Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (9x0).

Letra g)

Este literal se refiere a la función del Ministerio de velar porque se cumplan las convenciones internacionales en materias de mujer y equidad de género, ratificadas por nuestro país, siendo objeto de sendas indicaciones del Ejecutivo que reemplaza “convenciones” por “tratados”, como igualmente, la alusión que se efectúa a “materia de mujer” por la de “derechos humanos de las mujeres” y que, por último, le introduce una parte final que destaca, en forma especial, a los mencionados instrumentos internacionales que digan atingencia con la eliminación de toda manifestación de discriminación y de violencia contra las mujeres.

Puestas en votación conjunta esta letra y las señaladas indicaciones, la Comisión las aprobó por asentimiento unánime, con los votos de los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Morales, Núñez, don Daniel, Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (10x0).

En el punto, se generó debate en cuanto el Diputado Chávez cuestionó aquella indicación del Ejecutivo con que se alude a “los derechos humanos de las mujeres”, señalando que, en su concepto y hasta donde ha podido investigar, no habrían tratados o convenciones exclusivamente a favor de las mujeres; al respecto, la Jefa de la Unidad Reformas Legales del Sernam, abogada Claudia Sarmiento, señaló que si bien conceptualmente los derechos humanos son tanto de hombres como de mujeres, la comunidad internacional, preocupada por la falta de goce efectivo de esos derechos por parte de las mujeres, ha generado, a lo menos, dos específicas convenciones relativas a derechos humanos de las mujeres, como son la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (Cedaw) y la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer”, más conocida como “Convención de Belém do Pará”; así, explicó, se optó por aludir a la temática sin especificar los instrumentos vigentes, puesto que en el futuro podrían existir otros instrumentos que aborden otras facetas en relación a la mujer y sus derechos.

Letra h)

Trata de aquella atribución relativa al mantenimiento de vínculos de cooperación con organismos internacionales cuyo quehacer está dedicado a las mujeres y la equidad de género, excluyendo aquellas funciones propias de la Cancillería sobre el particular.

Se presentó una indicación del Ejecutivo, destinada a precisar que la labor de los señalados organismos dice relación con los derechos humanos de las mujeres

Puestas en votación conjunta esta letra y la señalada indicación, la Comisión las aprobó con los votos de los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Mirosevic, Núñez, don David, Ojeda y Sandoval. Lo hizo en contra el señor Urrutia, don Osvaldo (9x1).

Letra i)

Contempla la función de colaborar con los organismos del sector público, asesorándolos en cuanto a la formulación de criterios de género hábiles de ser integrados en las políticas, planes, programas y evaluaciones desarrollados por aquellos.

Se presentó una indicación del Ejecutivo, puramente formal, para corregir la redacción de su texto.

Puestas en votación conjunta esta letra y la señalada indicación, la Comisión las aprobó por igual votación al anterior, sumándose a los Diputados que lo hicieron a favor el señor González, don Rodrigo (10x1).

Letra j)

Esta letra señala la atribución de celebrar convenios de colaboración y cooperación con entidades nacionales e internacionales, sean estas públicas o privadas, destinadas a dar cumplimiento a su quehacer. 

Puesta en votación fue aprobada, por unanimidad, con los votos de todos los señores Diputados indicados en la letra precedente (11x0).

Letra k)

Consigna la facultad del nuevo Ministerio de crear y administrar un sistema de información, de público acceso, relativo a la aplicación y cumplimiento de las normas atingentes a la equidad de género.

Puesta en votación fue aprobada, en los mismos términos y por igual votación a la anterior, excepción sea hecha del señor Urrutia, don Osvaldo, quien lo hizo en contra (10x1).

Letra l)

Se refiere a la posibilidad del ministerio de desarrollar estudios e investigaciones importantes para dar cumplimiento a sus funciones, pudiendo, al efecto, requerir la información necesaria de las diferentes entidades de la Administración.
Puesta en votación fue aprobada, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, referidos en la letras anteriores (11x0).

Letra m (antigua n)

Consiste en la facultad del ministerio de mantener un diagnóstico de indicadores de género, velando porque sean considerados en la planificación del desarrollo social y económico, como, igualmente, en los organismos de la Administración.
Puesta en votación fue aprobada, sin variaciones, por igual votación que la letra anterior (11x0).

Letra n (antigua o)

Consigna la función de elaborar informes anuales acerca de la situación de la equidad de género en los niveles nacional y regional.

Ella fue objeto de sendas indicaciones por parte del Ejecutivo: la primera, consiste en precisar que tales informes deben apuntar a la situación de las mujeres, al ejercicio de sus derechos humanos y a la equidad de género; y, por la segunda, se agrega la mención al nivel local entre aquellos que han de ser contemplados en dichos informes.

La Comisión le prestó su aprobación unánime a esta letra, al igual que a las comentadas indicaciones, con los votos de los señores Farías, Aguiló, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Mirosevic, Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (10x0).

Letra o (antigua p)

Consagra la atribución del ministerio de colaborar con las autoridades correspondientes, de todos los niveles de la Administración, en cuanto a la preparación, aprobación y desarrollo de programas educativos, promocionales y de difusión de las políticas de género, dirigidos a crear conciencia y cultura acerca de la equidad de género, como, igualmente, a propiciar la participación ciudadana en aquellas.

Previo a su votación, se generó debate en cuanto el Diputado Urrutia, don Osvaldo, consideró que esta atribución, persigue, de alguna forma, intervenir (ampliamente) en los programas de educación, por lo que resultaría excesiva y aún invasiva de las potestades del Ministerio de Educación; por su parte, el Diputado Núñez, don Daniel, argumentó a favor del texto del Mensaje, señalando que la letra objetada no sólo alude a “programas de educación”, sino, también, a la importancia de promover la participación ciudadana responsable a favor de la equidad de género y que, por otra parte, no sólo el Ministerio señalado elabora “programas de educación”, entendidos como acciones sistemáticas y acotadas en el tiempo, que sólo se inserten en el currículo de la educación formal, pues los podría haber, por ejemplo, al interior de las cárceles, y podrían ser desarrollados por otras entidades, como en este caso, Gendarmería; a su vez, el Diputado Sandoval, coincidiendo con el Diputado Osvaldo Urrutia, agregó que el propio Mensaje del Ejecutivo apunta a hacer de la preocupación por los derechos de la mujer y la equidad de género, un tema transversal, del que se hagan eco todos los entes estatales, y propuso, por tanto, que esta atribución la asuma directamente el Ministerio de Educación que, por lo demás, está llamado a integrar el Comité Interministerial que el mismo mensaje crea. El Diputado Arriagada por su parte, aseveró que reducir el “programa educativo” a lo que integra la malla curricular de la educación formal, primaria o secundaria, es desconocer la necesidad de una educación social, entendida como aquella que resulta de utilidad para la vida diaria, y esa, aseguró, la debe asumir no sólo el de Educación, sino cada ministerio en lo que le corresponda; el Diputado Becker, en cambio, consideró que el nuevo ministerio debiera colaborar con el de Educación, únicamente en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión de las políticas de género, y no ir más allá de ello; por el contrario, el Diputado Farías (Presidente), afirmó que el punto no dice relación con temas del Ministerio de Educación, sino con temas propios del Ministerio de la Mujer, pues se trata de programas destinados, específicamente, a la promoción y difusión de políticas de género, y ello no se enmarca en la educación formal primaria o secundaria; finalmente, la Ministra Pascual aclaró que esta norma está concebida para reforzar la transversalización de las políticas de género en los distintos ámbitos, para lo cual posibilita la colaboración, no la sanción propiamente de una medida, con otras autoridades de diverso nivel, y no necesariamente el Ministerio de Educación; se trata, aseguró, de una acción de “asesoría” que el nuevo ministerio podrá dar a las distintas autoridades o servicios en cuanto estas desarrollen sus propios programas de educación, en materias que digan relación con la mujer o la equidad de género.

Puesta en votación esta letra en su versión original, habiendo sido descartadas las indicaciones antes referidas, la Comisión la aprobó por asentimiento unánime, con los votos de los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Mirosevic, Morales, Núñez, don Daniel, Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (11x0).

Letra o (antigua q)

Ella hace referencia a todas aquellas funciones y atribuciones que legalmente le sean encomendadas y que no están consideradas en esta iniciativa.

Puesta en votación esta letra la Comisión la aprobó con los votos de los señores Farías, Arriagada, Becker, Berger, Chávez, Mirosevic, Morales, Núñez, don Daniel, Ojeda, y Sandoval, y la abstención del Diputado Urrutia, don Osvaldo (10+1).

Mediante una indicación de su autoría, que finalmente fuera desestimada por inadmisible, el Diputado Sandoval propuso incorporar a este artículo 3° nuevas atribuciones del Ministerio que se crea, relativas tanto a la labor de coordinación intersectorial para el logro de sus propósitos, como respecto del fortalecimiento de la familia y otros valores; para fundamentar dicha indicación objetó el hecho que, a su juicio, el artículo 3° describe las atribuciones del ministerio de una forma muy general o vaga y, por ello, su indicación buscaba lograr una especificación mayor, dándole “más fuerza” al Ministerio en esas materias; agregó que, en su opinión, en el mensaje se evidencian contradicciones entre lo que se declara buscar y la atribución concreta del órgano, en materia de “equidad de género”, pues esta le parece “insuficiente”. En cuanto al rol de “la familia”, el que en la actual normativa del Sernam sí está explícitamente declarado, objetó el que en este mensaje ello se relativiza, evitando hacer mención de la “necesidad de fortalecer la familia”, sin tomar en cuenta de que culturalmente, la sociedad chilena, según afirmó, tiene un fuerte apego a la familia, y de ello, aseguró, un Ministerio tan importante como el “de la mujer” debería hacerse cargo; y lo mismo, continuó, ocurre con el valor de la maternidad, como algo tan propio, fundamental y exclusivo de la mujer. Tales omisiones, concluyó, tendrán que ser corregidas en una futura legislación. Al respecto, la Ministra Pascual señaló que la coordinación intersectorial y su planificación son puntos ya considerados entre las atribuciones del Ministerio, contenidas en el mismo artículo 3°, y cuya redacción fue incluso fortalecida mediante indicaciones del Ejecutivo, a sugerencia de los diputados de la comisión; recordó a los presentes, e insistió que, desde su presentación, se ha establecido claramente que se trata del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, no es simplemente “de la mujer”, o “de la familia”, y que se fundamenta en la evidencia, también cultural, de que existe (en nuestra sociedad chilena) una brecha, una discriminación y una desigualdad estructural entre hombres y mujeres, la que carece de toda justificación, pues no tiene fundamento en la diferencia puramente fisiológica entre los sexos; por otra parte, agregó, no es efectivo que el proyecto de ley omita referirse a la familia, y sólo a modo de ejemplo dio lectura a la letra d) de su artículo 3°, según el cual corresponderá al nuevo Ministerio: “Promover la igualdad de derechos y obligaciones entre los hombres y las mujeres en las relaciones familiares, así como el reconocimiento de la responsabilidad común en cuanto a la educación, el cuidado y el desarrollo de los hijos e hijas”, lo que da cuenta, afirmó, de una forma de concebir a la familia más equitativa y equilibradamente, para que tanto hombres como mujeres participen en fortalecer sus relaciones familiares; afirmó que de manera alguna el Gobierno está promoviendo el debilitamiento de la familia, a la vez que busca dejar claramente establecido que la preocupación por la familia (reconociendo que esta no corresponde a un modelo único, pues las hay de diversas conformaciones), no es de responsabilidad exclusiva y excluyente de las mujeres, sino del conjunto de la sociedad; afirmó que tanto hombres como mujeres somos sujetos de derechos, aunque con diferentes roles, entre estos, tanto el de la maternidad como el de la paternidad; pero así como habrá mujeres que son madres, las hay muchas, también, que no lo son, pero tanto unas como otras serán consideradas, con igual fuerza, por las políticas públicas en la defensa de sus derechos de toda índole.

Artículo 4°

Faculta al Ministerio a proponer acciones, planes y programas de índole temporal, destinados a otorgar ventajas o a paliar desventajas que puedan afectar a las mujeres en los distintos ámbitos, en aras de lograr la más próxima igualdad entre hombres y mujeres.

Puesto en votación, la Comisión aprobó este artículo, con los votos de los señores Farías; Aguiló; Arriagada; Berger; Chávez; Cicardini, doña Daniella; González, Mirosevic; Morales; Ojeda y Urrutia, don Osvaldo, con la abstención del señor Sandoval (11+1).

Párrafo 2°

Denominado “De la Organización”, el que desarrolla en dos artículos.

Artículo 5°
Este consagra la existencia del Ministro, del Subsecretario y de las Secretarías Regionales Ministeriales, para entregar al reglamento la determinación de su estructura interna, en concordancia con lo preceptuado por la LOC de Bases de la Administración del Estado, debiendo consignar las áreas funcionales que detalla, sin perjuicio de aquellas otras necesarias para los propósitos del Ministerio.

La parte final de este artículo fue objeto de una indicación sustitutiva, del Ejecutivo, que no habla de “áreas funcionales” sino de “divisiones” con las que deberá contar, como, asimismo, contempla algunas de las funciones que deberá asumir, manteniendo la posibilidad de establecer otras áreas para el cumplimiento de su cometido.

Puesto en votación, la Comisión aprobó este artículo, conjuntamente con la señalada indicación, por unanimidad, con los votos de los mismos señores diputados referidos en el artículo precedente, salvo los señores Mirosevic y Morales quienes, en ese momento, no se encontraban presentes (10x0).

Artículo 6° original y nuevo Artículo 7°

Esta disposición se encarga de regular las Secretarías Regionales Ministeriales, con dependencia técnica y administrativa del Ministerio que se crea, señalando, a continuación, sus funciones generales –que luego desglosa en siete literales- consistentes, en lo principal, en asesorar al Intendente, velar porque los programas a nivel regional y local se desarrollen coordinadamente, como, igualmente, aquellas acciones que se ejecutan con recursos del Ministerio.

Este fue aprobado por asentimiento unánime, conjuntamente con una indicación del señor Farías que, en aras de destacar debidamente las funciones a ser desarrolladas por las seremis, las desglosa del texto propuesto por el Mensaje, creando con ellas, un nuevo artículo 7°, con pequeñas adecuaciones de redacción, respecto del Mensaje, como, igualmente, una indicación del Ejecutivo que, en la letra b), precisa que la agenda regional a preparar es “de igualdad de derechos y de equidad de género”.

La Comisión prestó su aprobación unánime a ambos artículos (el original 6° que queda reducido a su primer inciso y derivado de él un nuevo artículo 7°), así como a las indicaciones, tanto del Ejecutivo como del Diputado señor Farías, hechas con el propósito de adecuar su redacción, con los votos de los diputados señores Farías, Aguiló, Arriagada, Berger, Cicardini, doña Daniella, González, Ojeda, Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (9x0).

Párrafo 3°

Este consta de dos artículos y se titula “Del Comité Interministerial para la Igualdad de Oportunidades y del Consejo Asesor”.

Artículo 8° (antiguo 7°)

Esa norma crea el antes mencionado Comité Interministerial, que tendrá por misión colaborar en el seguimiento de las políticas, planes y programas que tengan por objeto lograr la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, ya implementados (inciso primero).

Luego, en su inciso segundo, señala los Ministros que lo integrarán, a saber, el de la Mujer y la Equidad de Género, que deberá presidirlo; el del Interior y Seguridad Pública; el Secretario General de la Presidencia; el de Economía, Fomento y Turismo; el de Desarrollo Social; el de Educación; el de Justicia; el del Trabajo y Previsión Social; el de Salud y el de Agricultura.

El inciso tercero faculta al primero de los Ministros nombrados para invitar a participar a otros Secretarios de Estado que los anteriormente indicados, quienes sólo lo harán con derecho a voz; a funcionarios de la Administración o a personas de competencia reconocida en el área de las políticas igualitarias. El inciso cuarto permite que, mediante acuerdo, el propio Comité se dé la normativa de funcionamiento interno.

Finalmente, en su inciso quinto, establece que el Comité contará con el apoyo administrativo necesario proporcionado por la Subsecretaría; correspondiéndole, además, al Subsecretario desempeñarse como Secretario Ejecutivo de aquel.

Puesto en votación, la Comisión aprobó este artículo con los votos de los señores Farías, Aguiló, Arriagada, Berger, Chávez, Cicardini, doña Daniella, González, Ojeda y Sandoval, absteniéndose el señor Urrutia, don Osvaldo (9+1), con las siguientes modificaciones, todas ellas originadas en sendas indicaciones del Ejecutivo:

a) Cambió el nombre del Párrafo por “Del Comité Interministerial para la igualdad de derechos y la equidad de género y del Consejo Asesor”.

b) En el inciso primero, se efectúan sendas adecuaciones conforme el nuevo nombre del Comité.

c) En el mismo inciso, se introduce una parte final que prescribe que las políticas, planes y programas, además de estar dirigidos a lograr la igualdad de derechos de ambos sexos, deben incorporar la perspectiva de género en el actuar del Estado. Por otra parte, define al Comité como una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo respecto de las políticas públicas sobre el particular.

d) En el inciso segundo, relativo a la integración del Comité, le incorpora a los Ministros de Defensa Nacional, al de Hacienda, al de Vivienda y Urbanismo y al Presidente -que posee el rango de tal- del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

e) En el inciso tercero se introduce una adecuación simplemente formal, acorde con el cambio de nombre del Comité.

Artículo 9° (antiguo 8°)

Esta disposición consulta la existencia de un Consejo Asesor, el que cumplirá tal rol respecto del Ministro en asuntos de equidad de género e igualdad de oportunidades (inciso primero); integrado por diez personas, de experiencia reconocida en tales materias, nombradas por el Ministro (inciso segundo); las que tendrán una permanencia en sus cargos de cuatro años, prorrogables hasta por dos períodos más, renovándose en un 50% cada dos años (inciso tercero).

Agrega, en su inciso cuarto, que tales cargos serán servidos ad honorem y que serán incompatibles con todo otro de carácter directivo de entidades relacionadas con competencias propias del Ministerio.

Finalmente, su inciso quinto, encomienda a un reglamento del Ministerio fijar la normativa aplicable en la designación de los miembros de este Consejo, como, asimismo, en su funcionamiento.

La Comisión dio el siguiente tratamiento a los incisos de este artículo y a sus correspondientes indicaciones:

.- El inciso primero fue objeto de sendas indicaciones por parte del Ejecutivo. La primera de ellas consiste en sumar a las materias en que el Consejo asesorará al Ministro aquello relativo a la “igualdad de derechos”. Por su parte, la segunda, propone eliminar la mención que allí se hace a la “igualdad de oportunidades”.

Puesto en votación este inciso, junto a las mencionadas indicaciones, fue aprobado por la unanimidad, con los votos de todos los señores diputados mencionados en el artículo anterior (10x0).

.- Al inciso segundo también el Ejecutivo presentó una indicación meramente formal. 

Puesto en votación este inciso, junto a la mencionada indicación, fue aprobado con los votos de los señores Farías, Aguiló, Arriagada, señorita Cicardini, González y Ojeda; lo hizo en contra el señor Urrutia, don Osvaldo, y se abstuvieron los señores Berger, Chávez y Sandoval (6x1+3).

.- El inciso tercero fue motivo de dos indicaciones del Ejecutivo, la primera, introduce la preposición “hasta”, limitando, así, a cuatro años, como máximo, la permanencia en el cargo de integrante del Consejo; por la otra, se elimina la posibilidad de que estos puedan nombrarse por dos nuevos períodos, como, asimismo, que han de ser renovados por mitades bianualmente.

Puesto en votación este inciso, incluidas ambas indicaciones, fue aprobado por igual votación al anterior (6x1+3).

Puesto en votación el inciso cuarto, fue aprobado por unanimidad, sin variaciones, con los votos favorables de todos los señores diputados antes mencionados (10x0).

.- El inciso quinto, como se señaló, encomienda al Reglamento el establecimiento de la normativa atingente a la nominación de los consejeros y al funcionamiento de este órgano colegiado, fue objeto de una indicación que resultó rechazada; en consecuencia:

Puesto en votación el inciso quinto fue aprobado, sin modificaciones, con los votos de los señores Farías, Aguiló, Arriagada, Berger, Chávez, señorita Cicardini, González y Ojeda; lo hicieron en contra los señores Sandoval y Urrutia, don Osvaldo (8x2).

Párrafo 4°

Consta de un artículo y trata del personal.

Artículo 10 (antiguo 9°)
Prescribe que quien preste servicios en el Ministerio se sujetará al Estatuto Administrativo; y, en cuanto a sus remuneraciones, al D.L. N°249, de 1974, que fijó la Escala Única de Sueldos.

Puesto en votación, la Comisión le prestó su aprobación unánime, con los votos de los señores Farías, Aguiló, Becker, Berger, Chávez, Morano, Ojeda y Sandoval (8x0).

Título II

Artículo 11 (antiguo 10)
Este crea el Fondo para la Equidad de Género, el que será administrado por el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género –actual Sernam-, cuyo objetivo será ayudar a financiar proyectos, programas, actividades, educación y difusión, dirigidos a fortalecer la asociatividad y liderazgo femenino, propiciar la equidad de género y a tratar de poner fin a cualquier tipo de discriminación respecto de ellas. Estará conformado por aquellos recursos que se determinarán en la ley de Presupuesto (inciso primero).

El inciso segundo consigna que las normas de administración y de operación de aquel, como, asimismo, los criterios a emplear en el otorgamiento de recursos, las reglas de funcionamiento y la forma de verificar la aplicación de los fondos, serán fijados por el reglamento que dictará el Ministerio que se crea, suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda.

Este artículo fue objeto de las siguientes indicaciones, aprobadas por igual votación que su respectivo inciso, según se verá:

a) Al inciso primero, la primera de ellas del señor Sandoval, por la cual precisa que los proyectos a financiar por este Fondo pueden tener carácter nacional, regional o local; la segunda, del Ejecutivo por la que dichos actos a financiar deben estar dirigidos a fortalecer, además la participación femenina, la tercera, también del Ejecutivo, a reemplazar los objetivos de promover la equidad de género y a la eliminación de cualquier tipo de discriminación en contra de las mujeres por establecer que el indicado fortalecimiento debe enmarcarse 
dentro de los parámetros de la equidad de género y los derechos humanos de ellas.

Puesto en votación este inciso primero, incluidas las señaladas indicaciones, fue aprobado con los votos favorables de los señores Farías, Aguiló, Berger, Mirosevic, Morano, Ojeda y señorita Cicardini, con la abstención de los señores Becker, Chávez y Sandoval (7+3), excepción sea hecha de la indicación de este último señor diputado, que fue aprobado por la unanimidad de todos ellos (10x0).

b) Por otra parte, el Ejecutivo presentó una indicación agregando tres nuevos inciso, a continuación del anterior, pasando el actual segundo del Mensaje a ocupar el último lugar del artículo, por los cuales se prescribe que en enero, anualmente, quien ocupa el cargo de Subsecretario determinará los componentes o líneas de acción del fondo a ser ejecutados por el Director del nuevo Sernam; a su vez, en el mes de diciembre anterior, este deberá hacer llegar al primero una propuesta destinada al efecto, como, igualmente, un estado de ejecución de los recursos asignados para el año respectivo. Finalmente, se indica que la adjudicación de tales recursos será materializada mediante resolución del mencionado Director (a), la que será visada por el Subsecretario (a).

Puestos en votación los nuevos incisos segundo, tercero y cuarto, fueron aprobados con los votos de los señores Farías, Aguiló, Mirosevic, Morano, Ojeda y señorita Cicardini. Se abstuvieron los señores Becker, Berger, Chávez y Sandoval (6+4).

c) En lo que respecta al antiguo inciso segundo, que fue objeto de sendas indicaciones simplemente formales del Ejecutivo, con el propósito de mejorar su redacción: 

Puesto en votación este inciso (final) fue aprobado, conjuntamente con las referidas indicaciones, con los votos favorables de todos los señores diputados antes mencionados, con la excepción del señor Chávez, quien se abstuvo (9+1).

Título III

Llamado “Disposiciones Finales”, consta de un artículo

Artículo 12 (antiguo 11)
Adecua el actual nombre del Servicio Nacional de la Mujer a esta ley reemplazando, a contar de la entrada en operaciones del Ministerio en referencia, todas las alusiones que la normativa vigente efectúa a aquel, por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

Puesto en votación este artículo la Comisión lo aprobó, por unanimidad, sin variaciones, con el voto favorable de todos los señores Diputados precitados (10x0).

ARTICULO SEGUNDO

Esta disposición introduce, en doce numerales, diversas modificaciones a la ley N°19.023, que creó el Servicio Nacional de la Mujer, también conocido como Sernam.

N° 1

El artículo 1° del citado cuerpo legal lo crea como un “servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio” y, además, dispone que su relación con el Presidente de la República será a través del Ministerio de Planificación y Cooperación.

Las modificaciones que se proponen introducirle, se contienen en tres literales:

a) Reemplaza el nombre de dicho Servicio en términos de agregarle al actual una parte final del siguiente tenor: “y la Equidad de Género”.

b) Además, se sustituye la Secretaría de Estado con la cual se relaciona con el Primer Mandatario por la del Ministerio que se crea por la ley en trámite.

Puestas en votación estas letras, fueron aprobadas por la unanimidad, con los votos de los señores Farías, Aguiló, Becker, Berger, Chávez Mirosevic, Morano, Ojeda, Sandoval y señorita Cicardini (10x0).

c) Se le introduce un nuevo inciso, que prescribe que el Servicio estará adscrito al Sistema de Alta Dirección Pública.

Puesta en votación esta letra, fue aprobadacon los votos de los señores Farías, Aguiló, Mirosevic, Ojeda, Sandoval y señorita Cicardini; lo hicieron en contra los señores Becker y Berger; y se abstuvieron los señores Chávez y Morano (6x2+2).

N° 2

Por este numeral se sustituye el artículo 2° de dicha ley, que fija las funciones del Sernam, por una norma que lo hace respecto del nuevo Servicio, señalando que le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas que le encargue el Ministerio que se crea por esta iniciativa legal (inciso primero)

Luego, en su inciso segundo se detallan, en diez literales- de forma no taxativa, aquellas funciones y atribuciones que especialmente le corresponderá ejercer, algunas de las cuales pasan a reseñarse: -la de implementar políticas, planes y programas dirigidos a la equidad de género y a perseguir la erradicación de cualquier discriminación contra las mujeres; -la de llevar a cabo programas destinados a lograr el desarrollo integral de las mismas y la equidad de género en todos los espacios del quehacer nacional; como, igualmente, aquellos que velan por la participación plena de las mujeres en los distintos ámbitos de la vida del país y su acceso a cargos de elección popular y a aquellos de carácter público; -la de ejecutar programas que apunten a prevenir, eliminar y sancionar la violencia contra las mujeres e intrafamiliar; -la de celebrar convenios con entidades públicas y privadas, sean estas de carácter nacional o internacional, necesarios para que el Servicio pueda cumplir sus funciones y atribuciones; -la de administrar el Fondo para la Equidad de Género.

Este que, como se señaló, sustituye el artículo 2° de la ley en referencia, fue motivo de cuatro indicaciones del Ejecutivo que fueron aprobadas conjuntamente con aquel, que pasan a analizarse:

Ellas apuntan a modificar la letra a) de dicha norma del Mensaje, en los siguientes términos: a precisar que las políticas, planes y programas deben ser de “pertinencia cultural”, que deben estar orientados, además de a la dentro de la equidad de género, a la igualdad de derechos; la última destinada a que toda forma de las mujeres, cuya eliminación encomienda a este servicio, debe considerarse al Plan Nacional de Igualdad.

Puesta en votación la primera indicación a esta letra a), antes descrita, fue aprobada con los votos favorables de los señores Farías, Aguiló, Berger, Morano, Ojeda, de la señorita Cicardini, absteniéndose los señores Chávez, Morales y Sandoval (6+3).

Puesta en votación la segunda indicación, fue aprobada por la unanimidad de los señores Diputados antes indicados (9x0). 

Puesta en votación la tercera indicación contó con el voto favorable de los señores Farías, Aguiló, Morano, Ojeda, y la señorita Cicardini, lo hizo en contra el señor Sandoval, y se abstuvieron los señores Berger y Morales (5x1+2).

Considerando las referidas indicaciones como incorporadas a su texto:

Puesto en votación el N° 2 del artículo segundo, resultó aprobado por la unanimidad de los presentes señores Farías, Aguiló, Berger, Chávez, Morales, Morano, Ojeda, Sandoval, y señorita Cicardini (8X0).

N° 3

En el artículo 3° de la ley se reemplaza la alusión que se efectúa al Sernam por la del nuevo Servicio. 

Puesto en votación el N°3, fue aprobado por unanimidad, con los votos de los señores Farías, Aguiló, Berger, Morales, Morano, Ojeda, Sandoval y señorita Cicardini (8X0).

N° 4

El artículo 4° de la ley en referencia, en su inciso primero, señala que la dirección técnica y administrativa del Sernam correspondería a su Director, quien tendrá el rango de Ministro de Estado.

A este se le introducen aquellas adecuaciones originadas por la ley en proyecto, suprimiéndole, como es lógico, el rango de Ministro al Director del Servicio.

Puesto en votación el N°4, fue aprobado por la misma votación del numeral precedente (8x0).

N° 5

En el artículo 5° de la actual ley se consultan las funciones y atribuciones del Director en mención; y, así, en su letra d) se señala la de preparar y proponer los reglamentos y decretos supremos relacionados con asuntos de su competencia y con la organización y contenido del Servicio.

Tal función es sustituida por la de requerir, de los órganos de la Administración, aquella información necesaria para el quehacer del Servicio.

Puesto en votación el N°5, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

N° 6

Este deroga los artículos 7°, 8° y 9° de la ley en vigencia. El primero de ellos consulta la facultad del Presidente de la República de fijar, dentro del plazo que indica, la organización interna del Sernam y las funciones y atribuciones correspondientes a cada nivel. Por su parte, el artículo 8°, dispone la existencia de un Consejo asesor del Director, su integración, estructura y funciones. El artículo 9° entrega a un reglamento determinar el funcionamiento interno del mencionado Consejo.

Puesto en votación el N°6, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

N° 7

Este numeral efectúa una modificación meramente formal al artículo 10, que contempla la existencia de las Direcciones Regionales del Servicio.

Puesto en votación el N°7, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

Nos 8 y 9

Estos introducen, también, sendas adecuaciones formales a los artículos 12 -que trata de la composición del patrimonio del Sernam- y 13 -que fija su planta de personal-.

Puestos en votación los Nos8 y 9, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

N° 10

Este numeral introduce sendas modificaciones al artículo 14 de la ley en mención, que señala la normativa aplicable a los funcionarios del Sernam (inciso primero) y la facultad del Director de contratar personal para fines determinados y a solicitar funcionarios especializados de otros entes de la Administración (inciso segundo)

La primera de ellas, al igual que las anteriores, efectúa una adecuación simplemente formal; y, la otra, deroga el mencionado inciso segundo 

Puesto en votación el N°10, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

N° 11

El artículo 16 de la ley determina los requisitos de ingreso y de promoción en las plantas y cargos del Sernam.

La modificación, en este caso, también es simplemente formal.

Puesto en votación el N°11, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

N° 12

Este numeral dispone la derogación de los artículos 15, 17, 18 y 19 de la ley en referencia.

El primero de ellos fija los plazos de duración de la comisión de servicios en el Sernam de funcionarios pertenecientes a otros órganos del Estado.

A su vez, el artículo 17 contempla la facultad del Director Nacional de requerir del resto de la Administración, incluidas las municipalidades, la información necesaria para el cumplimiento de las funciones del Servicio.

El artículo 18 dispone la supresión de los cargos que determina de la planta del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

Por último, el artículo 19 consulta la posibilidad que mediante decreto supremo fundado, y cuando las circunstancias lo exijan, se exima a una persona determinada del cumplimiento de los requisitos de ingreso al Servicio.

Puesto en votación el N°12, fue aprobado por la idéntica votación (8x0).

ARTÍCULO TERCERO

La ley N°19.863, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la administración pública y de normas sobre gastos reservados, en su artículo 1° establece una asignación de Dirección Superior, a ser percibida por quienes ocupen los cargos que indica de dedicación exclusiva, ascendiente al porcentaje que señala, sobre las remuneraciones brutas permanentes.

Este artículo de la ley en proyecto suprime de tal enumeración al Director del Sernam.

Puesto en votación el artículo tercero, fue aprobado por la unanimidad de los presentes, señores Farías, Aguiló, Berger, Chávez, Morales, Morano, Ojeda, Sandoval y señorita Cicardini (9x0).

ARTICULO CUARTO

La ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, en su artículo trigésimo sexto establece que el Sistema de Alta Dirección Pública se aplicará en servicios públicos regidos por la normativa que precisa Título II- de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado; para, luego, eximir de su aplicación los servicios que señala y, entre ellos, al Sernam.

Este artículo de la ley en proyecto elimina esta última mención, quedando, por ende, el Servicio nuevo, que sustituye a aquel, incluido dentro de la aplicación del aludido Sistema.

Puesto en votación el artículo cuarto, la Comisión lo aprobó, por unanimidad, con los votos de los mismo señores Diputados del artículo anterior (9x0).

ARTÍCULO QUINTO

La ley N° 20.066, que establece la normativa aplicable a la violencia intrafamiliar, en su artículo 4° prescribe que corresponderá al Sernam proponer las políticas públicas destinadas al cumplimiento de los propósitos de esta ley, y, en su inciso tercero, indica las funciones que desarrollará este Servicio al efecto, entre ellas la contenida en la letra c) del mismo, que consiste en prestar asistencia técnica –a solicitud de los mismo- a los organismos que tengan intervención en la aplicación de dicha ley.

Este artículo del proyecto en estudio introduce tres modificaciones a la señalada norma: 1) Reemplaza la mención que efectúa al Sernam, en dos ocasiones, por la del nuevoServicio que ocupará su lugar; 2) suprime la función consignada en la letra c) y, 3) le agrega un inciso cuarto, por el cual se reintegra la función antes eliminada.

Puesto en votación el artículo quinto, la Comisión lo aprobó con los votos de los mismos señores Diputados antes indicados, excepción sea hecha del señor Mirosevic, quien no se encontraba presente en ese momento (8x0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO

Este faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de esta ley, dicte el o los decretos con fuerza de ley, a través del Ministerio de Desarrollo Social y con la firma del Ministro de Hacienda, que determine la normativa que regulará las materias que pasan a señalarse:

1.- Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría y las disposiciones necesarias para su adecuada conformación y funcionamiento; para, luego, especificar los principales aspectos que comprende esta delegación legislativa y la forma en que podrá ejercerla.

Puesto en votación este número, fue aprobado por la unanimidad, con los votos de señores Farías, Aguiló, Berger, Chávez, Morano, Ojeda y Sandoval, y señorita Cicardini (8x0).

2.- Disponer el traspaso, sin solución de continuidad, de funcionarios de planta y a contrata desde el Sename a la Subsecretaría que se crea, en la forma que indica.

Puesto en votación este número, fue aprobado por la unanimidad, con los votos de los mismos señores señalados para el número anterior, además del señor Becker (9x0).

3.- Fijar la dotación máxima de personal de tal Subsecretaría, no sujetándose, al efecto, a la limitación que cita.

Puesto en votación este número, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

4.- Modificar la planta del actual SENAME, autorizándose la creación, transformación y supresión de cargos y reemplazar sus denominaciones y grados, como, asimismo, establecer nuevos requisitos y fijar los niveles jerárquicos, si correspondiere, para hacer aplicable la norma que indica.

Puesto en votación este número, fue aprobado por los votos, de los señores Farías, Aguiló, Becker, Berger, Chávez, Morano, Ojeda, y señorita Cicardini, y la abstención, del señor Sandoval (8+1).

5.- Establecer la o las fechas de entrada en vigor del articulado permanente de esta ley, de las plantas que determine, del traspaso de personal y del encasillamiento que se realice y de la iniciación de actividades del Ministerio en creación, entre otras.

Puesto en votación este número, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (8+1).

6.- Señala que no serán exigibles los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos que se establezcan, como consecuencia del ejercicio de las facultades anteriores, para el encasillamiento de los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen a la fecha de entrar en vigor el o los respectivos D.F.L.; igualmente, a estos últimos y a aquellos cuyos contratos sean prorrogados sin modificaciones no les resultarán exigibles los nuevos requisitos establecidos en los D.F.L. correspondientes.

Puesto en votación este número, fue aprobado por la unanimidad, con los votos de señores Farías, Aguiló, Becker, Berger, Chávez, Morano, Ojeda, Sandoval, y señorita Cicardini (9x0).

7.- Este número, en tres literales, señala las restricciones a los que quedará sujeto el Presidente de la República en el ejercicio de las indicadas delegaciones respecto del personal en referencia.

Puesto en votación este número, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

8.-Finalmente, faculta al Primer Mandatario a traspasar bienes desde el Sernam al fisco, para que sean redestinados al Ministerio que se crea.

Puesto en votación este número, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

ARTÍCULO SEGUNDO

Establece el límite que indica al mayor gasto que tenga su origen en el ejercicio de las facultades contenidas en el artículo anterior.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad, con los votos de señores Farías, Aguiló, Becker, Berger, Chávez, Morano, Ojeda, Sandoval, y señorita Cicardini (9x0).

ARTÍCULO TERCERO

Faculta al Presidente de la República para conformar, mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el primer presupuesto del Ministerio en referencia y le transferirá los fondos necesarios del actual Sernam para que cumpla con su cometido, pudiendo para estos propósitos introducir las modificaciones presupuestarias pertinentes.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

ARTÍCULO CUARTO

Dispone que quien desempeñe el cargo de Director del Sernam, a la fecha de publicación del o de los D.F.L. aludidos en el artículo primero transitorio, en tanto mantenga tal nombramiento, continuará percibiendo sus remuneraciones sin alteración alguna.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

ARTICULO QUINTO

Preceptúa que mientras no se constituya el Servicio de Bienestar del ministerio que se crea, sus funcionarios podrán afiliarse a continuar afiliados al del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género (inciso primero).

Agrega, su inciso segundo, que los funcionarios de planta y a contrata del actual Sernam que sean traspasados al Ministerio en referencia podrán mantener su afiliación a las asociaciones de funcionarios de tal servicio, la que se mantendrá vigente hasta la constitución de su propia asociación por parte del Ministerio. No obstante lo anterior, tal afiliación caducará, por el solo ministerio de la ley, luego de dos años de la entrada en vigencia de los D.F.L que fijen las nuevas plantas, el traspaso y encasillamiento de personal y la iniciación de actividades del Ministerio, determinados por el Presidente de la República.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

ARTÍCULO SEXTO

Señala que el mayor gasto fiscal que irrogue esta ley, en su primer año de vigencia, se financiará con los recursos transferidos al Ministerio por aplicación del artículo tercero transitorio; cantidad que podrá ser suplementada por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, en caso de resultar aquella insuficiente (inciso primero)

Su inciso segundo preceptúa que el mayor gasto, para el futuro, se financiará con los recursos que consideren los respectivos presupuestos.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por idéntica votación a la anterior (9x0).

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS

Artículos:

Se encuentra en esta situación, la disposición contenida en la letra m) del artículo primero, 3°, del Mensaje, del siguiente tenor:

“Artículo 3°.- El Ministerio tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

m)
Realizar procesos de capacitación de los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.”.

Indicaciones:

Al artículo primero

Artículo 1°

1.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar, del Título I, la frase “y la equidad de género”.”.

2.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

Para reemplazar su inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 1º.- Créase el Ministerio de la Mujer, en adelante “el Ministerio”, como una Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República, en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas conducentes a que la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre, en el proceso de desarrollo político, social, económico y cultural del país, respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos, incluida su adecuada proyección a las relaciones de la familia.”

3.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

“Para suprimir el inciso segundo.”.

4.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Agréguese al artículo 1) un nuevo inciso tercero:

“Para efectos de esta ley, se entenderá por equidad de género, aquella que comprende, la ausencia de discriminaciones arbitrarias entre hombres y mujeres, la igualdad de oportunidades para ambos y la creación de mecanismos, que les permitan enfrentarse a la vida con idénticas posibilidades”.”.

Artículo 2°

5.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar el artículo 2°”.

6.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Agréguese al artículo 2° a continuación de la expresión, “en el género”, la frase siguiente:

“la elaboración de políticas destinadas a proteger la diversidad cultural de las mujeres indígenas y a estimular el respeto y valoración de su cultura”.”.

Artículo 3°

7.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para intercalar, en el inciso primero, la frase “en especial” luego de la palabra “tendrá”.”.

8.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

“Para reemplazar, en la letra i) la frase “de género” por la siguiente: “relativa a la mujer”.”.

9.- Del Ejecutivo, del siguiente tenor:

“Intercálase en la letra m), entre las palabras “funcionarios” y “públicos”, la siguiente palabra “(as)”.”.

Artículo 9° (ex 8°)

10.- Del Ejecutivo, del siguiente tenor:

“Reemplázase, en el inciso final, las expresiones “las normas necesarias para la designación de sus integrantes y el funcionamiento del Consejo”, por la frase “el período de duración de la designación de sus integrantes y las demás normas necesarias para el funcionamiento del Consejo”.”.

Título II

11.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para suprimirlo.”.

Título III

12.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para suprimirlo.”.

Artículo segundo

N° 1)

13.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para suprimir la letra a).”.

14.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

“Para eliminar, en la letra b), la frase “y equidad de género”.”.

N° 2)

15.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para suprimirlo”.”.

16.- Del Ejecutivo, del siguiente tenor:

“Para modificar el número 2, que remplaza el artículo 2°, de la ley N° 19.023, en el siguiente sentido:

.- Intercálase a continuación de la letra i), la siguiente letra j) nueva, pasando la actual letra j) a ser letra k):

“j) Realizar procesos de capacitación de los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.”.”.

N°3)

17.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para suprimirlo”.”.

N°4)

18.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°5)

19.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°7)

20.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°8)

21.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°9)

22.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°10)

23.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°11)

24.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

Artículo segundo

N°1

25.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

N°3

26.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para eliminar la frase “y equidad de género”.”.

Artículo primero transitorio

N°5

27.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Sustitúyase en el número 5 del artículo primero transitorio, la frase “Determinar la o las fechas”, por: “Determinar una fecha única”.”.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES

En esta situación se encuentran las siguientes indicaciones:

Artículo primero

Artículo 3°

1.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

“Para reemplazar la letra a) por la siguiente: 

“a) Proponer al Presidente de la República políticas, normas, planes y programas orientados a que la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre y a procurar eliminar toda forma de discriminación arbitraria contra las mujeres; coordinarlos y velar por su implementación, a fin de garantizar el cumplimiento de sus objetivos y evaluar su aplicación”.”.

2.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Crease un nuevo inciso 3, en el artículo 3 letra b):

“Asimismo deberán fomentar el desarrollo productivo de la mujer indígena así como su educación y especialización en todos los niveles educacionales.”.”.

3.- Del señor Urrutia, don Osvaldo, del tenor siguiente:

Para incorporar una nueva letra d); pasando la actual a ser letra e), y así sucesivamente:

“d) Fomentar y proponer medidas tendientes a fortalecer la familia, entregando las condiciones sociales para su desarrollo como grupo humano y el crecimiento de cada uno de sus miembros.”.”.

4.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

“Para sustituir la Letra e) por la siguiente: 

“e) Impulsar medidas tendientes a dignificar y valorar el trabajo doméstico como un aporte indispensable para el funcionamiento de la familia y la sociedad.”.”.

5.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

Para reemplazar la letra f) por la siguiente:

“f) Fomentar medidas concretas que destaquen el valor fundamental de la maternidad para la sociedad, velando por su efectiva protección”.”.

6.- Del mismo señor Diputado, del tenor siguiente:

Para sustituir la letra g) por la siguiente: 

“g) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales ratificados por Chile en la materia y que se encuentren vigentes.”.”.

7.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Agréguese las nuevas letras q), r), s), t) (retirada), u), al artículo 3, pasando la actual letra q) a ser v):

“q) Dirigir las acciones vinculadas a propiciar la coordinación sectorial e intersectorial para el logro de objetivos de igualdad y no discriminación.

r) Controlar y evaluar la incorporación de la perspectiva de género en las políticas planes y programas de los órganos de la administración del Estado.

s) Fomentar y proponer medidas tendientes a fortalecer la familia, entregando las condiciones sociales para su desarrollo como grupo humano y el crecimiento de cada uno de sus miembros.

u) Fomentar medidas concretas que destaquen el valor fundamental de la maternidad para la sociedad, velando por su efectiva protección.”.”.

8.- De la Diputada señorita Cicardini:

“Para sustituir la palabra "podrá" por la expresión "tendrá la obligación de".”.

Artículo primero transitorio

N°4

9.- Del señor Sandoval, del tenor siguiente:

“Sustitúyase en el número 4 del artículo primero transitorio, la frase, “permitiendo la creación, transformación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados” por:

“determinando el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos.”.”.

10.- Del mismo señor Diputado:

Agréguese en el número 4 del artículo primero transitorio, a continuación del segundo punto seguido:

“En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos”.

-o-
Concluida la discusión y votación del proyecto, la Comisión somete a consideración de la H. Cámara el siguiente

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO.- Créase el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y fíjase como su ley orgánica, la siguiente:

“TITULO I

Del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género

Párrafo 1º

Naturaleza, Objeto y Funciones

Artículo 1º.- Créase el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, en adelante “el Ministerio”, como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el (la) Presidente (a) de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad de género, los que deberán incorporarse en forma transversal en la actuación del Estado.

Artículo 2º.- Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar políticas y medidas especiales con pertinencia cultural, destinadas a favorecer la igualdad de derechos y de oportunidades entre hombres y mujeres, procurando eliminar toda forma de discriminación basada en el género, la plena participación de las mujeres en los planos cultural, político, económico y social, así como el ejercicio de sus libertades fundamentales y velar por el cumplimiento de las obligaciones contenidas en los instrumentos internacionales ratificados por Chile en la materia y que se encuentren vigentes.

Artículo 3°.- El Ministerio tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) 
Proponer al (a la) Presidente (a) de la República políticas, normas, planes y programas orientados a la equidad de género, a la igualdad de derechos y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres; coordinarlos y velar por su implementación, a fin de garantizar el cumplimiento de sus objetivos y evaluar su aplicación transversal en la actuación del Estado. Además, le corresponderá la formulación, coordinación y evaluación de un Plan Nacional de Igualdad. 

b) Proponer al (a la) Presidente (a) de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia y evaluar su aplicación. 

Las proposiciones e implementaciones que efectúe el Ministerio tendrán pertinencia cultural, reconocerán la diversidad de las mujeres y deberán asegurar el pleno desarrollo y autonomía de las mujeres y la mejora de su posición a fin de garantizarles el goce de sus derechos en igualdad de condiciones y oportunidades con los hombres, su plena participación en la vida laboral, social, económica y cultural del país, y su acceso a cargos de elección popular y funciones públicas.

c) Desarrollar políticas, planes y programas destinados a atender, prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres, generando los espacios de coordinación entre los organismos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local. 

d) Promover la igualdad de derechos y obligaciones entre los hombres y las mujeres en las relaciones familiares, así como el reconocimiento de la responsabilidad común en cuanto a la educación, el cuidado y el desarrollo de los hijos e hijas.

e) Impulsar, coordinar y evaluar la incorporación de la perspectiva de género en las políticas y planes de los diversos Ministerios y Servicios a nivel nacional y regional. 

f) Velar por la transformación de estereotipos, prejuicios y prácticas sociales y culturales que naturalizan y reproducen la discriminación contra las mujeres. 

g) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre derechos humanos de las mujeres y la equidad de género, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, especialmente aquellos que guarden relación con la eliminación de todas las formas de discriminación y de violencia contra las mujeres.

h) Mantener vínculos de cooperación con organismos internacionales dedicados a los derechos humanos de las mujeres y la equidad de género, sin perjuicio de las atribuciones que le correspondan al Ministerio de Relaciones Exteriores. 

i) Colaborar con organismos del sector público, a nivel nacional, regional y local, y asesorarlos en la formulación e incorporación de criterios de género en sus políticas y programas, evaluaciones y procesos de planificación. 

j) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, para el cumplimiento de sus fines.

k) Establecer y administrar un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa vigente sobre equidad de género. 

l) Desarrollar estudios e investigaciones necesarios para el cumplimiento de su objeto. Para tal efecto, estará facultado para solicitar a los órganos de la Administración del Estado la información disponible que requiera para el cumplimiento de sus funciones. 

m) Mantener un diagnóstico de indicadores de género y velar por su incorporación en la planificación del desarrollo social y económico, y en la Administración del Estado. 

n) Elaborar anualmente informes sobre la situación de las mujeres, el ejercicio de sus derechos humanos y de la equidad de género a nivel nacional, regional y local. 

ñ) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión de las políticas de género, orientados a la creación de una conciencia y cultura nacional sobre la equidad de género y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias. 

o) Realizar las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Artículo 4°.- El Ministerio podrá proponer medidas, planes y programas de carácter temporal que impliquen ventajas concretas para las mujeres o que prevengan o compensen las desventajas que puedan afectarlas en los ámbitos público, político, laboral, social, económico o cultural, con el fin de alcanzar la mayor igualdad posible entre hombres y mujeres.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 5°.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El (La) Ministro (a) de la Mujer y la Equidad de Género.

b) El (La) Subsecretario (a).

c) Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento expedido por el Ministerio determinará la estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Para efectos de establecer la estructura interna deberán considerarse, a lo menos, las siguientes divisiones: Estudios y Capacitación en Género; Planificación y Control de Gestión; Políticas de Igualdad a la que, entre otras funciones, le corresponderá transversalizar la perspectiva de género en el quehacer del Estado, participar en las reformas legales que sean pertinentes, velar por el cumplimiento de las obligaciones y relaciones internacionales del Ministerio y la generación de instancias de participación a nivel central y regional. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio.

Artículo 6°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, a cargo de un (a) Secretario (a) Regional Ministerial, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio. 

Artículo 7°.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:

a) Prestar asesoría técnica al (a la) Intendente (a). 

b) Elaborar una agenda regional de igualdad de derechos y equidad de género y velar por su ejecución.

c) Impulsar la incorporación de la perspectiva de género en las políticas, planes y programas de los órganos de la Administración del Estado con competencia en la región.

d) Impulsar la participación de las mujeres de la región en las políticas, planes y programas vinculados con la promoción de sus derechos y la equidad de género.

e) Colaborar con el Ministerio en la coordinación de las acciones y diagnósticos de género regionales.

f) Colaborar con las municipalidades y el gobierno regional en las materias de equidad género.

g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 3°

Del Comité Interministerial para la Igualdad de Derechos y la Equidad de Género y del Consejo Asesor

Artículo 8°.- Créase el Comité Interministerial para la Igualdad de Derechos y la Equidad de Género cuya función será colaborar en la implementación de las políticas, planes y programas orientados a la igualdad de derechos entre mujeres y hombres, incorporando la perspectiva de género en la actuación del Estado. El Comité es una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo para las políticas públicas en esta materia.

El Comité estará integrado por:

a) El (La) Ministro (a) de la Mujer y la Equidad de Género, quien lo presidirá;

b) El (La) Ministro (a) del Interior y Seguridad Pública;

c) El (La) Ministro (a) de Defensa Nacional;

d) El (La) Ministro (a) de Hacienda;

e) El (La) Ministro (a) Secretario (a)General de la Presidencia;

f) El (La) Ministro (a) de Economía, Fomento y Turismo; 

g) El (La) Ministro (a) de Desarrollo Social; 

h) El (La) Ministro (a) de Educación;

i) El (La) Ministro (a) de Justicia; 

j) El (La) Ministro (a) del Trabajo y Previsión Social;

k) El (La) Ministro (a) de Salud;

l) El (La) Ministro (a) de Agricultura; 

m) El (La) Ministro (a) de Vivienda y Urbanismo, y 

n) El (La) Ministro (a) Presidente (a) del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Sin perjuicio de lo anterior, el (la) Ministro (a) de la Mujer y la Equidad de Género podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros (otras) Ministros (as) de Estado, funcionarios (as) de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de las políticas de igualdad de derechos y de equidad de género.
El Comité establecerá, mediante acuerdo, las normas necesarias para su funcionamiento interno y el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.
La Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género prestará al Comité el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El (La) Subsecretario (a) será el (la) Secretario (a) Ejecutivo (a) del Comité.
Artículo 9°.- Créase un Consejo Asesor, cuya función será prestar asesoría al (a la) Ministro (a) en materias de igualdad de derechos y de equidad de género.

El Consejo estará integrado por diez personas, de reconocida experiencia en el ámbito de las materias antes mencionadas, y serán designadas por el (la) Ministro (a) de la Mujer y la Equidad de Género.

Los miembros del Consejo durarán hasta cuatro años en sus cargos mientras cuenten con la confianza del (de la) Ministro (a).
El ejercicio del cargo de consejero (a) será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones o asociaciones relacionadas con las atribuciones y funciones del Ministerio.

Un reglamento, expedido por el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género establecerá las normas necesarias para la designación de sus integrantes y el funcionamiento del Consejo.

Párrafo 4°

Del Personal

Artículo 10°.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley Nº18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria.

TITULO II

Del Fondo para la Equidad de Género

Artículo 11.- Créase el Fondo para la Equidad de Género, administrado por el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, con el objeto de contribuir al financiamiento de proyectos nacionales, regionales o locales, de programas y actividades de educación y difusión, destinados a fortalecer la participación, asociatividad y liderazgo de las mujeres, en el marco de la equidad de género y los derechos humanos de las mismas. Los recursos del Fondo se consultarán anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.
En el mes de enero de cada año, el (la) Subsecretario (a) de la Mujer y la Equidad de Género aprobará, por resolución exenta, los componentes o líneas de acción anual del Fondo para la Equidad de Género y lo enviará al (a la) Director (a) del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género para su ejecución.
El (La) Director (a) deberá remitir, en la primera quincena del mes de diciembre del año anterior, una propuesta para efectos del inciso anterior. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.

La adjudicación de los recursos del fondo se efectuará por resolución del (de la) Director (a) que, además, deberá ser visada por el (la) Subsecretario (a).

Un reglamento, dictado a través del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, suscrito también por el (la) Ministro (a) de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Equidad de Género, los criterios objetivos para otorgar los recursos, los reglas de funcionamiento y los medios para verificar el correcto uso de los fondos asignados a la finalidad señalada en el inciso primero.

TITULO III

Disposiciones Finales

Artículo 12.- A contar de la fecha que entre en funciones el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, el Servicio Nacional de la Mujer se denominará "Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género". En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.023, que creó el Servicio Nacional de la Mujer:

1) Modifícase el artículo 1º de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

b) Reemplázase la frase “Ministerio de Planificación y Cooperación” por la de “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”.

c) Agrégase el siguiente inciso segundo: 

“El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N°19.882.”.

2) Reemplázase el artículo 2º por el siguiente:

“Artículo 2°.- El Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género estará encargado de ejecutar las políticas, planes y programas que le encomiende el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.

En especial, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Implementar políticas, planes y programas con pertinencia cultural, orientados a la equidad de género, a la igualdad de derechos y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres, incluido el Plan Nacional de Igualdad;
b) Ejecutar programas que fomenten el desarrollo integral de las mujeres y la equidad de género en los distintos ámbitos de la vida nacional;

c) Ejecutar programas que velen por la plena participación de las mujeres en la vida laboral, social, económica y cultural del país, y su acceso a cargos de elección popular y funciones públicas. Como, asimismo, aquellos que promuevan el desarrollo y autonomía de las mujeres;

d) Ejecutar programas destinados a prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres e intrafamiliar;
e) Ejecutar medidas que promuevan el reconocimiento y respeto de las mujeres y de la equidad de género en los distintos ámbitos de la vida nacional;

f) Coordinar con los distintos servicios y organismos públicos la ejecución de las políticas, planes y programas relativos a la equidad de género y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres;

g) Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, para el cumplimiento de las funciones y atribuciones del servicio;

h) Solicitar a los órganos de la Administración del Estado, la información y antecedentes que estime necesarios, relacionados con materias propias de sus respectivas esferas de competencia, que el (la) Director (a) Nacional requiera para el cumplimiento de sus funciones;

i) Administrar el Fondo para la Equidad de Género, y

j) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.”.

3) Sustitúyese en el artículo 3° la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

4) Reemplázase en el artículo 4º, el inciso primero, por el siguiente
“La dirección superior, técnica y administrativa del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género estará a cargo del (de la) Director (a) del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

5) Reemplázase en el artículo 5º, su letra d) por la siguiente:

“d) Solicitar a órganos de la Administración del Estado la información disponible que el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género requiera para el cumplimiento de sus funciones.”.

6) Deróganse los artículos 7°, 8° y 9°.

7) Sustitúyese en el artículo 10 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

8) Sustitúyese en el artículo 12, la expresión “Servicio Nacional de la Mujer” por “Servicio de la Mujer y la Equidad de Género”.

9) Reemplázase en el artículo 13 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

10) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 14 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la siguiente: “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”, y elimínase su inciso segundo.

11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la siguiente: “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

12) Deróganse los artículos 15,17, 18 y 19.

ARTÍCULO TERCERO.- Suprímese la letra f) del inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº19.863.

ARTÍCULO CUARTO.- Elimínase, en el artículo trigésimo sexto de la ley Nº19.882, la frase “Servicio Nacional de la Mujer”.

ARTÍCULO QUINTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 4° de la ley N°20.066:

1) Reemplázase en sus incisos primero y tercero la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”.

2) Suprímese la letra c) de su inciso tercero, pasando la actual letra d) a ser c).

3) Agrégase el siguiente inciso cuarto: 

“Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran.”.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO.- Facúltase al (a la) Presidente (a) de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de la Mujer yla Equidad de Género y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de esta. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº18.834 cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir a los (las) funcionarios (as) que se traspasen del Servicio Nacional de la Mujer.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los (las) funcionarios (as) titulares de planta y a contrata, desde el Servicio Nacional de la Mujer a la Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios (as) que serán traspasados (as) por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del (de la) Presidente (a) de la República", por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social o del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, según corresponda. 

3) Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4) Modificar la planta del Servicio Nacional de la Mujer, que pasará a llamarse Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, permitiendo la creación, transformación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. Asimismo, podrá fijar nuevos requisitos y determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, cuando corresponda. Además, podrá modificar su dotación máxima del personal, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del citado decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

5) Determinar la o las fechas para la entrada en vigencia del articulado permanente de la presente ley, de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Además, determinará la entrada en vigencia de las modificaciones a que se refiere el numeral anterior. 

6) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en los numerales 1) y 4) de este artículo, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los (las) funcionarios (as) titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los (las) funcionarios (as) a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los (las) funcionarios (as) fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los (las) funcionarios (as), excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los (las) trabajadores (as) del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los (Las) funcionarios (as) traspasados (as) conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Servicio Nacional de la Mujer al Fisco, para que sean destinados al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.

ARTÍCULO SEGUNDO.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 4.020.480 miles.

ARTÍCULO TERCERO.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y transferirá a este los fondos del Servicio Nacional de la Mujer, que pasará a llamarse Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

ARTÍCULO CUARTO.- El (la) funcionario (a) que, a la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se encuentre desempeñando el cargo de Director(a) Nacional del Servicio Nacional de la Mujer, mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la ley N° 19.863.

ARTÍCULO QUINTO.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, todos (as) sus funcionarios (as) podrán afiliarse o continuar afiliados (as) al del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género.

Los (las) funcionarios (as) de planta y a contrata del Servicio Nacional de la Mujer, que sean traspasados al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado Servicio. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el número 5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.


ARTÍCULO SEXTO.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.

Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.”.

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de 8 y 22 de abril, 6, 19 y 20 de mayo, 3, 10 y 17 de junio, y 1 y 8 de julio de 2014, con la asistencia de los señores Farías, don Ramón (Presidente); Aguiló, don Sergio; Arriagada, don Claudio; Becker, don Germán; Berger, don Bernardo; Chávez, don Marcelo; González, don Rodrigo; Morano, don Juan Enrique; Mirosevic, don Vlado; Morales, don Celso; Núñez, don Daniel; Ojeda, don Sergio; Sandoval, don David; Urrutia, don Osvaldo y de las Diputadas Provoste, doña Yasna y Cicardini, doña Daniella.

Sala de la Comisión, a 14 de julio de 2014.

(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión.”

2. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social relativo a la
participación de parte de sus diputados miembros en la 103a reunión de
la Conferencia Internacional del Trabajo (junio de 2014)

De conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 del Reglamento de la Corporación, cumplimos con rendir informe de nuestro cometido como Diputados miembros de la Comisión de Trabajo y Seguridad en el marco de la invitación formulada por la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Javiera Blanco Suárez, a formar parte de la delegación del Supremo Gobierno en la 103a Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo. Cabe hacer presente que nuestra participación es en calidad de invitados sin derecho a voz ni voto en los debates oficiales.

La Organización Internacional del Trabajo -OIT- fue fundada en 1919, al término de la Primera Guerra Mundial, basada en una visión según la cual una paz duradera y universal sólo puede ser alcanzada cuando está fundamentada en el trato decente de los trabajadores. La OIT se convirtió en la institución mundial responsable de la elaboración y supervisión de las normas internacionales del trabajo y es la única agencia de las Naciones Unidas de carácter "tripartito" ya que representantes de gobiernos, empleadores y trabajadores participan en conjunto en la elaboración de sus políticas y programas, así como en la promoción del trabajo decente para todos.

La OIT está consagrada a la promoción de oportunidades de trabajo decente y productivo para mujeres y hombres, en condiciones de libertad, igualdad, seguridad y dignidad humana. Sus objetivos principales son promover los derechos laborales, fomentar oportunidades de empleo dignas, mejorar la protección social y fortalecer el diálogo al abordar temas relacionados con el trabajo.

La 103a Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo se desarrolló entre los días 28 de mayo y 12 de junio recién pasados, en la sede de la organización, en Ginebra, Suiza.

La delegación de Diputados estuvo compuesta por los señores Osvaldo Andrade Lara, Lautaro Carmona Soto, Tucapel Jiménez Fuentes (Presidente de la Comisión), Patricio Melero Abaroa, y Cristian Monckeberg Bruner. Asistió, además, el Abogado Ayudante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, señor Dámaso Montebruno Arriagada. Cabe destacar que la delegación participó de la Reunión entre los días 7 al 12 de junio.

La 103a Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo consideró, entre otros temas, la adopción de un nuevo Protocolo sobre el Trabajo Forzoso, el cual tiene por objetivo progresar en la prevención, la protección y las medidas compensatorias, así como intensificar los esfuerzos para eliminar las formas de esclavitud contemporáneas. En la misma línea, los delegados también discutieron sobre los desafíos de la transición de la economía informal hacia la formal, y acordaron llevar a cabo una segunda discusión con el objeto de adoptar una Recomendación.

Adicionalmente, la Conferencia discutió y analizó, entre otras materias, los siguientes temas: Enmiendas al Convenio sobre el trabajo marítimo del año 2006; migración laboral; necesidad de un marco político exhaustivo para el empleo; trabajo decente y prohibición del trabajo infantil; discusión recurrente sobre el objetivo estratégico del empleo.

Asimismo, cabe destacar el diferendo que se produjo entre trabajadores y empleadores, a propósito de las sesiones de la Comisión de Aplicación de Normas, respecto del derecho a huelga consagrado en el Convenio N° 87 de la OIT.

En este contexto, la delegación parlamentaria que integramos asistió a varias sesiones plenarias, destacando aquella celebrada el día miércoles

11 de junio que contó con la alocución de la señora Javiera Blanco Suárez, Ministra del Trabajo y Previsión Social, quien se refirió a los desafíos y esfuerzos en materia de empleo y trabajo decente en relación a la inseguridad laboral, al trabajo temporal, y a la subcontratación, todos factores que atentan contra la libertad sindical y, portante, contra los objetivos de la negociación colectiva.

Cabe destacar que nuestra delegación fue recibida y atendida personalmente por la señora Embajadora de Chile en Ginebra, doña Marta Mauras Pérez, quien se esmeró en la implementación y éxito de cada una de las actividades realizadas.

Resulta particularmente relevante la participación de nuestra delegación en la recepción realizada en la residencia de la señora Embajadora, el día martes 10 de junio, la que contó no solo con la asistencia de las delegaciones de trabajadores, empleadores y gobierno, si no que, además, concurrió parte de la colonia chilena en Ginebra.

Finalmente, quisiéramos reiterar nuestros agradecimientos a la persona de la señora Embajadora de Chile en Ginebra, doña Marta Mauras Pérez, sin cuya valiosa cooperación el éxito de nuestra participación no hubiera tenido tan prósperos resultados. Del mismo modo, valoramos las instancias de encuentro con representantes de los trabajadores y empleadores, que enriquecerán el estudio de las iniciativas de ley que la Comisión de Trabajo y Seguridad Social enfrente a futuro, por lo cual destacamos que la participación que informamos constituye un escenario relevante de inserción de la Cámara de Diputados en instancias internacionales de primer nivel, enriquecedora y rica en insumos, en el horizonte de una legislación laboral moderna y adecuada a nuestra realidad nacional.

Es todo cuanto podemos informar.
(Fdo. por los diputados): OSVALDO ANDRADE LARA, LAUTARO CARMONA SOTO, TUCAPEL JIMÉNEZ FUENTES, PATRICIO MELERO, CRISTIÁN MONCKEBERG.

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DE DIPUTADOS”.
3. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Urrutia, don Osvaldo; Lorenzini, Mirosevic, Morano, Sandoval, Trisotti, Ulloa y de las diputadas
señoras Hoffmann, Núñez, doña Paulina y Turres que modifica la ley N° 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal, con el objeto de incorporar al alcalde como miembro del directorio de las empresas portuarias estatales. (boletín N° 9449-09)
“La geografía de nuestro país propicia un alto potencial marítimo debido a la gran extensión de nuestro borde costero y a la proximidad de Este a las ciudades y los centros de desarrollo de las actividades económicas, pues además de ser un país largo, Chile se caracteriza por ser un país angosto.

Los puertos, además de configurarse como una puerta de entrada y salida del territorio nacional, se distinguen por ser importantes centros de intercambio y desarrollo comercial. Según la Dirección de Obras Portuarias del Ministerio de Obras Públicas en Chile existirían 57 puertos, 25 de uso público y 32 de uso privado. Estos puertos se extienden a lo largo del territorio nacional, en diversas ciudades del país. En aquellas ciudades en que se encuentra emplazado un puerto, la principal actividad económica es en general la portuaria, debido a que el puerto propicia la realización de actividades pesqueras, de intercambio comercial y cultural, de turismo, entre otras.

Los puertos ocupan parte importante del borde costero de las ciudades en que se sitúan, territorio que es escaso y valorado por diversos actores, como pescadores, turistas y los propios ciudadanos que utilizan el borde costero con fines recreacionales. Por ello resulta de toda importancia poder compatibilizar el uso del borde costero que realizan los puertos, con el desarrollado por otros actores. Esta área de interés común debe permitir la integración de actividades comerciales, que contribuyen al desarrollo productivo del país, sin desmejorar la situación de otras actividades que se realizan en el mismo territorio.

En el mismo sentido, cabe señalar que el desarrollo de la actividad comercial que se realiza en los puertos debe estar en armonía con el desarrollo de las propias ciudades en las cuales se alberga alguno de los 57 puertos de nuestro país, evitando la generación de externalidades negativas hacia la ciudadanía, e incidiendo de manera más directa en la economía local.

Temas como los accesos al puerto, la conectividad vial del mismo, sus flujos y almacenamiento de carga, son elementos que afectan a la población, por lo tanto las decisiones a este respecto deben necesariamente considerar la realidad de la ciudad, como así también el desarrollo urbano que estas tienen y proyectan, información que debe ser otorgada de primera fuente por actores claves en la planificación y desarrollo comunal de estas ciudades - puerto.

Por lo anteriormente expuesto es que presentamos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Intercálase en el inciso 1° del artículo 24, del párrafo 6 de la Ley 
N° 19.542, entre la expresión "miembros" y "designados" la siguiente frase: "uno de los cuales corresponderá al alcalde de la comuna donde se emplaza el puerto, siendo el resto de los miembros".

4. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Urrutia, don Osvaldo, Barros, Bellolio, Fuentes, Norambuena, Sandoval, Trisotti, Ulloa y Ward, que modifica el Código del Trabajo, para fortalecer el derecho a sala cuna.
(boletín N° 9450-13)
“La conciliación del cuidado de los hijos para las mujeres que trabajan y para las que se integran al mercado laboral es crucial. Es por ello que nuestra legislación establece una serie de derechos irrenunciables para la mujer trabajadora, los que buscan proteger la maternidad.

De conformidad con lo establecido en el artículo 203 del Código del Trabajo, el empleador que ocupa 20 o más trabajadoras de cualquier edad o estado civil, tiene la obligación de disponer de salas anexas donde las mujeres trabajadoras pueden dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras trabajan. 

Esta obligación puede ser cumplida por el empleador de diversas formas:

-Creando y manteniendo una sala cuna anexa e independiente de los lugares de trabajo.

-Construyendo o habilitando y manteniendo servicios comunes de sala cuna con otros establecimientos de la misma área geográfica.

-Pagando los gastos de sala cuna directamente al establecimiento al que la mujer trabajadora lleve a sus hijos menores de dos años, recayendo sobre el empleador el derecho a designar la sala cuna de entre aquellas que cuenten con la autorización de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Sin embargo existen localidades del país donde no es posible encontrar establecimientos de sala cuna que cuenten con la autorización de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, como así también existen trabajadoras que prestan servicios en horarios nocturnos; o que residen en comunas donde no hay salas cunas; o que se desempeñan en faenas mineras u otros establecimientos ubicados en lugares apartados de centros urbanos, quienes viven, durante la duración de estas laborales, separadas de sus hijos.

El artículo 207 del Código del ramo dispone que corresponde a la Junta Nacional de Jardines Infantiles y a la Dirección del Trabajo velar por el cumplimiento de las disposiciones relativas a la protección de la maternidad, regulando así la Dirección diversas situaciones, como las descritas recientemente, las que han hecho procedentes soluciones particulares, pero con carácter excepcional y no aplicables a todas las empleadoras que deseen hacer uso de alternativas al derecho a sala cuna, dada su especial situación.

En este sentido la Dirección del Trabajo ha emitido pronunciamientos que aceptan, atendidas las especiales características de la prestación de servicios, la compensación monetaria del beneficio de sala cuna. Es así como se ha permitido celebrar acuerdos que facultan a la trabajadora para pactar con el empleador el otorgamiento de un bono compensatorio por un monto que resulte apropiado para financiar el servicio de sala cuna cuando no se está haciendo uso a través de las alternativas señaladas anteriormente.

En esta misma línea la Dirección del Trabajo también ha considerado factores como las especiales condiciones de salud de los menores para estimar la procedencia de un bono compensatorio. Es así como, entre otros, en oficios de la Dirección del Trabajo Nºs 1170; 332; y 3820, de 08.03.2012; 20.01.2012; y 27.09.2011, respectivamente, se ha resuelto que no existe inconveniente jurídico para que se otorgue un bono compensatorio por concepto de sala cuna, cuando los problemas médicos que el menor padece aconsejan no enviarlo a un establecimiento de tal naturaleza, circunstancia que ha exigido un análisis de cada situación en particular.

Nuestra Constitución Política de la República consagra a la familia como el "núcleo fundamental de la sociedad", por tanto es relevante considerar la maternidad bajo una perspectiva de compromiso y responsabilidad social, donde la legislación en la materia garantice efectivamente no solo el desarrollo del embarazo sino también el desarrollo de nuestros hijos, conciliando la difícil tarea de criar y educar, con la de desempeñar un empleo que permita dar sustento a nuestras familias.

Es en este sentido es que presentamos el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Reemplazase el inciso 5° del artículo 203 del Código del Trabajo por el siguiente:

Se entenderá que el empleador cumple con la obligación señalada en este artículo si paga losgastos de sala cuna directamente al establecimiento al que la mujer trabajadora lleve sus hijos menores de dos años, o a través de la entrega de un bono compensatorio por concepto de sala cuna, el cual se pagará previo acuerdo de las partes y deberá ser notificado a la Dirección del Trabajo.
5. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Urrutia, don Osvaldo, Espinoza, don Fidel; García, Norambuena, Pilowsky, Squella, y Ulloa, que
modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento
y regularización de loteos, con el objeto de prorrogar el plazo
establecido para su aplicación. (boletín N° 9451-14)
“La vivienda es un lugar fundamental en la vida de toda persona. Contar con techo y abrigo es parte de la dignidad humana y un lugar de encuentro de la familia y de la vida en sociedad. Pese a la importancia de la vivienda en la vida de los seres humanos, debemos reconocer que existe una parte de la población que no tiene acceso a ella, o que no obstante tener acceso, se encuentra con problemas de precariedad.

En este sentido cabe señalar que en nuestro país existe una gran cantidad de loteos irregulares, con problemas de saneamiento legal, como la falta de títulos de dominio; o bien de servicios básicos, como la ausencia de urbanización (calles, alumbrado público, agua potable, servicios de recolección de basura, pavimentación, etc.). Al no contar con las condiciones de urbanización los loteos no pueden ser recepcionados por la Dirección de Obras de la Municipalidad correspondiente, y por lo tanto no es posible obtener el certificado de recepción definitiva.

El origen de este problema tiene que ver en muchos casos con el deseo de adquirir loteos a un precio más económico, sin embargo esta oferta se traduce en una situación irregular, pues en la práctica muchas familias adquieren loteos que no cumplen con el requisito de urbanización de los terrenos, requisito previo a la subdivisión y venta de los mismos.

La falta de regularización y saneamiento de los loteos genera importantes problemas para sus adquirentes como por ejemplo la imposibilidad de postular a los subsidios que otorga el Estado a través del Servicio de Vivienda y Urbanismo, o bien a créditos de instituciones financieras, por no contar con los certificados correspondientes; como así también problemas para la salud y calidad de vida de las personas, los que derivan de las precarias condiciones de estos loteos, al no contar por ejemplo con servicios básicos como agua potable

Pese a los problemas que genera esta situación para las familias que adquieren este tipo de bienes, las que pertenecen a los sectores más vulnerables de la población, resulta oneroso incurrir en una regularización, por lo cual resulta fundamental el apoyo de los organismos estatales para terminar con esta realidad.

En este sentido se han dictado leyes que han tenido por objeto salvar este tipo de situaciones. Así, la Ley N° 20.234, de 2008, estableció un plazo de veinticuatro meses para que los loteos de bienes raíces pudieran acogerse a un procedimiento simplificado de regularización. Luego la Ley N° 20.562 estableció un procedimiento sencillo y un plazo de tres años (hasta el 25 de enero de 2015) para sanear y regularizar las condiciones de urbanización de loteos tanto urbanos como rurales, que no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales.

Sin embargo aún existen muchas familias cuyos loteos continúan en situación de irregularidad, pese a que el plazo establecido por ley se encuentra próximo a vencer.

Así por ejemplo en la Región de Valparaíso se encuentran catastrados aproximadamente 205 loteos irregulares, de los cuales se han recepcionado 37, desde el año 2010. Actualmente se encuentran en tramitación 52 loteos, correspondiendo a la comuna de Viña del Mar 18 expedientes. Siendo así, en lo que resta del plazo de vigencia de la ley, aun quedarían 116 loteos irregulares por gestionar, por lo que resulta de toda lógica concluir que el plazo contemplado en la ley actual debiera ser prorrogado.

Por lo anteriormente expuesto es que presentamos el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Prorróguese por un plazo de 3 años, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, el procedimiento simplificado de regularización de loteos de inmuebles urbanos o rurales, a que refiere el artículo 1 ° de la Ley N° 20.234, en los mismos términos establecidos en dicho cuerpo legal.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.





